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1) 


TEXTO DE LA CITACION 
«Montevideo, 11 de mayo de 2001. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, el próximo martes 15, a la hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 
1% Elección de Vicepresidentes. 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2%) por el que se aprueba el Protocolo sobre Jurisdic- 
ción Internacional en Materia Contractual. 


(Carp. N* 671/97 - Rep. N* 222/01) 


3%) por el que se aprueban las Actas y Resoluciones 
de la Unión Postal Universal, emanadas de los Con- 
gresos XIX, XX y XXI de dicha Organización y 
que comprenden los Tercero, Cuarto y Quinto Pro- 
tocolos Adicionales a la Constitución de la Unión 
Postal Universal, el Reglamento General de la mis- 
ma y las Resoluciones dictadas en los referidos Con- 
gresos. 


(Carp. N* 1261/98 - Rep. N* 223/01) 


4%) por el que se aprueba la Convención Internacional 
Contra la Toma de Rehenes, adoptada por la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas. 


(Carp. N* 1372/99 - Rep. N* 224/01) 


5%) por el que se aprueba la Convención Interamerica- 
na sobre Transparencia en la Adquisición de Ar- 
mas Convencionales, adoptada en la XXIX Asam- 
blea General de la Organización de Estados Ameri- 
canos. 


(Carp. N* 256/00 - Rep. N* 225/01) 


6%) por el que se aprueba el Convenio para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Na- 


vegación Marítima y el Protocolo para la Represión 
de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las Plata- 
formas Fijas Emplazadas en la Plataforma Continen- 
tal. 


(Carp. N* 410/01 - Rep. N* 226/01) 


7%) Informes de la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les relacionados con los Mensajes del Poder Ejecu- 
tivo solicitando acuerdo para designar como Emba- 
jador Extraordinario y Plenipotenciario: 


Al doctor Mario Cantón ante la República del Pa- 
raguay. 


(Carp. N* 435/01 - Rep. N* 227/01) 


Al doctor Alberto Leopoldo Fajardo Klappenbach 
ante la Federación Rusa. 


(Carp. N* 436/01 - Rep. N* 228/01) 


Al señor César Ferrer Burlé ante la República Ara- 
be de Egipto. 


(Carp. N* 437/01 - Rep. N* 229/01) 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores, Astori, Atchugarry, Bor- 
sari, Brause, Casartelli, Cid, Correa Freitas, Couriel, de 
Boismenu, Fau, Fernández Huidobro, Gallinal, Garat, Garga- 
no, Heber, Korzeniak, Larrañaga, Michelini, Millor, Mujica, 
Nin Novoa, Núñez, Pereyra, Pou, Rubio, Sanabria, Singer, Vir- 
gili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora Arismendi y el 
señor Senador García Costa; y con aviso, el señor Senador 
Riesgo. 

3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la se- 
sión. 
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(Es la hora 16 y 15 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de los asuntos entra- 
dos. 


(Se da de los siguientes:) 


«La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se propicia la rebaja de varios 
impuestos que afectan el costo de la producción nacio- 
nal al tiempo que se establece un régimen de financia- 
miento a la Seguridad Social mediante la creación de un 
impuesto denominado Contribución para el Financiamien- 
to de la Seguridad Social (COFIS). 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas comunicando las resolu- 
ciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la 
Presidencia de la República, relacionada con la admi- 
nistración de los recursos de la “Línea de Crédito 
para la Preparación de Proyectos”, financiado par- 
cialmente con recursos del Convenio BID FPP 
006-UR de fecha 3 de mayo de 1993 y con el Progra- 
ma de Infraestructura para Empresas Lecheras, fi- 
nanciado parcialmente por el Contrato de Préstamo 
BID N* 914/0C-UR; 


de la Administración de las Obras Sanitarias del Es- 
tado correspondientes a la ejecución del “Programa 
Nacional de Agua y Alcantarillado”, financiado par- 
cialmente con recursos del Contrato de Préstamo del 
BID N* 785/0C-UR; 


de la Junta Departamental de Canelones, relacionada 
con el Presupuesto Quinquenal de Sueldos, Gastos 
e Inversiones para el Ejercicio 2000 y siguientes de 
dicha Corporación; 


del Banco Central del Uruguay relacionado con la eje- 
cución del Proyecto financiado parcialmente con re- 
cursos del Contrato de Préstamo BID N* 1155/0C-UR; 


del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, relacionada con la ejecución del 
“Programa de Apoyo al Sector Habitacional”, finan- 
ciado parcialmente con recursos del Contrato de Prés- 
tamo del BID Nos. 735/736 OC-UR. 

-TENGANSE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes comunicando que 
ha designado: 


en el Directorio de la Administración Nacional de 
Correos al economista Jorge Ottavianelli en calidad 
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de Presidente y a los señores Gustavo Osta y Este- 
ban Jardín en calidad de Vicepresidente y Director 
respectivamente; 


en el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay 

al señor Carlos Luján Soria Rodríguez en calidad de 

miembro integrante de dicho Directorio. 

-TENGANSE PRESENTE Y AGREGUENSE A SUS 
ANTECEDENTES. 


y ha promulgado los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba el Convenio sobre la Marca- 
ción de Explosivos Plásticos para los Fines de De- 
tección; 


por el que se aprueba la Convención Interamericana 
para la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi- 
nación Contra las Personas con Discapacidad, adop- 
tada por la XXIX Asamblea General de la Organiza- 
ción de Estados Americanos; 


por el que se aprueba el Convenio de Seguridad So- 
cial entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de Canadá. 

-TENGANSE PRESENTE Y ARCHIVENSE. 


El Ministerio de Deporte y Juventud remite la infor- 
mación solicitada por la señora Senadora María Julia Pou 
relacionada con el cumplimiento de lo establecido en la 
Ley N* 16.095 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA MARIA JULIA POU. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre “Santiago Cha- 
lar” la Escuela de Música N* 118 de la ciudad de 
Minas, departamento de Lavalleja; 


por el que se designa con el nombre “República Ar- 
gentina” la Escuela N* 119 del departamento de Ce- 
rro Largo; 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y Se- 

guridad Social a extender la cobertura del Seguro por 

Desempleo a los trabajadores de la empresa Políme- 

ros Uruguayos S.A.; 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y SE- 
GURIDAD SOCIAL. 


por el que se declaran de interés nacional los estu- 
dios y trabajos necesarios para establecer la traza 
del límite exterior de la plataforma continental de nues- 
tro país; 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 
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por el que se designa con el nombre “Doctor Adolfo 
Picúm>” la Policlínica de la localidad de La Paloma, 7?. 
Sección Judicial y Policial del departamento de Du- 
razno; 

-A LA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


y aprobado en nueva forma el que modifica el artícu- 

lo 2? de la Ley N* 16.805, relacionada con el régimen 

de inamovilidad de los feriados. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


Las Juntas Departamentales de Maldonado y Duraz- 
no remiten, con destino a la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, las versiones taquigráficas de las pala- 
bras pronunciadas por los señores Ediles Guillermo Mo- 
roy y Raúl Otegui respectivamente, relacionadas con la 
fiebre aftosa. 

-A LA COMISIÓN DE GANADERIA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


La Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos 
(ANDEBU) remite nota relacionada con el proyecto de 
ley sobre Derechos de Autor. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA.» 


PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un proyecto pre- 


sentado. 


(Se da del siguiente: ) 


“Los señores Senadores Ruben Correa Freitas y Ya- 
mandú Fau presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se declara el 20 de setiembre 
“Día de la Libertad de Expresión del Pensamiento” en 
todo el territorio nacional.” 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLACION. 


(Texto del proyecto presentado:) 
«PROYECTO DE LEY 
ARTICULO UNICO.- Declárase el 20 de setiembre 
feriado nacional laborable con el nombre de “Día de la 
Libertad de Expresión del Pensamiento”. 
Yamandú Fau y Rúben Correa Freitas. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Montevideo, 15 de mayo de 2001. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De nuestra mayor consideración: 


La libertad de expresión del pensamiento es un dere- 
cho de la persona que se afirma y va tomando formas 


CAMARA DE SENADORES 


definitivas en la filosofía y el pensamiento político de la 
Europa del siglo XVIII. 


En este siglo, Descartes y Locke sentaron las bases 
de un sano racionalismo que sustentó la filosofía mo- 
derna. 


También en el siglo XVIII, en Francia, la Enciclope- 
dia dio otro empuje a las nuevas ideas que exaltaban la 
libertad irrestricta del pensamiento. 


Entre los enciclopedistas se destacaron Rousseau, 
Montesquieu, Voltaire, entre otros grandes. 


En Italia sostuvieron este movimiento personalida- 
des insignes como Beccaria, Romagnosi, Giannone, Fi- 
langieri y otros. 


En el siglo XIX, en la Italia que comienza a tomar 
conciencia política de sí misma y cuyo pensamiento se 
va orientando por intermedio de los movimientos “car- 
bonarios”, al principio, y luego culmina en la estructura 
ideológica expuesta por Mazzini, que da lugar a la orga- 
nización de “La Giovine Italia” y de “La Giovine Europa”, 
estaba presente el anhelo de construir una nación políti- 
camente unida en un régimen de libertad, republicano y 
democrático. 


El 20 de setiembre de 1870 entraban a Roma las fuer- 
zas del Reino de Italia y con ese hecho terminaba el 
poder temporal del papado. 


En 1898 se inauguraba en la capital italiana, como 
tardío pero justo desagravio, el monumento a Giordano 
Bruno, un monje y un filósofo que después de haber 
sido considerado hereje y condenado por las autorida- 
des eclesiásticas, fue quemado vivo, en febrero del 1600, 
por no coincidir con las ideas oficiales de la Iglesia Ca- 
tólica, en el mismo Campo dei Fiori donde ahora se alza- 
ba el monumento. 


Durante la inauguración surgió espontáneo en la gar- 
ganta de muchos de los asistentes el grito de ¡Viva Bru- 
no! ¡Viva el libre pensamiento! 


Esto era un símbolo, pero era un símbolo que había 
podido tener lugar porque antes había habido un 20 de 
setiembre. 


En la propia Italia la celebración del 20 de setiembre 
como fiesta nacional fue muy discutida dadas las delica- 
das relaciones que por largos años mantuvieron el Go- 
bierno de Roma y el Vaticano. 


Pero la Iglesia Católica finalmente aceptó en forma 
oficial la situación cuando el Papa Juan XXIII, en una 
histórica alocución durante una audiencia concedida al 
entonces Presidente del Consejo de Ministros Amintore 
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Fanfani, reconoció el carácter providencial de la unidad 
nacional y de Roma capital. 


Así como en el Campo dei Fiori, Bruno fue proclama- 
do mártir de la libertad de pensamiento, también el 20 de 
setiembre fue ligado a este concepto y así permaneció. 


La idea no era nueva. Los librepensadores, como ex- 
presa el Prof. Colella, descendían de los llamados “liber- 
tinos” franceses de los siglos XVI y XVII. 


También en Inglaterra hubo desde un tiempo atrás 
libre pensadores. En 1778 se publicaba en Londres un 
periódico que sustentaba estas ideas: “The Freethinking”. 


Pero fue después de la Revolución Francesa y del 
positivismo del ochocientos que se plasmó el concepto 
de libre pensamiento con sentido antidogmático, tanto 
fuera en el campo religioso como político. 


En 1880 fue fundada en Bruselas, donde tenía su 
sede, la Federation International de la Libre Pensée y 
fue precisamente por iniciativa de esta Federación que, 
a propuesta de su Secretario General Furnemont, se de- 
cidió realizar el primer Congreso Internacional del Libre 
Pensamiento, en Roma, un 20 de setiembre. Fue en 1904, 


Dos años después, en 1906, dicho congreso tuvo 
lugar en Buenos Aires y de nuestro país partió una nu- 
trida delegación en la que resaltaba la figura de Emilio 
Frugoni. 


Por estos años la asociación ideal entre el 20 de se- 
tiembre y la libertad de pensamiento era una realidad 
también en el Río de la Plata. 


El 18 de setiembre de 1915 un decreto del Presidente 
Viera establecía el 20 de setiembre como día feriado. 


El 19 de setiembre de 1917 la Cámara de Senadores 
establecía: “Declárase fiesta nacional el 20 de setiem- 


> 


bre”. 


Dos años después la Asamblea General aprobaba el 
nuevo calendario de los feriados y adoptaba la termino- 
logía laica para las fiestas religiosas; en esa lista apare- 
cía el 20 de setiembre como Día de Italia y la ley fue 
promulgada el 23 de octubre de 1919. 


El gobierno de Terra suprimió la mayoría de los feria- 
dos establecidos en la ley de 1919. 


Con posterioridad al gobierno de Terra se fueron res- 
tituyendo casi todos los feriados patrióticos antes su- 
primidos y el 20 de setiembre quedó como feriado hábil 
para celebrar el día de Italia. 


La celebración del 20 de setiembre también como día 
de la libertad de pensamiento o mejor dicho de la liber- 
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tad de expresión del pensamiento estaba incluida en el 
mensaje del Poder Ejecutivo a la Asamblea General de 
1917, que firmaban Viera y Pablo Varzi (h). 


Retomando estos antecedentes, pero estableciendo 
expresamente en la propia ley que esa celebración no es 
ya sólo un homenaje a un país tan entrañable a los uru- 
guayos como es Italia, sino que celebra un concepto 
que está implícito en los derechos fundamentales del 
ser humano, estableciendo explícitamente en la Carta de 
las Naciones Unidas y que en nuestro país se hizo car- 
ne en nuestro pueblo desde su formación artiguista cuan- 
do, interpretando el profundo sentir de los orientales, el 
prócer declaró que con libertad, no ofendía ni temía y, 
en las Instrucciones del año XIII, que la libertad civil y 
religiosa será promovida en toda su extensión imagina- 
ble, es que proponemos a este alto Cuerpo la aproba- 
ción de este proyecto de ley. 


Yamandú Fau y Rúben Correa Freitas. Senadores.» 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de infor- 


mes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución, el señor Senador Rodolfo Nin 
Novoa solicita se curse un pedido de informes al Minis- 
terio de Economía y Finanzas relacionado con los pla- 
nes de recuperación de activos del Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay.” 

-OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
«Montevideo, 11 de mayo de 2001. 


Don Luis Hierro López 
Presidente del Senado 
Presente 


De mi consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 
de la Constitución de la República, solicito se curse al 
Ministerio de Economía y Finanzas el siguiente pedido 
de informes. 


1) Si dentro de los planes de recuperación de sus acti- 
vos el BROU, cuenta con abogados externos a dicha 
institución. 


2) En caso de ser afirmativo si hubo un llamado público 
a profesionales del medio y si fue así adjuntar una 
base del mismo. 
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3) De existir esta situación, cuál es el acuerdo económi- 
co en que se sustenta el mismo y de haber contratos 
adjuntar una copia autenticada del mismo. 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.» 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de li- 


cencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Arismendi solicita licencia a par- 
tir del día de la fecha hasta el 25 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 

«Montevideo, 15 de mayo de 2001. 
CAMARA DE SENADORES 


Atn. Sr. Presidente 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Solicito a Ud. licencia desde el día de la fecha hasta 
el 25 inclusive. 


Razones de índole personal motivan mi ausencia, ten- 
ga a bien convocar a mi suplente el Sr. Victorio Casarte- 
Ih. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente, 
Marina Arismendi. Senadora.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-15 en 17. Afirmativa. 


Corresponde convocar al señor Senador Casartelli, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 


ra en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 
(Ingresa a Sala el señor Senador Casartelli) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Pereyra solicita licencia desde el 
día 16 al 19 del corriente mes.” 
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-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 15 de mayo de 2001. 
Señor 
Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia desde el día 16 al 19 
del corriente mes, en razón de tener que concurrir a la 
reunión de la Comisión de Asuntos Políticos del Parla- 
mento Latinoamericano a desarrollarse en la ciudad de 
San Pablo. 

Sin más, lo saludo atentamente 

Carlos Julio Pereyra. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota: ) 


-16 en 17. Afirmativa. 


Oportunamente se convocará al señor Juan Ignacio Man- 


gado, quien ya ha prestado el juramento de estilo. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador de Boismenu solicita licencia des- 
de el 16 al 20 de mayo inclusive.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 15 de mayo de 2001. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis A. Hierro López 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito a Ud. licencia los días 16 al 


20 de mayo inclusive, por motivos personales, convo- 
cando a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. 


José J. de Boismenu. Senador.» 
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-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota: ) 
-15 en 16. Afirmativa. 


Se convocará al señor Edgardo Tió, quien en su momento 
deberá prestar el juramento de estilo. 


7)  REMITIDO DE UNA MULTINACIONAL DE TABACOS 
POR EL QUE SE RECLAMA LA DEROGACION DEL 
DOBLE IMESI SOBRE LA IMPORTACION DE CIGA- 
RRILLOS EXTRANJEROS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el mes de marzo de este año, se 
publicó en casi todos los medios escritos de la capital un remi- 
tido de una multinacional del tabaco filial Uruguay reclamando 
la derogación del doble IMESI que afecta a la importación de 
cigarrillos extranjeros. 


El IMESTI lo pagan los productos fabricados en el país, sien- 
do para los cigarrillos el 66,5% y para las bebidas el 25%. 


Toda importación de cigarrillos o bebidas que se realice 
actualmente debe pagar doble IMESTI, es decir, un recargo que 
tiene como fin proteger la industria nacional fabricante de ciga- 
rrillos y bebidas. 


El aporte que hace la industria por IMESTI al tabaco es de 
U$S 148:000.000. 


La industria del tabaco en el Uruguay da 1.000 puestos de 
trabajo directos con sueldos y condiciones dignas y estables. 
Hay más de U$S 55:000.000 invertidos por las tabacaleras radi- 
cadas en el país en los últimos diez años. Se exportan cigarri- 
llos por más de U$S 50:000.000 anuales. Hay miles de trabajos 
indirectos generados por transporte, almacenamiento, distribu- 
ción, etcétera. 


El Uruguay tiene una pequeña producción tabacalera, desa- 
rrollada en el norte del país, Artigas, Rivera y Tacuarembó, 
sustentada básicamente por pequeños productores -200 aproxi- 
madamente- que plantan entre una y cinco hectáreas. 


Los costos de fabricación de cigarrillos y de bebidas, en 
nuestro país son iguales o menores que los existentes en paí- 
ses vecinos, en algunos casos pagando salarios mayores. 


Estos productos -cigarrillos y bebidas- tienen un alto costo 
para los consumidores por una carga impositiva muy alta y por 
la necesidad de comprar materia prima como el tabaco de Brasil, 
con un impuesto que en aquel país grava la exportación del 
tabaco solamente para Uruguay y Paraguay en un 150%. 
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La estructura del precio actual por cajilla se compone de la 
siguiente manera: precio de fábrica: $ 3.50, margen comerciante: 
$ 3.30, IMESI $ 11.20 y precio de venta al público: $ 18. 


Esta carga impositiva de $ 11.20, que se le agrega a los 
productos importados, permite que esta industria subsista, per- 
mite los casi cuatro mil empleos en la industria del tabaco y la 
bebida, permite exportar cigarrillos por U$S 50:000.000, permite 
que 200 productores, pequeñísimos productores, sobrevivan 
con el cultivo del tabaco. 


Si el doble IMESI cayera, también repercutiría negativamen- 
te en la industria de la bebida, pero sería más grave en la cerve- 
cera, porque esa sí se elabora con producción nacional. 


El Uruguay sembró promedialmente en los últimos cuatro 
años 116.000 hectáreas por año, con un rendimiento promedio 
para esos cuatro años de 2.258 kilos por hectárea. 


Según datos del Censo Agropecuario, hay aproximadamen- 
te 2.000 productores de cebada por todo el país, concentrándo- 
se fundamentalmente las plantaciones en los departamentos de 
Colonia, Soriano, Río Negro y Paysandú. 


Es verdad que una gran parte de la producción en el Uru- 
guay se exporta como malta y esto es consecuencia de la cali- 
dad del producto uruguayo, pero también los precios de expor- 
tación actúan como testigos de la industria local y viceversa. Si 
desaparece uno de ellos, en este caso la industria local, los 
productores quedan cautivos solamente de los mercados exter- 
nos, que además están distorsionados por la enorme presión 
que ejercen los países desarrollados a través de sus políticas 
de subsidios. 


Por todo esto, nos parece que en este marco de dificultades 
laborales que tenemos en el país, agravado por la crisis de la 
aftosa -que hace que miles de trabajadores vayan al Seguro de 
Paro, y quizás mucho de ellos queden desempleados perma- 
nentemente- introducir un nuevo elemento de inestabilidad la- 
boral como sería derogar el doble IMESI en industrias muy 
dinámicas como la tabacalera y la de la bebida, sería un gravísi- 
mo error, que inclusive se contradice con las medidas de incen- 
tivo del empleo que el Gobierno está empeñado en buscar. 


Vinculado con este tema del IMESTI y con la política general 
de creación de nuevos puestos de trabajo, no comprendemos 
el Decreto del Poder Ejecutivo de 28 de febrero de 2001 que 
deroga el beneficio que tenían los departamentos de Artigas, 
Rivera y Cerro Largo que fijaba la tasa del IMESI en 0,1%, y la 
pasa al 25,5%. La eliminación de este beneficio significa un 
encarecimiento del 25,4% de las bebidas sin alcohol para los 
citados departamentos. Esto, al quitar competitividad frente a 
las bebidas similares brasileñas, fomentará más el contrabando, 
lo que traerá aparejada la disminución de la actividad de las 
empresas distribuidoras de dichas bebidas, con todo el impac- 
to que sobre el empleo esto tiene. 


Pero lo más grave, desde nuestro punto de vista, es el men- 
saje negativo, quizás el “mazazo”, que desde el Poder Ejecutivo 
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se da a la tan mentada descentralización industrial, ya que a las 
fábricas locales de estas bebidas, que son muy pequeñas y 
que con enorme esfuerzo intentan generar empleo y riqueza, las 
dejan en una situación muy desventajosa, por lo que deberán 
irremediablemente parar el personal y, en algunos casos, llegar 
hasta el cierre. 


Esto parece otra incongruencia: por un lado, se dice que 
hay que fomentar el empleo y combatir el contrabando pero, 
por otro, se toman medidas que hacen exactamente lo contra- 
rio, que generan desocupación como es el caso de la fábrica de 
refrescos TACUARI en Melo, que ha mandado al Seguro de 
Paro a varios funcionarios y ya se aprecia una nueva invasión 
de productos brasileños ingresados ilegalmente. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de estas palabras 
sea cursada a los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Industria, Energía y Minería y a las Juntas Departamentales de 
todo el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


8) LICEO DE CANELONES “TOMAS BERRETA”. Necesi- 
dad de construcción de un nuevo local. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra el señor Senador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: me voy a referir al li- 
ceo de la ciudad de Canelones, que lleva por nombre Tomás 
Berreta. Los señores Senadores podrán imaginar la fuerte carga 
emotiva que ese nombre tiene para quien habla. 


Una breve historia del liceo de Canelones nos enseña que 
fue creado por Ley de 5 de enero de 1912 y, al igual que otros 
liceos departamentales, inauguró sus cursos en abril de 1913, 
con 45 alumnos. 


La sede del liceo fue una vieja casona ubicada a media cua- 
dra de la plaza principal. Desde el año 1946 contó con su local 
propio, inaugurado con la presencia del Presidente de la Repú- 
blica, doctor Juan José de Amézaga, y el Ministro de Obras 
Públicas, don Tomás Berreta. 


En todos estos años, desde la inauguración del nuevo local 
en 1946, llegaron a este liceo estudiantes de localidades veci- 
nas además, naturalmente, de los habitantes en edad liceal de 
la ciudad de Canelones. El edificio del nuevo liceo departamen- 
tal mostraba una fuerte estructura con diez aulas, un salón de 
actos con tertulia, un gimnasio y dos puertas de acceso, como- 
didad suficiente para 300 alumnos. 


Cuando en 1950 se crearon los preparatorios, el liceo debió 
funcionar en dos turnos. Nuevamente, el Tomás Berreta conti- 
nuó siendo el liceo centro para aquellos jóvenes cuyas locali- 
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dades no tenían sede liceal sino hasta cuarto año, y aspiraban 
a seguir una carrera universitaria. 


En la década de los 60, la explosión demográfica estudiantil 
sorprendió a las autoridades con un local que rápidamente se 
hizo insuficiente. El currículum exigió que asignaturas como 
biología y física tuvieran su laboratorio. Inclusive, el viejo sa- 
lón de química, escalonado, tuvo que ser asignado como aula 
común. Así, se construyó en un sótano el salón de física; la 
tertulia, el salón de actos, se convirtió en el laboratorio de bio- 
logía; y la antigua casa del Director, lindante al liceo, sirvió 
para implementar dos salones, poco adecuados por sus peque- 
ñas dimensiones, y un nuevo laboratorio de química. 


Todas estas ampliaciones fueron realizadas con las limita- 
ciones propias de una economía austera y adaptadas a una 
vieja construcción de casa-habitación. 


En los primeros años de la década del 80, la población de 
este liceo de la ciudad de Canelones sobrepasó los 1.000 estu- 
diantes. En el presente año, el número de alumnos inscriptos 
llegó a 1.628. En la institución funcionan los dos ciclos de se- 
cundaria, alcanzando algunos grupos la cantidad de 40 o más 
alumnos. El liceo está funcionando a pleno en tres turnos, des- 
de las 7 y 45 horas a las 19 y 45 horas. Habiendo inconvenien- 
tes con los horarios de la locomoción, hubo necesidad de alte- 
rar algunas clases del turno vespertino al intermedio, lo que 
provocó la existencia de grupos ambulantes, sin salón propio, 
a los que se les va ubicando circunstancialmente. Todo esto 
distorsiona el buen funcionamiento de la institución. 


La ampliación, mediante la creación de más salones, es fac- 
tible arquitectónicamente, pero no aconsejable desde el punto 
de vista pedagógico. En efecto, señor Presidente, la época de 
los liceos monstruos ha pasado y es imprescindible volver a 
pequeñas comunidades educativas que permitan un contacto 
con el alumno más directo y personalizado, pudiendo realmente 
estar más cerca del adolescente y sus problemas. 


Por consiguiente, señor Presidente, la solución es edificar 
un nuevo liceo. 


Este es el desafío, señor Presidente: la construcción de un 
nuevo liceo para la ciudad de Canelones. Me refiero a un nue- 
vo liceo que cuente con capacidad suficiente como para con- 
templar las actuales necesidades. Se nos preguntará dónde se 
podría construir este liceo y, sin embargo, pienso que su ubica- 
ción no puede -y no deberá- ser una dificultad insalvable. 


Estamos persuadidos de que la buena voluntad de las auto- 
ridades del Consejo Directivo de la Enseñanza, acostumbrado a 
resolver este tipo de desafío, sabrá encontrar la solución junto 
con los recursos necesarios para que la ciudad de Canelones y 
los habitantes de las localidades aledañas puedan contar con 
el nuevo local liceal al que todos aspiran. 


Por todo lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea enviada al Ministerio de Educación y Cultura, 
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al Consejo Directivo Central y al Consejo Directivo de Ense- 
ñanza Secundaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota: ) 
-20 en 21. Afirmativa. 

9) INQUIETUDES DE LOS FABRICANTES DE SODA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: días atrás tuve opor- 
tunidad de recibir en una audiencia a representantes de la Cá- 
mara Uruguaya de Fabricantes de Soda y Afines que, en estos 
momentos, se encuentra tramitando su personería jurídica y 
reúne a aquellas empresas mayoritariamente pequeñas del me- 
dio que se dedican a la fabricación y venta de la soda y, parti- 
cularmente, soda en sifón. 


Los representantes de esta Cámara vinieron a plantearme el 
problema que refiere a la regulación del mercado de soda enva- 
sada en sifones retornables. Se trata de una industria que tiene 
una tradición de muchas décadas en nuestro país, la cual toda- 
vía se mantiene, sobre todo en el interior, donde forma parte de 
la mesa familiar. Además, en un país como el nuestro, que se ha 
caracterizado durante tantos años por tener una infinita canti- 
dad de bares en todas sus ciudades y localidades urbanas, el 
uso de soda hasta hace poco tiempo fue -y lo sigue siendo- lo 
único gratis que se servía con el café o con las bebidas alcohó- 
licas que en ellos se expenden. 


Concretamente, el problema que nos ha planteado la Cáma- 
ra Uruguaya de Fabricantes de Soda está vinculado a una or- 
denanza del Ministerio de Salud Pública, que es la N* 236/ 2001 
de 9 de marzo, según la cual se prohíbe el uso de sifones retor- 
nables porque se califica como riesgo potencial para el consu- 
midor la ingesta de agua envasada en sifones de este tipo. Esto 
significó que pocos días después, dentro de los plazos regla- 
mentarios, 46 empresas que elaboran soda y agua envasada en 
sifones retornables presentaran ante el Ministerio correspon- 
diente los recursos de revocación y jerárquicos, que segura- 
mente en estos momentos se estén tramitando para dejar sin 
efecto aquella resolución. Se trata de una resolución que repre- 
senta un daño importante desde el punto de vista económico, 
por cuanto las empresas tendrían que modificar el envase de 
este producto, lo cual tiene una gran significación en una in- 
dustria que hoy en día -según palabras de los propios repre- 
sentantes- nuclea alrededor de 3.000 personas que trabajan como 
empleados o como distribuidores comerciales de este producto 
y que, además, representan dentro del sector industrial de la 
bebida en el Uruguay un porcentaje sumamente importante. 


El fundamento de la resolución dictada por el Ministerio de 
Salud Pública señala que el uso del sifón retornable para el 
envasado de agua implica inexorablemente un riesgo potencial 
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para el consumidor. Dicha definición, en el expediente en que 
se tramita el recurso correspondiente, no tiene la fundamenta- 
ción ni la prueba científica que amerite una decisión de estas 
características. El citado informe dice que, presentado el pro- 
blema de riesgo potencial para el consumidor que resulta del 
envasado retornable de sifones, se llega a la conclusión de que 
la única solución viable es el uso de sifones de envases des- 
echables, con utilización de agua de cualquiera de los tipos y 
procesos que estipula el decreto bromatológico N* 315/94. 


En síntesis, se señala genéricamente que el envasado de 
agua en sifones retornables es un riesgo potencial para la sa- 
lud del consumidor, pero no se hacen especificaciones de ca- 
rácter técnico ni tampoco se dice cuál es el riesgo consiguien- 
te. 


En virtud de que el uso de dicho envase podría resultar 
riesgoso para el consumidor, se concluye la necesidad de pro- 
hibir definitivamente su uso cuando, en realidad, esto había 
sido ya autorizado hace muchos años por el propio Ministerio 
de Salud Pública. 


El informe del año 1994, relativo también a este tema, en el 
que se buscó un dictamen técnico que diera una respuesta 
acabada a quienes industrializan el producto, señalaba que, a 
partir de los resultados obtenidos en distintas plantas que si- 
guen el procedimiento propuesto en este trabajo para la pro- 
ducción de soda, se verifica empíricamente que la calidad de la 
soda envasada en sifones retornables cumple con los requisi- 
tos para agua envasada establecidos por el reglamento broma- 
tológico uruguayo en el capítulo correspondiente. 


Cabe acotar que los representantes de esta Cámara también 
me acercaron información relacionada con certificados expedi- 
dos en su momento por el Laboratorio Tecnológico del Uru- 
guay, en donde se solicitaba la identificación de las muestras 
de botellas retornables en las que se envasa esta soda. El ensa- 
yo del LATU se realizó de acuerdo con la normativa del MER- 
COSUR y el resultado del examen fue que tanto la migración 
global como la migración específica cumplían los requisitos co- 
rrespondientes y que, en consecuencia, esos envases eran ap- 
tos para el contacto con alimentos. 


Por otra parte, quiero destacar que los sifones retornables 
se utilizan no solamente en el Uruguay, sino también en Chile, 
Brasil, Argentina y Paraguay; estos países ocupan más del 30% 
del mercado de bebidas envasadas, las que se elaboran de acuer- 
do con una serie de normas de calidad bacteriológica y de 
procesos que comprueban que el uso de esos envases no pone 
en riesgo la salud del consumidor. 


Ahora bien, tenemos por delante la resolución del Ministe- 
rio de Salud Pública según la cual se obliga en un plazo de seis 
meses, a partir de la fecha del decreto de marzo de este año, a 
modificar el envase en el que se entrega el producto. Según 
quienes se dedican a esta industria, si se toma en cuenta el 
valor del envase descartable, que supera en mucho al valor del 
producto, nos encontramos con que el precio al consumidor 
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final rondaría los $ 20 la unidad, lo cual impide competir con 
otros productos similares que se ofrecen a un precio inferior. 
Esto hace que quienes se dedican a esta actividad se vean 
enfrentados a la posibilidad de tener que quedar fuera del mer- 
cado. 


Desde luego, el respeto por las normas de carácter sanitario 
debe cumplirse a raja tabla y quienes desarrollan esta industria 
también se inscriben en esta filosofía. Pero debe tenerse en 
cuenta que en virtud de esta resolución que tiene las caracte- 
rísticas mencionadas, se ven sumamente afectadas, en un mo- 
mento particularmente difícil en el terreno laboral, aproximada- 
mente unas 3.000 personas que, directa o indirectamente, parti- 
cipan en la elaboración y en la comercialización. 


De ahí que nos veamos en la necesidad de hacer esta expo- 
sición para llevarla a conocimiento del señor Ministro de Salud 
Pública y de las autoridades correspondientes dentro de la Se- 
cretaría de Estado que en su momento tomaron la resolución 
correspondiente, así como de la Comisión de Salud y del Sena- 
do de la República. Dicha Comisión, de acuerdo con lo que nos 
señalaba el señor Senador Cid, en los próximos días va a con- 
vocar a los representantes del Ministerio para conversar sobre 
esta temática a efectos de intentar colaborar en su resolución, 
que hace al trabajo de muchas personas vinculadas al país en 
su conjunto pero en particular al interior, y son varios los de- 
partamentos en los que el agua industrializada juega un papel 
muy importante. 


La solución sería, en primer lugar, intentar habilitar nuevas 
instancias técnicas para llegar a una conclusión acabada de los 
presuntos efectos nocivos que eventualmente pudiera tener 
para la salud, con la posibilidad de que los interesados en la 
comercialización, pero básicamente en la industrialización de 
este producto, puedan aportar sus opiniones y apoyos técni- 
cos. En segundo término, si el Ministerio de Salud Pública lo 
considera pertinente, que antes de que venza el plazo de seis 
meses establecido por la ordenanza referida, éste se prorrogue, 
de manera de no generar mayores factores de inestabilidad y 
preocupación en un sector del trabajo nacional como es el de 
quienes integran la Cámara Uruguaya de Fabricantes de Sodas 
y Afines y quienes sin integrarla también desarrollan una acti- 
vidad de características similares. 


Por lo expuesto, señor Presidente, solicito que la versión 
taquigráfica de estas palabras sea enviada a conocimiento del 
Ministerio de Salud Pública, en particular a la Dirección corres- 
pondiente que entiende en este tema, a la Cámara Uruguaya de 
Fabricantes de Sodas y Afines en formación, con domicilio en 
Avelino Miranda 2471/401, y a la Comisión de Salud Pública 
del Senado de la República. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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10) SEMINARIO ACADEMICO VINCULADO CON EL TRI- 
BUNAL PENAL INTERNACIONAL (TRIBUNAL DE 
ROMA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en el día de hoy 
se va a realizar un seminario básicamente académico vinculado 
a lo que se ha dado en llamar un Tribunal Penal Internacional, 
conocido casi popularmente por el nombre de “Tribunal de 
Roma”, porque hace un par de años fue aprobado un Tratado 
internacional que prevé su creación. 


Queremos destacar lo oportuno que significa que se agite 
-en el buen sentido de la palabra- el tema de la creación del 
Tribunal Penal Internacional, que si bien está previsto, jurídica- 
mente no está creado, ya que todavía no existe. 


Se trata de un Tribunal, señor Presidente -sin entrar a un 
análisis detallado del texto del Tratado que lo prevé o le da su 
nacimiento- que tiene tres características que quisiera poner de 
manifiesto hoy aquí. La primera es que sería un Tribunal para 
juzgar delitos que, sin enumerarlos, suponen una ofensa a la 
comunidad internacional; no es una sociedad nacional, sino la 
comunidad internacional, ya sea por la naturaleza objetiva u 
ontológica de esos delitos o por la gravedad de los mismos. La 
segunda es que desde el punto de vista procesal debe tenerse 
en cuenta que se trata de un Tribunal que una vez creado no 
tendría jurisdicción o competencia para juzgar hechos anterio- 
res, es decir que su creación no está prevista con un carácter 
procesalmente retroactivo. Este es un punto interesante, justo 
o no justo, que puede despejar algunas dudas y vacilaciones 
sobre la necesidad de que este Tribunal comience a funcionar. 
La tercera característica de este Tribunal es que sólo puede 
empezar a funcionar una vez que sesenta países, por lo menos, 
ratifiquen el Tratado por el cual se previó la creación del Tribu- 
nal. Se recordará, señor Presidente, que salvo para las esferas 
de los especialistas o de las organizaciones vinculadas a los 
derechos humanos, la existencia posible de este Tribunal toda- 
vía no creado, saltó un poco a la luz en oportunidad de aquella 
a mi juicio jurídicamente impecable y valiente decisión del juez 
español Garzón, cuando ordenó apresar al impúdico y arrogan- 
te dictador de Chile, Pinochet, y comenzó su enjuiciamiento. En 
esa oportunidad, el mismo juez Garzón asumió competencia y 
dijo que sin duda la tenía por acuerdos bilaterales que había en 
ese caso entre España e Inglaterra, pero aclaró que el ideal 
sería que determinado tipo de delitos que ofenden a la comuni- 
dad internacional fueran juzgados por un Tribunal Penal Inter- 
nacional que no existía ni existe al día de hoy. Es una sentencia 
muy valiente, a mi juicio jurídicamente intachable, de una enor- 
me imparcialidad, características todas estas que singularizan a 
los jueces que pueden llegar a tener un destino de grandes 
jueces. Los jueces con grandes conocimientos técnicos pero 
sin esa valentía e independencia, podrán ser buenos jueces, 
pero nunca grandes jueces. Es una opinión que siempre he 
sostenido y cada vez me afirmo más en ella. 
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Y bien, señor Presidente, el Tratado por el cual se prevé la 
creación del Tribunal Penal Internacional, que es un Tribunal 
que juzgaría, repito, delitos de enorme gravedad contra los de- 
rechos humanos que por su repercusión atacan, ofenden a la 
humanidad o a la comunidad internacional, ha sido firmado por 
Uruguay, pero no ha sido aprobado todavía por el Parlamento 
uruguayo, ni tampoco, según tengo entendido, ha venido el 
Mensaje del Poder Ejecutivo. ¿Cuál es el régimen jurídico en 
materia de tratados en Uruguay? El numeral 20) del artículo 168 
de la Constitución dice que al Poder Ejecutivo le corresponde 
concluir y suscribir tratados necesitando para su ratificación la 
aprobación del Poder Legislativo. Por otro lado, el numeral 7) 
del artículo 85, que enumera las facultades del Parlamento, dice 
que a éste le corresponde aprobar o reprobar los tratados inter- 
nacionales. De la armonización de esos dos numerales resulta 
bien claro que un tratado internacional tiene las siguientes eta- 
pas. Primero, lo firma el Poder Ejecutivo, etapa ésta a la cual la 
Constitución llama de concluir y suscribir el tratado, porque 
obviamente hay una etapa de negociación. Segundo, la apro- 
bación por ley del tratado en el Parlamento. A propósito, hay 
un desliz gramatical muy generalizado: mucha gente llama “rati- 
ficar” por el Parlamento a lo que en realidad debería llamarse la 
aprobación del tratado. 


Tercero, ratificación de un Tratado hecha por parte del Po- 
der Ejecutivo. La Constitución establece que el Poder Ejecuti- 
vo, después que firma un Tratado, para ratificarlo necesita la 
aprobación del Parlamento. Quiere decir que la tercera etapa es 
una ratificación que hace el Poder Ejecutivo. 


Hay una cuarta etapa, que no está prevista en la Constitu- 
ción, sino que es propia del Derecho Internacional, que es lo 
que se llama el depósito o canje de ratificaciones. Esto se hace 
cuando un país le comunica a otro que ya ha sido aprobado y 
ratificado o deposita la ratificación en algún lugar que fue con- 
venido en el propio tratado. 


El Uruguay ha cumplido la primera de esas etapas. El Poder 
Ejecutivo ha concluido y suscrito el tratado de Roma, por el 
cual se prevé que, una vez que 60 países ratifiquen el Tratado 
-no sólo lo aprueben los Parlamentos, sino que también lo rati- 
fique el Poder Ejecutivo- se va a crear ese tribunal. 


La situación actual, señor Presidente, es que no ha llegado 
al Parlamento el mensaje del Poder Ejecutivo que hace tiempo 
ya concluyó y suscribió este Tratado. No ha enviado el mensa- 
je proponiendo la ley por la cual el tratado es aprobado por el 
Parlamento. Deseo afirmar que, a mi juicio, la aprobación de un 
tratado por el Parlamento no es iniciativa exclusiva del Poder 
Ejecutivo; tiene la facultad exclusiva de firmarlo, de ratificarlo y 
de enviar el trámite de ratificación. Pero, reitero que no hay 
ninguna disposición -ni el artículo 86, ni el 133 ni los otros que 
se refieren a la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo- que 
establezca que en el Parlamento no puede promoverse una ley 
aprobando un tratado ya suscrito por el Poder Ejecutivo. Pen- 
samos que esto es así aun cuando también consideramos que 
lo mejor, lo más razonable y lo más lógico es que el Poder 
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Ejecutivo, que es quien lo concluyó y suscribió, sea el que 
envíe la propuesta de que el Parlamento lo apruebe. 


En consecuencia, señor Presidente, deseando que eso ocu- 
rra, pero sin perjuicio de que si transcurriera un tiempo pruden- 
cial nos parecería muy bueno plantear un proyecto de ley apro- 
batorio del Tratado ya firmado por el Poder Ejecutivo, manifes- 
tamos estas palabras y solicitamos que la versión taquigráfica 
de las mismas sea enviada al Ministerio de Relaciones Exterio- 
res. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


11) PREOCUPACION DE CIUDADANOS DEL INTERIOR 
DEL PAIS RESPECTO A LOS RECURSOS MUNICIPA- 
LES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Nuestra intención es apuntalar o 
apoyar un planteamiento realizado hace unos días por el señor 
Senador Luis Alberto Heber, compañero de Bancada, en el sen- 
tido de trasladar a la órbita del Poder Ejecutivo la preocupación 
que existe en el interior de la República con respecto a la situa- 
ción de las Intendencias Municipales. Todos conocemos sus 
competencias tradicionales y no tradicionales como son, preci- 
samente, las que refieren a que en muchas órbitas los gobier- 
nos departamentales sustituyen al gobierno central en la pres- 
tación de algunas de las funciones que les serían inherentes. 
Tal es el caso del saneamiento, agua potable -que es compe- 
tencia de organismos centrales- y la función social de merende- 
ros, cobertura de la salud, tareas vinculadas a lo deportivo, a la 
cultura, etcétera, que demandan muchos recursos económicos 
que, hoy por hoy, han contribuido, entre otras causas, al desfi- 
nanciamiento de las propias Intendencias Municipales. 


Asimismo, todos sabemos que existe una relación muy di- 
recta entre la actual crisis del sector agropecuario y la de las 
Intendencias Municipales. Algunas comunas del interior del 
país están sufriendo una pérdida de recaudación de más del 
40% lo que, obviamente, se siente en el propio funcionamiento 
de las Intendencias Municipales, como lo señalaba hace unos 
días el señor Senador Heber. 


No podemos hoy descuidar todo lo que significa la trascen- 
dente actuación de las Intendencias Municipales en cuanto a 
que, como sabemos, son una especie de amortiguador social 
frente a las demandas insatisfechas de vastos sectores de la 
población. Días atrás escuché al señor Intendente de Paysan- 
dú expresar que quizás el Estado central pueda detener un día 
su funcionamiento pero que, de hacerlo la Intendencia Munici- 
pal, muchas situaciones aparecerían como desprotegidas en el 
marco de la acción municipal por lo que supone, precisamente, 
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el accionar de las Intendencias Municipales frente a los recla- 
mos de la población en materia de alimentación, salud, vivien- 
da, saneamiento, asentamientos marginales, etcétera. 


En función de esto, señor Presidente, simplemente quiero 
traer este tema al Senado de la República para que realice los 
trámites correspondientes vinculados a la situación económica 
que sufren las Intendencias Municipales del interior, por lo 
cual, a nuestro juicio, se hace necesario que el propio Poder 
Ejecutivo y, fundamentalmente, el Ministerio de Economía y 
Finanzas, estudie algún tipo de medidas financieras de corto 
plazo como pueden ser: un adelantamiento de los créditos pre- 
supuestales de las Intendencias, la postergación de obligacio- 
nes de la Comuna con organismos del Gobierno Central o em- 
presas públicas, el adelantamiento de las partidas del Instituto 
Nacional de Alimentación que están demoradas prácticamente 
un año y la instrumentación de algún préstamo internacional 
con garantía del país y de los propios créditos presupuestales 
que votamos en el último Presupuesto Quinquenal, la instru- 
mentación del plan de obras municipales número cuatro, que es 
la continuación de los tres planes municipales que el país se 
dio a partir de 1985 y que sería conveniente que no sufrieran 
una interrupción porque, lógicamente, dependen de la propia 
generación de fuentes de trabajo en el interior de la República. 


En consecuencia, señor Presidente, me permito sugerir, en 
primer lugar, que se disponga de un cronograma de adelanto 
en cuanto a la percepción de las partidas de origen nacional 
que estén previstas, precisamente, en el marco de los recursos 
que el gobierno nacional, por vía del mandato del Presupuesto, 
debe transferir a los gobiernos departamentales del interior del 
país. 


En segundo término, propongo que se establezca un apla- 
zamiento para el pago de algunos servicios y suministros de 
empresas públicas, como ser UTE, OSE, ANTEL y ANCAP, 
conjuntamente con otras postergaciones vinculadas al Banco 
de Previsión Social. 


En tercer lugar, creo que habría que obtener un resarcimien- 
to de los gastos en que se ha incurrido como consecuencia de 
la lucha contra la aftosa. Las propias Intendencias Municipa- 
les, fundamentalmente con los propios productores, montaron 
todos los operativos vinculados a los distintos controles sani- 
tarios. En cuarto término, creo que habría que adelantar el Ejer- 
cicio 2001 y el incremento de la partida por rebaja de la contri- 
bución rural previsto en el último inciso del artículo 448 del 
Presupuesto vigente. 


Por último, señor Presidente, queremos destacar especial- 
mente lo que mencionamos hace un instante: es importante que 
los Municipios puedan tener la facilidad de acceder a algún 
tipo de financiamiento nacional o externo, con el aval del pro- 
pio país, en virtud de que las Intendencias Municipales no son 
sujeto de crédito internacional. Para esa operativa de financia- 
miento se tomarían como garantía las partidas futuras que el 
gobierno nacional, vía presupuesto, debe transferir a los pro- 
pios gobiernos departamentales. 
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Además, creemos necesario implementar urgentemente un 
plan de obras municipal número 4, como forma precisa de cana- 
lizar la generación de obras públicas y de trabajo en el interior 
de la República. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea enviada a los Ministerios de Economía y Fi- 
nanzas y de Trabajo y Seguridad Social, a la Comisión Sectorial 
de Descentralización, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
y a las Intendencias Municipales y Juntas Departamentales del 
interior del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el trámite solicitado por el señor Senador Larrañaga. 


(Se vota: ) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) ESFUERZO DE PRODUCTORES Y AUTORIDADES 
PARA CONTINUAR CON EL COMBATE CONTRA LA 
FIEBRE AFTOSA EN DISTINTAS ZONAS DEL PAIS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: el pasado fin de semana 
tuvimos la oportunidad de estar en contacto, en el interior de la 
República, con productores rurales y veterinarios, recorriendo 
los pagos de los departamentos de Cerro Largo y Treinta y 
Tres. Hablamos con muchos productores y vimos la infraes- 
tructura de barreras sanitarias que se encuentran a lo largo de 
todas las rutas del país. Pudimos constatar el esfuerzo, real- 
mente digno de destacar, de productores y veterinarios del Mi- 
nisterio, de las Intendencias, de las Fuerzas Armadas y de una 
cantidad de gente que está colaborando con dichas barreras de 
modo de tratar de controlar el problema. 


Naturalmente, las entrevistas que mantuvimos nos permitie- 
ron saber cómo se ha ido manejando la situación luego del 
estallido de los focos en el departamento de Soriano. Realmen- 
te, señor Presidente, tuvimos una gran reunión con la Asocia- 
ción de Veterinarios de Melo -Cerro Largo- cuyos integrantes 
están muy bien informados y actualizados sobre lo que es la 
problemática de esta enfermedad. Es así que se suscitaron en 
nosotros muchas dudas acerca de cómo se fue manejando el 
tema de la aftosa y de los controles. 


Amén de que hace pocos días contamos con la presencia 
del señor Ministro en esta Sala, a raíz de un llamado de nues- 
tro compañero de Bancada, el señor Senador Jorge Larrañaga 
-oportunidad en la que se analizó este tema en profundidad- 
hay cosas de las que nos hemos ido enterando después de esa 
instancia y, verdaderamente, nos preocupa que no estén acla- 
radas. En los hechos, hay diversas opiniones sobre la forma 
cómo se manejó el tema, es decir, sobre la estrategia utilizada 
en el combate contra la aftosa. Y personalmente creo, señor 
Presidente, que si bien las decisiones deben ser políticas y son 
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de los políticos, debemos tener una sola opinión técnica; no 
puede haber diez opiniones técnicas sobre la forma de defen- 
derse del virus. 


Lo cierto es que tenemos veterinarios que conocen el tema 
y discrepan en cómo nos preparamos para la lucha. Aclaro que 
no se trata de cobrar cuentas a nadie; simplemente, digo que es 
necesario que el país sepa con claridad qué hacer cuando el 
virus está cerca, cuando está dentro y cuando ya no se lo 
puede controlar. Reitero que no puede haber diez opiniones 
distintas. Son muchos los congresos y eventos que se prepa- 
ran en la actividad política, señor Presidente, y se me ocurre 
que si algo deberíamos hacer sería tener una discusión a fondo 
sobre este tema, aunque no nosotros mismos, sino los veteri- 
narios. Por mi parte, realmente me sorprendo cuando me entero 
de que la Asociación de Veterinarios de un determinado depar- 
tamento o del país, señala cosas que realmente son opuestas a 
aquello que se está haciendo. 


Entonces, considero necesario que el sistema político tenga 
las cosas claras, con la opinión de los profesionales en esta 
materia. Supongamos que en el día de mañana se produce una 
epidemia de una enfermedad que ataca a los humanos; en ese 
caso, pediría a los médicos que vinieran a decir cómo enfrentar 
la situación y resolverla. Distintas serán las medidas de carác- 
ter global y social que se deberán tomar, las que quizás podrían 
aclararse a través de la visión de un político. Pero lo que un 
político no puede tener es cinco opiniones diferentes de profe- 
sionales acerca de cómo atacar el virus de la aftosa. Y eso es lo 
que pasó. Reitero que si mañana estamos en guerra, los profe- 
sionales son los que deberán tener ya diseñada la estrategia; 
entonces, empleando los mismos términos que usó el señor 
Ministro, debemos tener un diseño, una estrategia que no pue- 
de ser discutida en el momento de hacer la guerra, sino antes. 


Sinceramente, me alarma esta incertidumbre en la cual me 
encuentro. Escuché al señor Ministro en Comisión y también lo 
escuché en Sala; algunas cosas me convencieron y otras no. 
Debo confesar que en Comisión sí me convenció lo del rifle al 
animal enfermo y la vacunación en la zona como contención. 
Pero, reitero, no puede haber dos opiniones sobre esto, y lo 
cierto es que hay dos, tres y hasta cuatro, por decirlo de algu- 
na manera. 


Por todo esto distraigo la atención del Senado de la Repú- 
blica para que, de una vez por todas, la verdad no esté sola- 
mente en lo que dicen los veterinarios del Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca -quienes seguramente tendrán su 
experiencia, sus estudios y sus informes- sino para que tam- 
bién sean convocados otros veterinarios de ejercicio libre de la 
profesión, de modo que podamos discutir a fondo el tema y el 
Cuerpo político tenga así una estrategia diseñada no sólo por 
el Ministerio, sino que también haya sido discutida con las 
sociedades veterinarias y con la propia Facultad. Esto nos per- 
mitiría saber qué es lo que hay que hacer para no estar discu- 
tiendo en el momento de actuar, porque eso da la sensación de 
una falta de rumbo. Hoy ya tenemos la aftosa, señor Presiden- 
te, y aclaro una vez más que no estamos cobrando cuentas ni 
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echando culpas. Pero lo cierto es que no tenemos un manual 
único sobre cómo actuar cuando el virus se encuentra a 100, a 
500 quilómetros, o ya dentro de nuestro país. Tampoco está 
claro qué es lo que hay que hacer en materia sanitaria, en fun- 
ción de los convenios que tenemos con la OIE. Es por eso que 
hoy estamos hablando de esto, no como crítica, sino para ade- 
lantarnos en el tiempo. 


Después de todo lo que nos ha pasado, creo que el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca debe convocar a 
los profesionales y a los productores a fin de discutir a fondo 
sobre este tema, porque esto nos permitirá saber con claridad 
qué hacer, en lugar de tener que confiar a ciegas. Sería impor- 
tante tener de antemano esa discusión, para no hacerlo mañana 
O pasado mañana, si eventualmente nos volviera a suceder esto, 
lo que ojalá no ocurra nunca más. 


Por eso, señor Presidente, solicito que la versión taquigráfi- 
ca de mis palabras sea enviada al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, a efectos de que cuanto antes se abra una 
discusión serena -sin echar culpas de lo que pasó- acerca de 
dónde nos equivocamos, dónde acertamos y qué es lo que hay 
que hacer en un futuro con respecto a este tipo de enfermeda- 
des, como para que no tengamos que discutir y ninguno de 
nosotros tenga que salir a decir públicamente qué es lo que 
hay que hacer. Digo esto, señor Presidente, porque después 
terminamos confiando en un veterinario amigo o en un asesor 
que nos dice lo que hay que hacer, le creemos a él y no actua- 
mos en base a una discusión que generamos en el país sobre 
un tema tan importante como la aftosa, en el que hay diez opi- 
niones acerca de la forma en que se debe actuar cuando está 
cerca y cuando está adentro. 


Por todas estas razones, en los términos de respeto y con- 
sideración con que siempre nos hemos referido, solicitaría que 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca generara esta 
discusión rápidamente, para tener la certeza de los caminos que 
tenemos que emprender cuando estos males golpean a nuestro 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 


-21 en 22. Afirmativa. 


13) REGIMEN DE TRABAJO DEL CUERPO PARA EL DIA 
MIERCOLES 16 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia informa a los seño- 
res Senadores que corresponde fijar el régimen de trabajo de la 
sesión de mañana. Después de diversas consultas con los Coor- 
dinadores de Bancada, la Mesa está en condiciones de propo- 
ner una reunión de carácter extraordinario a la hora 16 para 
votar el proyecto de ley sobre personas sordomudas, y una 
sesión en régimen de Comisión General con el señor Ministro 
de Relaciones Exteriores a la hora 16 y 30, suspendiendo de 
este modo la sesión ordinaria. 
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Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


14) PREOCUPACION POR LA POSIBLE EXPANSION DE 
LA PLOMBEMIA. Minuta de comunicación. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: como es sabido, en 
este último tiempo la sociedad uruguaya se ha visto conmovi- 
da por un problema ambiental que ha afectado básicamente a la 
población de La Teja, pero existen varios elementos por los 
cuales se sabe que dicha situación podría extenderse a muchas 
zonas de Montevideo y, eventualmente, a algunas del resto del 
país. 


Las Comisiones de Medio Ambiente y Salud Pública del 
Senado y de la Cámara de Representantes han seguido siste- 
máticamente la evolución de este tema, tratando de estar al 
tanto de toda la información que el ámbito interinstitucional ha 
ido concretando. En el día de ayer la Comisión de Medio Am- 
biente del Senado recibió por segunda vez a la Comisión Inte- 
rinstitucional -lo había hecho en primera instancia el día 3 de 
abril- y, de alguna manera, lo que se constató con más claridad 
fue el hecho de que, lamentablemente, este tema no se acaba 
en poco tiempo, lo que nos obliga a tomar medidas que eviten 
que las personas afectadas tengan un grado de contaminación 
mayor. 


Otra de las conclusiones que podemos sacar es que no 
existe desidia y cada uno está haciendo lo mejor que puede 
dentro de su ámbito. Los esfuerzos se hacen, pero es necesario 
formalizar el ámbito interinstitucional que actualmente existe. 
Ese es uno de los reclamos y creemos que ello podría facilitar la 
búsqueda de soluciones y, sobre todo, dar una perspectiva de 
futuro a un tema en el que, necesariamente, van a tener que 
tomarse medidas que trasciendan la realidad concreta del barrio 
de La Teja. Por ello, en forma conjunta, las Comisiones de Me- 
dio Ambiente y Salud Pública del Senado traen aquí la pro- 
puesta de votar una moción -a la que luego se dará lectura- que 
consiste, básicamente, en la formalización de ese ámbito inte- 
rinstitucional, en la necesidad de dotarlo de mayores recursos, 
a efectos de que no esté supeditado a lo que cada uno de sus 
integrantes pueda dar, sino que tengan recursos que, efectiva- 
mente, posibiliten una serie de estudios y proyecciones que 
nos adelanten a las situaciones que eventualmente puedan sur- 
gir en otras partes. 


Asimismo, aquí se plantea la necesidad de favorecer la utili- 
zación de naftas sin contenido de plomo ya que, como es sabi- 
do, somos uno de los cinco países en el mundo que aún usan 
dicho combustible y ello, si bien no está siendo el elemento 
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determinante, constituye la base sobre la cual otras particulari- 
dades -por ejemplo, en la zona de La Teja lo constituyen ciertas 
industrias y determinados desechos que no son bien maneja- 
dos- hacen que la situación sea más emergente. 


Por tales razones, solicitamos que el Senado haga suyo este 
reclamo y exhorte al Poder Ejecutivo a que estas medidas pue- 
dan ser consideradas. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR SINGER.- Pido la palabra para una cuestión de or- 
den. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SINGER.- Solicito que el asunto que plantea la se- 
ñora Senadora Xavier se declare urgente y se considere de 
inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota: ) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase la minuta de comunicación. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 15 de mayo de 2001. 


VISTO: la grave situación planteada por la contami- 
nación por plomo que se ha producido en la ciudad de 
Montevideo. 


ATENTO: al hecho de que la mayoría de la pobla- 
ción afectada está compuesta por niños que son más 
vulnerables cuanto menor es su edad, hace necesario 
tomar una serie de medidas para evitar males mayores. 


El Senado de la República resuelve exhortar al Poder 
Ejecutivo a: 


1) Formalizar el ámbito interinstitucional y multidiscipli- 
nario preexistente, valorando asimismo la integración 
de otros actores especializados, lo cual no desmere- 
ce el desempeño de quienes hasta ahora han llevado 
adelante las acciones. 


2) Dotar de los imprescindibles recursos económicos, a 
dicho ámbito, dadas las numerosas investigaciones 
que se deben realizar, así como la formación de ma- 
yor cantidad de personas, que instruidas de la difícil 
y compleja situación a que nos enfrentamos, dé ma- 
yor satisfacción a las demandas. 
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3) Favorecer la utilización de naftas sin plomo por la 
vía de equilibrar su precio al de las naftas con plo- 
mo. 


Mónica Xavier, Julia Pou, Alberto Cid, Rú- 
ben Correa Freitas, Orlando Virgili, Alberto 
Brause y Reinaldo Gargano. Senadores.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar. 


(Se vota: ) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
15) ELECCION DE VICEPRESIDENTES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el pri- 
mer punto del orden del día: “Elección de Vicepresidentes”. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Como existe acuerdo entre las distin- 
tas Bancadas, estaríamos en condiciones de votar los tres Vi- 
cepresidentes que corresponden y en ese sentido hacemos mo- 
ción. El Partido Colorado propone para la primera Vicepresiden- 
cia al señor Senador Riesgo, el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio propone para la segunda Vicepresidencia al señor Se- 
nador Astori y el Partido Nacional propone para la tercera Vice- 
presidencia al señor Senador Pereyra. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Solicito que se continúe con el orden 
del día y que este punto pase al último lugar del mismo, así 
tenemos posibilidad de intercambiar alguna opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción del señor 
Senador Gargano. 


(Se vota: ) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


16) PROTOCOLO SOBRE JURISDICCION INTERNACIO- 
NAL EN MATERIA CONTRACTUAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo lugar del orden del día: “Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Protocolo sobre Juris- 
dicción Internacional en Materia Contractual. (Carp. N* 671/97 
- Rep. N* 222/01)”. 


(Antecedentes: ) 


«Carp. N* 671/97 
Rep. N* 222/01 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 11 de julio de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 9 de julio de 1996 que se adjunta, por 
el cual se solicita la aprobación parlamentaria del Proto- 
colo de Buenos Aires sobre Jurisdicción Internacional 
en Materia Contractual, aprobado en Buenos Aires, el 6 
de abril de 1994, 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Antonio Mercader. 


Montevideo, 11 de julio de 2000. 
PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Protocolo de Buenos 
Aires sobre Jurisdicción Internacional en Materia Con- 
tractual, aprobado en Buenos Aires, el 6 de abril de 1994. 


Didier Opertti, Antonio Mercader. 
Montevideo, 9 de julio de 1998. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, inciso 20, 
de la Constitución de la República, a efectos de someter 
a su consideración para la correspondiente aprobación 
legislativa, el Protocolo sobre Jurisdicción Internacional 
en Materia Contractual aprobado en Buenos Aires, el 6 
de abril de 1994, 


I. Antecedentes. 


El espacio integrado creado por el Tratado de Asun- 
ción requiere, del punto de vista de la acción privada, 
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una infraestructura normativa que garantice previsibili- 
dad y certeza a los operadores económicos. 


Ello es deseable en una diversidad de sectores. Res- 
pecto de varios existe regulación de Derecho Interna- 
cional Privado, la que no comprende, empero, la totali- 
dad de los socios del MERCOSUR. 


En efecto, las figuras jurídicas principales, como la 
contratación internacional, el transporte internacional, 
las sociedades mercantiles en su actuación extraterrito- 
rial, han sido contempladas en los Tratados de Monte- 
video de 1889 y de 1940 y durante las Conferencias In- 
teramericanas Especializadas sobre Derecho Internacio- 
nal Privado (CIDIP). 


Las disposiciones sobre competencia internacional 
complementan aquellas reglas, en previsión de las posi- 
bles controversias. 


Desde la perspectiva del MERCOSUR, la referida re- 
gulación en vigor adolece del inconveniente -en cuanto 
a su alcance espacial- de que Brasil no es parte de los 
Tratados de Montevideo de 1889 ni de 1940; hasta hace 
poco tiempo tampoco lo era de las Convenciones apro- 
badas durante las CIDIP. 


1.1. La Reunión de Ministros de Justicia del 
MERCOSUR. Con el objeto primordial de cubrir las 
necesidades vinculadas a las principales figuras jurídi- 
cas internacionales y de crear un sistema de normas sus- 
ceptibles de dotar a la prestación de justicia de la consi- 
guiente agilidad, se creó por el Consejo del MERCOSUR, 
la Reunión de Ministros de Justicia del MERCOSUR. 


En dicho ámbito fueron aprobados hasta el presente, 
el Protocolo sobre Cooperación y Asistencia Jurisdic- 
cional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Adminis- 
trativa, el Protocolo sobre Jurisdicción Internacional en 
Materia Contractual y el Protocolo sobre Medidas Cau- 
telares. 


Bien pueden estimarse dichos textos como constitu- 
tivos de los pilares básicos de una estructura jurídica 
bajo cuyo amparo se verá facilitada la solución de las 
controversias privadas. 


1.2. Alcance. Corresponde señalar, no obstante, que 
los señalados instrumentos se aplicarán a las relaciones 
internacionales privadas atinentes a los cuatro países 
Parte, con independencia de que la génesis de los con- 
flictos se vincule o no, en sentido estricto, a cuestiones 
relativas al proceso de integración. 


IT. Finalidad. 


El Protocolo resuelve una cuestión teórico práctica 
de vital importancia: ante el juez de qué Estado habrá 
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que incoar una demanda cuando se produzca un in- 
cumplimiento -o cumplimiento insatisfactorio- de un 
contrato internacional celebrado por personas priva- 
das, físicas o jurídicas, en el ámbito de las Partes del 
MERCOSUR. 


TIT. Apreciaciones generales. 


En la actualidad, salvo la vía arbitral, dirimen las con- 
troversias privadas los jueces nacionales, cuya compe- 
tencia se determina según las reglas del Derecho Inter- 
nacional Privado. 


Corresponde recordar -dado que ha habido cierta con- 
fusión al respecto- que rige en el ámbito del MERCOSUR 
el mecanismo de solución de controversias regulado en 
el Protocolo de Brasilia para la Solución de Controver- 
sias, aprobado en Brasilia, el 17-12-91, que nada tiene 
que ver, empero, con los textos concertados a nivel de 
la Reunión de Ministros de Justicia. 


Su ámbito de aplicación difiere. El Protocolo de Bra- 
silia contempla las controversias que habrán de surgir 
entre los Estados Parte sobre la interpretación, aplica- 
ción o incumplimiento de las normas del Tratado de Asun- 
ción, de los acuerdos celebrados en su marco, así como 
de las decisiones del Consejo y de las resoluciones del 
Grupo Mercado Común. 


El Capítulo V prevé las reclamaciones de los particu- 
lares, aunque su alcance se circunscribe, exclusivamen- 
te, a la sanción o aplicación de medidas legales o admi- 
nistrativas dictadas por los países miembros con las ca- 
racterísticas que allí se determinan, con un ámbito de 
aplicación ostensiblemente diverso del área en que ri- 
gen el Protocolo de Buenos Aires. 


El Protocolo de Brasilia no se aplica, por ende, a las 
controversias que surjan entre los particulares -perso- 
nas físicas o jurídicas- como consecuencia de su activi- 
dad comercial privada, las que estarán vinculadas, en su 
mayoría, a incumplimientos contractuales. En este cam- 
po regirá el texto bajo examen. 


TII.1. La jurisdicción. 


La determinación de la competencia jurisdiccional 
está prevista en disposiciones nacionales y en tratados, 
ámbito éste último que tampoco rige para la totalidad 
del MERCOSUR (artículo 2401 de la Ley N* 10.084 -Apén- 
dice del Código Civil- y artículos 56 y siguientes del 
Tratado de Montevideo de Derecho Civil Internacional 
de 1889 y de 1940, respectivamente). 


Cabe recordar, como se señala “supra”, que tampo- 
co este nivel de selección de la jurisdicción se vincula al 
objeto ni a los términos del Protocolo de Brasilia sobre 
solución de controversias. 
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A los efectos que aquí se examinan tendrá compe- 
tencia para entender en los litigios privados, el juez es- 
tatal escogido según el régimen del Derecho Internacio- 
nal Privado y, específicamente para los miembros del 
MERCOSUR, por el Protocolo bajo examen. 


En virtud de que no existe un órgano supranacional 
con el cometido de resolver las referidas contiendas, se 
estima que constituye una etapa trascendente la sus- 
cripción de este acuerdo, cuyo objeto consiste en regu- 
lar la determinación de la jurisdicción acotada al área 
contractual. 


111.2. Comprende sólo la materia contractual. En lo 
que hace a la determinación de la jurisdicción, es inédita 
en nuestro ámbito la circunscripción al área de los con- 
tratos como objeto primordial, en tanto los preceptos 
recogidos en los tratados antes mencionados la prevén 
para diversas categorías, dentro de las cuales se com- 
prende la materia contractual. 


111.3. La autonomía de la voluntad. En otro plano, la 
innovación ostensible de este texto, que adopta las so- 
luciones más modernas, radica en la admisión de solu- 
ciones autonómicas en materia de determinación de ju- 
risdicción, es decir, las Partes pueden preverla. 


Tal evolución es coherente y armónica con lo pre- 
ceptuado en la Convención Interamericana sobre Dere- 
cho Aplicable a los Contratos Internacionales adoptada 
en la CIDIP V (México, 1994). 


IV. Contenido normativo. 


IV.1. Ambito. El Protocolo se aplica a la jurisdicción 
contenciosa internacional relativa a los contratos inter- 
nacionales civiles o comerciales celebrados entre perso- 
nas físicas o jurídicas, cuando se domicilien o tengan 
sede social en distintos Estados del MERCOSUR o cuan- 
do al menos una parte del contrato tenga dicha conexión. 
En este último caso se requiere, además, que se haya 
hecho un acuerdo de elección de foro y que exista una 
conexión razonable según el tratado. 


Como puede advertirse, trátase de evitar jurisdiccio- 
nes exorbitantes, dado que en las hipótesis en las que 
sólo una de las Partes tiene conexión domiciliar con el 
área del MERCOSUR, la conexión debe ser razonable. 


IV.2. Exclusiones. No quedan comprendidos los ne- 
gocios entre los fallidos y similares, el área del derecho 
de familia, la seguridad social, los contratos adminis- 
trativos, los laborales, los de venta al consumidor, los 
de transporte, los de seguros y los derechos reales 
(Art. 2). 


IV. 3. Elección de jurisdicción. Según dispone el ar- 
tículo 4, los contratantes tienen la facultad de acordar 
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la jurisdicción, con los requisitos que se determinan, 
tanto al momento de la celebración del contrato, como 
durante su vigencia o luego de surgido el Eugio (artícu- 
lo 5). Puede pactarse asimismo el recurso a los tribuna- 
les arbitrales. 


Se había previsto en las primeras etapas de la nego- 
ciación que dicha elección fuera designada como “*pró- 
rroga de jurisdicción”. A propuesta de la delegación uru- 
guaya se estimó que revestía mayor precisión técnica la 
referencia a la “elección”, en tanto sólo puede prorro- 
garse lo que ya fue precisado, terminología que también 
se maneja en el ámbito de la Conferencia de La Haya de 
Derecho Internacional Privado. 


IV.4. Ley aplicable a la validez y a los efectos del 
acuerdo de elección. Se aplicará el derecho de los Esta- 
dos Parte que tendrían jurisdicción según el Protocolo. 
Se adopta una solución “favor negotii” cuando se dis- 
pone que, en todo caso, se aplicará la solución más fa- 
vorable a la validez (artículo 5). 


IV.S. Prórroga tácita de jurisdicción. Establece el ar- 
tículo 6 que se entenderá prorrogada la jurisdicción 
-haya mediado o no un acuerdo de elección- en favor 
del Estado donde se promoviere la acción, cuando el 
demandado la admita voluntariamente, con las caracte- 
rísticas que se establecen. 


Se asimila la solución de otros textos en vigor, los 
que también admiten la prórroga “post litem”, bajo cier- 
tas circunstancias. 


IV.6. Jurisdicción subsidiaria. El Capítulo II contiene 
preceptos sobre determinación de jurisdicción en ausen- 
cia de acuerdo de elección. 


El artículo 7 otorga al actor la facultad de elegirla, en 
ausencia de acuerdo, entre los jueces del lugar de cum- 
plimiento del contrato, del domicilio del demandado o 
de su domicilio o sede social cuando demostrare que 
cumplió con su prestación. 


Esta ultima conexión obedeció al deseo de favorecer 
a quien cumplió con sus propias obligaciones. De lo 
contrario, sólo podrá escoger entre las otras alternati- 
vas previstas. 


Definición autárquica del lugar de cumplimiento. Para 
precisar el lugar de cumplimiento se reiteran las previ- 
siones de los Tratados de Montevideo de Derecho Civil 
Internacional de 1889 y de 1940. 


Definición de domicilio del demandado. Cuando se 
tratare de personas físicas, se estimará que se encuen- 
tra domiciliado donde reside habitualmente o, subsi- 
diariamente, donde tiene el centro principal de sus ne- 
gocios. En ausencia de ambos, lo será la simple resi- 
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dencia (artículo 9). En el caso de las personas jurídicas, 
se entenderá que su domicilio es el lugar de la sede 
principal de la administración. Si existen sucursales, es- 
tablecimientos, agencias o cualquier otra especie de re- 
presentación, se brindan soluciones especiales, dejan- 
do a salvo el derecho a interponer la acción ante los 
tribunales del Estado de la sede principal. 


Litigios entre los socios en su carácter de tales. Tam- 
bién son competentes para entender en ellos los jueces 
de la sede principal de la administración (artículo 10). 


Lugar de celebración de los contratos. Se erige éste 
en punto de conexión para determinar la jurisdicción, 
cuando las personas jurídicas celebren contratos en un 
Estado Parte distinto de aquél donde tienen la sede prin- 
cipal de su administración (artículo 11). 


Pluralidad de demandados. Según dispone el artícu- 
lo 12, el domicilio de cualquiera de los demandados será 
atributivo de jurisdicción. 


Demandas sobre obligaciones de garantía de carác- 
ter personal o para la intervención de terceros. Ellas pue- 
den ser incoadas ante el juez que conoce en la demanda 
principal (artículo 12). 


Reconvención. Establece el artículo 11 que tendrán 
jurisdicción los jueces que intervengan en la demanda 
principal, cuando aquélla se limitara en el acto o hecho 
en que se basó esta última. 


La jurisdicción como requisito para el reconocimien- 
to y ejecución de sentencias y laudos arbitrales. El Pro- 
tocolo regula la jurisdicción a un doble efecto por un 
lado, con el objeto de determinar la del Estado cuyos 
jueces tienen competencia para iniciar una acción y, ade- 
más, la contempla como requisito de la eficacia territorial 
de las sentencias, tal como fuera regulado en la Con- 
vención de La Paz de 1984 (CIDIP ID. 


A tal efecto, el artículo 14 se remite a las disposicio- 
nes del Protocolo de Las Leñas que regula, entre otras 
materias, la eficacia extraterritorial de las sentencias y 
laudos arbitrales. Esta remisión sustituye, en realidad, la 
designación inicial del instrumento (luego modificada) 
que se refería a la “jurisdicción directa e indirecta”, de- 
nominación indicativa de que el texto contemplaría tam- 
bién la jurisdicción como requisito de la eficacia extrate- 
rritorial de las de sentencias. 


De acuerdo a lo expuesto, será de indudable utilidad 
contar con soluciones interregionales comunes en un 
área tan vital. Por ello, se estima de especial importancia 
la pronta entrada en vigor del Protocolo, por lo que se 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 
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El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Didier Opertti, Samuel Lichten- 
sztejn, Carlos Pérez del Castillo. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Protocolo sobre Ju- 
risdicción Internacional en Materia Contractual aproba- 
do en Buenos Aires, el 6 de abril de 1994, 


Didier Opertti, Samuel Lichtensztejn, Car- 
los Pérez del Castillo. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El presente Mensaje del Poder Ejecutivo, remitido a 
la Asamblea General, con fecha 11 de julio de 2000, rei- 
tera al oportunamente enviado el 9 de julio de 1996, por 
el cual se solicita la aprobación del Protocolo de Bue- 
nos Aires sobre Jurisdicción Internacional en Materia 
Contractual, aprobado en Buenos Aires el 6 de abril de 
1994, 


El Protocolo en consonancia con el compromiso asu- 
mido por las Partes en el Tratado de Asunción, de fecha 
26 de marzo de 1991, en el sentido de armonizar las le- 
gislaciones de los Estados Partes, pretende brindar al 
sector privado de dichos Estados, un marco de seguri- 
dad jurídica que garantice justas soluciones y la armo- 
nía internacional de las decisiones judiciales y arbitrales 
vinculadas a la contratación en el marco del menciona- 
do Tratado. 


Se pretende adoptar reglas comunes sobre Jurisdic- 
ción Internacional en Materia Contractual, con el objeto 
de promover el desarrollo de las relaciones económicas 
entre el sector privado de los Estados Partes. 


Se trata de garantizar la previsibilidad y certeza a los 
operadores económicos. 


En varios sectores existe regulación del Derecho In- 
ternacional Privado, pero la misma no comprende a la 
totalidad de los miembros del MERCOSUR, habida cuen- 
ta de que Brasil no es parte de los Tratados de Montevi- 
deo de 1889 y 1940 y hasta hace poco tiempo tampoco 
participaba de las Convenciones aprobadas durante las 
Conferencias Interamericanas de Derecho Internacional 
Privado (CIDIP). 
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Corresponde aclarar que el ámbito de aplicación del 
presente Protocolo difiere del Protocolo de Brasilia. Este 
último contempla las controversias que habrán de surgir 
entre los Estados Partes sobre la interpretación, aplica- 
ción o incumplimiento de las normas del Tratado de Asun- 
ción; no se aplica a las controversias que surjan entre 
particulares como consecuencia de su actividad comer- 
cial privada, las que estarán vinculadas, en su mayoría a 
incumplimientos contractuales, campo en el cual regirá 
el presente Protocolo. 


El mismo resuelve una cuestión de vital importancia 
como es, el establecer ante qué juez se deberá presentar 
la demanda cuando exista un incumplimiento total o par- 
cial de un contrato internacional celebrado por perso- 
nas privadas, físicas o jurídicas, en el ámbito de las Par- 
tes de MERCOSUR. 


Para comprender la importancia de esta determina- 
ción basta recordar que no existe un órgano suprana- 
cional con el cometido de resolver las referidas contien- 
das. 


Se consagra la autonomía de la voluntad en materia 
de determinación de la jurisdicción, desde el momento 
que las Partes pueden preverla, lo cual es coherente con 
lo preceptuado en la CIDIP V celebrada en México en el 
año 1994, Convención Interamericana sobre Derecho 
Aplicable a los Contratos Internacionales. 


Dicha jurisdicción comprende sólo la materia con- 
tractual. El Protocolo se aplica a la jurisdicción conten- 
ciosa internacional relativa a los contratos internaciona- 
les civiles o comerciales celebrados entre personas físi- 
cas o jurídicas, cuando se domicilien o tengan sede so- 
cial en distintos Estados del MERCOSUR o cuando al 
menos una parte de contrato tenga dicha conexión. En 
este último caso se requiere, además, que se haya he- 
cho un acuerdo de elección de foro y que exista una 
conexión razonable según el Tratado. 


Se excluyen expresamente los negocios entre los fa- 
llidos y similares, el área de derecho de familia, la seguri- 
dad social, los contratos administrativos, los laborales, 
los de ventas al consumidor, los de transporte, los de 
seguros, y los derechos reales (Art. 2). 


De acuerdo al Art. 4, los contratantes tienen la facul- 
tad de acordar la jurisdicción con los requisitos que se 
determinan tanto al momento de la celebración del con- 
trato, como durante su vigencia o luego de surgido el 
litigio (Art. 5). Puede pactarse asimismo el recurso a los 
tribunales arbitrales. 


Cuando no existe acuerdo en la elección, el Proto- 
colo establece las normas de Jurisdicción subsidiaria 
(Art. 7). 
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En lo que se refiere a la determinación del lugar del 
cumplimiento se reiteran las previsiones de los Tratados 
de Montevideo de Derecho Civil Internacional de 1889 y 
1940. 


Se establecen normas sobre domicilio del demanda- 
do (Art. 9); litigios entre los socios en su carácter de 
tales (Art. 10); lugar de celebración de los contratos 
(Art. 11); pluralidad de demandados (Art. 12); reconver- 
sión (Art. 13). 


En materia de la Jurisdicción como requisitos para el 
reconocimiento y ejecución de sentencias y laudo arbi- 
trales, el Art. 14 se remite a las disposiciones del Proto- 
colo de Las Leñas, que regula la eficacia extraterritorial 
de las mismas. 


Por último, el Art. 15, establece las negociaciones 
diplomáticas directas para solucionar las controversias 
que surjan entre los Estados Partes con motivo de la 
aplicación, interpretación o incumplimiento de las dis- 
posiciones del presente Protocolo. 


De no alcanzarse un acuerdo se aplicarán los proce- 
dimientos previstos en el Sistema de Solución de Con- 
troversias vigente entre los Estados Partes del Tratado 
de Asunción. 


Se recomienda la aprobación del presente Protoco- 
lo, resaltando la importancia de contar con soluciones 
interregionales comunes que facilitan el desarrollo de 
las relaciones económicas de los sectores privados de 
los Estados Miembros del MERCOSUR. 


Sala de la Comisión, 10 de mayo de 2001. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alberto 
Couriel, Carlos Garat, Reinaldo Gargano, 
Carlos Julio Pereyra, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


PROTOCOLO DE BUENOS AIRES SOBRE 
JURISDICCION INTERNACIONAL EN 
MATERIA CONTRACTUAL 


Los Gobiernos de la República Argentina, de la Re- 
pública Federativa del Brasil, de la República del Para- 
guay y de la República Oriental del Uruguay. 


CONSIDERANDO: Que el Tratado de Asunción, sus- 
cripto el 26 de marzo de 1991, establece el compromiso 
de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones en 
las áreas pertinentes; 


REAFIRMANDO la voluntad de los Estados Partes 
de acordar soluciones jurídicas comunes para el fortale- 
cimiento del proceso de integración; 


DESTACANDO la necesidad de brindar al sector pri- 
vado de los Estados Partes un marco de seguridad jurí- 
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dica que garantice justas soluciones y la armonía inter- 
nacional de las decisiones judiciales y arbitrales vincu- 
ladas a la contratación en el marco del Tratado de Asun- 
ción; 


CONVENCIDOS de la importancia de adoptar reglas 
comunes sobre jurisdicción internacional en materia con- 
tractual, con el objeto de promover el desarrollo de las 
relaciones económicas entre el sector privado de los Es- 
tados Partes; 


CONSCIENTES de que en materia de negocios inter- 
nacionales la contratación es la expresión jurídica del 
comercio que tiene lugar con motivo del proceso de in- 
tegración; 


ACUERDAN: 
TITULO I 
AMBITO DE APLICACION 
Artículo 1 


El presente Protocolo se aplicará a la jurisdicción con- 
tenciosa internacional relativa a los contratos interna- 
cionales de naturaleza civil o comercial celebrados entre 
particulares, personas físicas o jurídicas: 


a) con domicilio o sede social en diferentes Estados 
Partes del Tratado de Asunción; 


b) cuando por lo menos una de las partes del contra- 
to tenga su domicilio o sede social en un Estado Parte 
del Tratado de Asunción y además se haya hecho un 
acuerdo de elección de foro a favor de un juez de un 
Estado Parte y exista una conexión razonable según las 
normas de jurisdicción de este Protocolo. 


Artículo 2 


El ámbito de aplicación del presente Protocolo exclu- 
ye: 


1. los negocios jurídicos entre los fallidos y sus acree- 
dores y demás procedimientos análogos, especialmente 
los concordatos; 


2. los acuerdos en el ámbito del derecho de familia y 
sucesorio; 


3. los contratos de seguridad social; 

4. los contratos administrativos; 

5. los contratos laborales; 

6. los contratos de venta al consumidor; 
7. los contratos de transporte; 


8. los contratos de seguros; 
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9. los derechos reales. 
TITULO IU 
JURISDICCION INTERNACIONAL 
Artículo 3 


El requisito procesal de la jurisdicción internacional 
en materia contractual se considerará satisfecho, cuan- 
do el órgano jurisdiccional de un Estado Parte asuma 
jurisdicción de acuerdo a lo establecido en el presente 
Protocolo. 


CAPITULO I 
ELECCION DE JURISDICCION 
Artículo 4 


En los conflictos que surjan en los contratos inter- 
nacionales en materia civil o comercial serán competen- 
tes los tribunales del Estado Parte a cuya jurisdicción 
los contratantes hayan acordado someterse por escrito, 
siempre que tal acuerdo no haya sido obtenido en forma 
abusiva. 


Asimismo puede acordarse la prórroga a favor de 
tribunales arbitrales. 


Artículo 5 


El acuerdo de elección de jurisdicción puede realizar- 
se en el momento de la celebración del contrato, durante 
su vigencia o una vez surgido el litigio. 


La validez y los efectos del acuerdo de elección de 
foro se regirán por el derecho de los Estados Partes que 
tendrían jurisdicción de conformidad a las disposicio- 
nes del presente Protocolo. 


En todo caso se aplicará el derecho más favorable a 
la validez del acuerdo. 


Artículo 6 


Haya sido elegida o no la jurisdicción, ésta se enten- 
derá prorrogada en favor del Estado Parte donde se pro- 
moviere la acción cuando el demandado después de in- 
terpuesta ésta la admita voluntariamente, en forma posi- 
tiva y no ficta. 


CAPITULO IU 
JURISDICCION SUBSIDIARIA 
Artículo 7 


En ausencia de acuerdo tienen jurisdicción a elec- 
ción del actor: 
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a) Los jueces del lugar de cumplimiento del contrato; 
b) Los jueces del domicilio del demandado; 


c) Los jueces de su domicilio o sede social cuando 
demostrare que cumplió con su prestación. 


Artículo 8 


1. A los fines del artículo 7, literal a), se entenderá 
por lugar del cumplimiento del contrato el Estado Parte 
donde haya sido o deba ser cumplida la obligación que 
sirva de base para la demanda. 


2. El cumplimiento de la obligación reclamada será: 
a) En los contratos sobre cosas ciertas e individuali- 
zadas, el lugar donde ellas existían al tiempo de su cele- 


bración; 


b) En los contratos sobre cosas determinadas por su 
género, el lugar del domicilio del deudor al tiempo en 
que fueron celebrados; 


c) En los contratos sobre cosas fungibles, el lugar 
del domicilio del deudor al tiempo de su celebración; 


d) En los contratos que versen sobre prestación de 
servicios: 


1. Si recaen sobre cosas, el lugar donde ellas existían 
al tiempo de su celebración; 


2. Si su eficacia se relaciona con algún lugar espe- 
cial, aquél donde hayan de producirse sus efectos; 


3. Fuera de estos casos, el lugar del domicilio del 
deudor al tiempo de la celebración del contrato. 


Artículo 9 


A los fines del artículo 7, literal b), se entenderá por 
domicilio del demandado: 


a) Cuando se tratare de personas físicas: 
1. Su residencia habitual; 


2. Subsidiariamente el centro principal de sus nego- 
cios; 


3. En ausencia de estas circunstancias, el lugar don- 
de se encontrare la simple residencia. 


b) Cuando se tratare de personas jurídicas, la sede 
principal de la administración. 


Si la persona jurídica tuviera sucursales, estableci- 
mientos, agencias o cualquier otra especie de represen- 
tación se considerará domiciliada en el lugar donde fun- 
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cionan y sujeta a la jurisdicción de las autoridades loca- 
les, en lo concerniente a las operaciones que allí practi- 
quen. Esta calificación no obsta al derecho del actor a 
interponer la acción ante los tribunales de la sede prin- 
cipal de la administración. 


Artículo 10 


Son competentes para conocer de los litigios que 
surjan entre los socios en su carácter de tales los jueces 
de la sede principal de la administración. 


Artículo 11 


Las personas jurídicas con sede en un Estado Parte, 
que celebren contratos en otro Estado Parte, pueden ser 
demandadas ante los jueces de este último. 


Artículo 12 


Si hubiere varios demandados, tendrá jurisdicción el 
Estado Parte del domicilio de cualquiera de ellos. 


Las demandas sobre obligaciones de garantía de ca- 
rácter personal o para la intervención de terceros, pue- 
den ser incoadas ante el tribunal que está conociendo 
en la demanda principal. 


CAPITULO IMI 
RECONVENCION 
Artículo 13 


Si la reconvensión se fundara en el acto o hecho en 
que se basó la demanda principal, tendrán jurisdicción 
para conocer en ella los jueces que intervengan en la 
demanda principal. 


TITULO MI 


LA JURISDICCION COMO REQUISITO PARA EL 
RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE SENTENCIAS 
Y LAUDOS ARBITRALES 


Artículo 14 


La jurisdicción internacional regulada por el artículo 
20, literal c) del Protocolo de Las Leñas sobre Coopera- 
ción y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Co- 
mercial, Laboral y Administrativa, quedará sometida a lo 
dispuesto por el presente Protocolo. 


TITULO IV 


CONSULTAS Y SOLUCIONES 
DE CONTROVERSIAS 


Artículo 15 


Las controversias que surjan entre los Estados Par- 
tes con motivo de la aplicación, interpretación o incum- 
plimiento de las disposiciones contenidas en el presen- 
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te Protocolo, serán resueltas mediante negociaciones di- 
plomáticas directas. 


Si mediante tales negociaciones no se alcanzare un 
acuerdo o si la controversia fuera solucionada sólo en 
parte, se aplicarán los procedimientos previstos en el 
Sistema de Solución de Controversias vigente entre los 
Estados Partes del Tratado de Asunción. 


TITULO V 


DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 16 


El presente Protocolo, parte integrante del Tratado 
de Asunción, entrará en vigor treinta (30) días después 
del depósito del segundo instrumento de ratificación con 
relación a los dos primeros Estados que lo ratifiquen. 


Para los demás signatarios, entrará en vigor el trigé- 
simo día posterior al depósito del respectivo instrumen- 
to de ratificación, y en el orden en que fueron deposita- 
das las ratificaciones. 


Artículo 17 


La adhesión por parte de un Estado al Tratado de 
Asunción implicará ipso jure la adhesión al presente Pro- 
tocolo. 


Artículo 18 


El Gobierno de la República del Paraguay será el de- 
positario del presente Protocolo y de los instrumentos 
de ratificación y enviará copias debidamente autentica- 
das de los mismos a los Gobiernos de los demás Esta- 
dos Partes. 


Asimismo, el Gobierno de la República del Paraguay 
notificará a los Gobiernos de los demás Estados Partes 
la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo y la 
fecha de depósito de los instrumentos de ratificación. 


Hecho en la ciudad de Buenos Aires, a los cinco 
días del mes de agosto de 1994, en un original en los 
idiomas español y portugués, siendo ambos textos igual- 
mente auténticos. 


Por el Gobierno de Por el Gobierno de la 


la República Argentina República Federativa del Brasil 


Guido Di Tella Celso 1. N. Amorim 


Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República del Paraguay República Oriental del Uruguay 
Sergio Abreu.» 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
-En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Mi- 
llor 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: la Comisión de Asun- 
tos Internacionales del Senado, por unanimidad, presenta al 
Cuerpo para su aprobación el Protocolo sobre Jurisdicción In- 
ternacional en Materia Contractual. El Mensaje del Poder Eje- 
cutivo del 11 de julio de 2000 reitera los mismos conceptos del 
oportunamente enviado el 9 de setiembre de 1996. 


Este Protocolo es una consecuencia del compromiso asumi- 
do en el Tratado de Asunción, de 26 de marzo de 1991, que 
estableció la constitución del MERCOSUR. El compromiso era 
armonizar las legislaciones de sus Estados miembros. Dicho 
Protocolo pretende brindar al sector privado un marco de segu- 
ridad jurídica y una elemental armonía internacional de las deci- 
siones judiciales y arbitrales vinculadas a la contratación en el 
ámbito del Tratado. 


Con respecto al ámbito del mismo, se pretende adoptar re- 
glas comunes sobre Jurisdicción Internacional en Materia Con- 
tractual, con el objeto de promover el desarrollo de las relacio- 
nes económicas entre el sector privado de los Estados Parte. 
Se trata de garantizar la previsibilidad y certeza a los operado- 
res económicos. 


Es bueno señalar que en muchos de estos aspectos existe 
una regulación establecida por los Tratados de Montevideo de 
1889 y 1940, pero Brasil no forma parte de ellos y, hasta hace 
algún tiempo, tampoco integraba las conocidas CIDIP, o sea, Con- 
ferencias Interamericanas de Derecho Internacional Privado. 


También corresponde hacer una diferenciación entre este 
Protocolo y el de Brasilia, porque este último contempla las 
controversias que puedan surgir entre los Estados miembros 
del MERCOSUR sobre la interpretación, aplicación o incumpli- 
miento de las normas del Tratado de Asunción. En cambio, 
este Protocolo se va a aplicar a las controversias que puedan 
surgir entre particulares como consecuencia de la actividad co- 
mercial privada. A estas últimas es a las que se refiere el Proto- 
colo que estamos sometiendo a la consideración del Cuerpo. 


Es importante tener en cuenta, además, que al no existir un 
Organo supranacional que resuelva las contiendas entre perso- 
nas privadas, entre otras dudas, surge la referida a quién es el 
Juez al que hay que presentar la demanda, de existir un incum- 
plimiento, que puede ser total o parcial, del contrato internacio- 
nal; este problema es resuelto en el Protocolo. 


Por otra parte, la jurisdicción comprende solamente la mate- 
ria contractual. El Protocolo se aplica a la jurisdicción conten- 
ciosa internacional relativa a los contratos internacionales civi- 
les o comerciales celebrados entre personas físicas o jurídicas, 
cuando se domicilien o tengan sede social en distintos Estados 
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del MERCOSUR o cuando al menos una parte del contrato ten- 
ga dicha conexión. En este último caso se requiere, además, 
que se haya hecho un acuerdo de elección de foro y que exista 
una conexión razonable según el Tratado. 


Resaltando la importancia de contar con soluciones in- 
terregionales comunes que faciliten el desarrollo de las rela- 
ciones económicas de los sectores privados de los miembros 
del MERCOSUR -reitero que este era uno de los compromisos 
asumidos en el Tratado de Asunción- la Comisión de Asuntos 
Internacionales, por unanimidad, recomienda la aprobación de 
este Protocolo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar. 


(Se vota: ) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO.- Apruébase el Protocolo de 
Buenos Aires sobre Jurisdicción Internacional en Mate- 
ria Contractual, aprobado en Buenos Aires, el 6 de abril 
de 1994.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


17) ACTAS Y RESOLUCIONES DE LA UNION POSTAL 
UNIVERSAL EMANADAS DE LOS CONGRESOS XIX, 
XX Y XXI DE DICHA ORGANIZACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueban las Actas y Resoluciones de la Unión Pos- 
tal Universal, emanadas de los Congresos XIX, XX y XXI 
de dicha Organización y que comprenden los Tercero, Cuar- 
to y Quinto Protocolos Adicionales a la Constitución de la 
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Unión Postal Universal, el Reglamento General de la misma 
y las Resoluciones dictadas en los referidos Congresos. 
(Carp. N* 1261/98 - Rep. N* 223/01)” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N' 1261/98 
Rep. N* 223/01 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 15 de junio de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 29 de octubre de 1996, que se adjun- 
ta, por el cual se solicita la aprobación parlamentaria de 
las Actas y Resoluciones de la Unión Postal Universal, 
emanadas de los Congresos XIX, XX y XXI de dicha 
Organización, celebrados en Hamburgo 1984, Washing- 
ton 1989 y Seúl 1994, y que emprenden los Tercero, Cuar- 
to, y Quinto Protocolos Adicionales a la Constitución 
de la Unión Postal Universal, el Reglamento General de 
la misma y las Resoluciones dictadas en los referidos 
Congresos. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción de las mismas. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Hierro López VICEPRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA EN EJERCICIO DE LA PRESI- 
DENCIA, Didier Opertti, Antonio Mercader. 


Montevideo, 15 de junio de 2000. 
PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébanse las Actas y Resolu- 
ciones de la Unión Postal Universal, emanadas de los 
Congresos XIX, XX y XXI de dicha Organización, cele- 
brados en Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 1994, 
y que comprenden los Tercero, Cuarto y Quinto Proto- 
colos Adicionales a la Constitución de la Unión Postal 
Universal, el Reglamento General de la Misma y las Re- 
soluciones dictadas en los referidos Congresos. 


Didier Opertti, Antonio Mercader. 
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Montevideo, 29 de octubre de 1996. 


Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueban las Actas y 
Resoluciones de la Unión Postal Universal, emanadas 
de los Congresos XIX, XX y XXI de dicha Organiza- 
ción, celebrados en Hamburgo 1984, Washington 1989 y 
Seúl 1994, y que comprenden los Tercero, Cuarto y Quin- 
to Protocolos Adicionales a la Constitución de la Unión 
Postal Universal, el Reglamento General de la misma y 
las Resoluciones dictadas en los referidos Congresos. 


Dichos documentos, como es tradicional en la Unión, 
tienden a profundizar y mejorar los adoptados en ante- 
riores Congresos, ajustando así la actividad de la Orga- 
nización a los cambios políticos, económicos y tecnoló- 
gicos que pautan el campo de acción alcanzado por la 
misma. 


ANTECEDENTES 


Con la firma del Tratado de Berna, el 15 de setiembre 
de 1874, se consagró el primer Convenio colectivo para 
reglamentar el servicio postal internacional y se fundó 
la “Unión General de Correos” que entró en vigor el 1* 
de julio de 1875. Tres años más tarde, ante las numero- 
sas adhesiones producidas desde la entrada en vigor 
del Tratado de Berna, la Unión General de Correos tomó 
la denominación de Unión Postal Universal. 


Las reglas fundamentales introducidas por el Conve- 
nio de Berna de 1874, tal como figuran todavía hoy en la 
constitución de la Unión Postal Universal firmada en 
Viena en 1964 y en los sucesivos Convenios son los 
siguientes: 


1) formar un solo territorio postal entre todos los 
países miembros para el intercambio recíproco de en- 
víos por correspondencia; 


2) garantizar, dentro del territorio de la Unión, la li- 
bertad de tránsito; 


3) uniformar las tasas de cobro a cada país por los 
envíos de correspondencia destinados al conjunto del 
territorio de la Unión. Este principio, sin embargo, ya no 
se aplica con el mismo rigor del comienzo, debido a la 
facultad que tienen las Administraciones de aumentar o 
reducir las tasas básicas; 


4) en lo referente a los envíos de correspondencia 
crear un procedimiento de arbitraje para solucionar los 
conflictos entre Administraciones; 
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5) crear con el nombre de Oficina Internacional, una 
oficina central, cuyos gastos corran por cuenta de to- 
dos los países; 


6) reunir periódicamente un Congreso de Plenipoten- 
ciarios de los países Miembros para revisar las Actas de 
la Unión y debatir los problemas comunes. 


LAS ACTAS DE LA UNION 


Según los términos de una Resolución del Congreso 
de Ottawa, se habían impartido a la Comisión Ejecutiva 
y de Enlace (CEL), directrices precisas para que exami- 
nara una redefinición de la estructura general del Con- 
venio y para que estudiara un procedimiento más simple 
y más rápido que la ratificación tradicional para poner 
en vigor las disposiciones de orden técnico. 


Con la ayuda de varios países no miembros de la 
Comisión de la de una Subcomisión creada especialmen- 
te para ese objeto, la CEL sometió al congreso de Viena 
un proyecto que propiciaba la división del Convenio y 
de su Reglamento de Ejecución en cuatro Actas distin- 
tas. El Congreso de Viena aprobó por gran mayoría esta 
división. 


La constitución de la Unión Postal Universal es el 
Acta fundamental que contiene las reglas orgánicas de 
la Unión. Es un acta que debe ser ratificada por la auto- 
ridad competente de cada país miembro, y tiene la carac- 
terística de que no debe ser renovada por cada Congre- 
so. Las eventuales modificaciones sólo pueden ser rea- 
lizadas en un congreso y se consignan en un Protocolo 
Adicional. 


Las disposiciones que determinan la aplicación de la 
Constitución y el funcionamiento de la Unión son obje- 
to de un Reglamento General de la Unión. 


Las reglas comunes aplicables al servicio postal in- 
ternacional y a las disposiciones relativas a los servi- 
cios de correspondencia se incluyen en el Convenio Pos- 
tal y su Reglamento de ejecución. 


Estas tres últimas Actas son obligatorias para todos 
los países miembros. 


Las otras ramas del servicio postal internacional dis- 
tintas a las de correspondencia se rigen por Acuerdos 
específicos y sus Reglamentos de Ejecución, siendo obli- 
gatorios solamente para los países participantes de es- 
tos Acuerdos. 


Las enmiendas a la Constitución de la UPU, al Regla- 
mento General y a los diferentes Acuerdos específicos 
aprobadas en los Congresos de Tokio 1969, Lausanne 
1974, Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 1994, 
están recogidas en la publicación adjunta, “Documen- 
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tos del XXler Congreso de la Unión Postal Universal”, 
Seúl, 1994. 


Importa destacar en el Capítulo III de la Constitu- 
ción, la creación de un Consejo de Administración com- 
puesto por mayor número de miembros y con mayores 
atribuciones a las del Consejo Ejecutivo, al cual sustitu- 
ye, así como la creación del Consejo de Explotación Pos- 
tal encargado de los asuntos comerciales, técnicos, eco- 
nómicos y de desarrollo que interesan al servicio postal. 


En cuanto a la adhesión y al retiro de miembros de la 
Unión, se establece que las comunicaciones se harán 
directamente al Director General de la Oficina Interna- 
cional y no ya al Gobierno de la Confederación Suiza. 


En el Congreso de Seúl se incluyen en el Convenio 
normas sobre nuevos temas como lo son el Correo Elec- 
trónico y las Conexiones Telemáticas. Se dispone que 
las Administraciones Postales podrán acordar entre ellas 
la participación en los servicios de correo electrónico y 
se regula, en ese sentido, la forma de remisión de los 
mensajes y las tarifas a fijar. Asimismo dichas Adminis- 
traciones podrán acordar el establecimiento de conexio- 
nes telemáticas, con amplia libertad para elegir los pro- 
veedores y los equipos técnicos destinados a la realiza- 
ción del intercambio de datos. 


Dado que tradicionalmente nuestro país ha tenido 
una activa participación en los trabajos desarrollados 
por la Unión Postal Universal, y a efectos de que las 
últimas normas adoptadas por la organización puedan 
entrar en vigor para la República, se solicita la corres- 
pondiente aprobación del Poder Legislativo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Hugo Batalla VICEPRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA EN EJERCICIO DE LA PRESIDEN- 
CIA, Didier Opertti, Samuel Lichtensztejn, 
Carlos Pérez del Castillo. 


Montevideo, 29 de octubre de 1996. 
PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébanse las Actas y Resolu- 
ciones de la Unión Postal Universal, emanadas de los 
Congresos XIX, XX y XXI de dicha Organización, cele- 
brados en Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 1994, 
y que comprenden los Tercero, Cuarto y Quinto Proto- 
colos Adicionales a la Constitución de la Unión Postal 
Universal, el Reglamento General de la misma y las Re- 
soluciones dictadas en los referidos Congresos. 


Didier Opertti, Samuel Lichtensztejn. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha reiterado el Mensaje por el 
que solicita la ratificación parlamentaria de las Actas y 
Resoluciones de la Unión Postal Universal aprobadas 
en los Congresos XIX, XX y XXI que se celebraron en 
Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 1994 respec- 
tivamente, y que comprenden los Protocolos Adicio- 
nales Tercero, Cuarto y Quinto a la Constitución de 
dicha Organización, su Reglamento General y las Reso- 
luciones dictadas en los referidos Congresos. Como lo 
señala el Poder Ejecutivo en su Mensaje original la 
Unión Postal Universal, que se rige por el Tratado de 
Viena de 1964 y los sucesivos protocolos adicionales, 
responde a los siguientes objetivos principales: formar 
entre todos los países miembros un solo territorio pos- 
tal para el intercambio recíproco de envíos por corres- 
pondencia; garantizar la libertad de tránsito dentro del 
territorio abarcado por la organización; uniformizar las 
tasas de envíos por correspondencia, dentro de lo po- 
sible (regla ésta de aplicación muy relativa); crear pro- 
cedimientos de arbitraje ante conflictos que puedan sus- 
citarse entre las Administraciones. 


En el mismo Mensaje el Poder Ejecutivo subraya 
que las principales enmiendas introducidas en los pro- 
tocolos adicionales, actas y resoluciones cuya aproba- 
ción por el Poder Legislativo solicita son: a) la sustitu- 
ción del Consejo Ejecutivo por un Consejo de Admi- 
nistración, compuesto por mayor número de miembros 
y con mayores atribuciones (Capítulo II), que viene a 
ser el órgano ejecutivo de la Unión que asegura la con- 
tinuidad de sus trabajos entre dos congresos; b) la 
creación del Consejo de Explotación Postal (idem Capí- 
tulo II), con cometidos especiales en asuntos técni- 
cos, económicos, comerciales y de desarrollo, referi- 
dos a los servicios postales; c) la inclusión de nuevos 
temas tales como el correo electrónico y las conexio- 
nes telemáticas, y d) las adhesiones, los depósitos de 
los instrumentos de ratificación o los retiros como miem- 
bro se harán directamente ante el Director General de 
la Oficina Internacional con sede en Berna y no, como 
antes, ante el gobierno de la Confederación Suiza. 


Nuestro país ha tenido y mantiene una activa parti- 
cipación en los trabajos de la Unión Postal Universal. 
Ello hace aconsejable la aprobación del adjunto pro- 
yecto de ley, que tiende a ampliar, mejorar y moderni- 
zar su funcionamiento. Es, pues, en ese sentido que 
vuestra Comisión aconseja la aprobación del adjunto 
proyecto de ley que, bueno es consignarlo, fue infor- 
mado por unanimidad por la Comisión de Asuntos In- 
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ternacionales de la Cámara de Representantes en la Le- 
gislatura pasada. 


Sala de la Comisión, 10 de mayo de 2001. 


Juan Adolfo Singer (Miembro Informante), 
Alberto Couriel, Carlos Garat, Reinaldo Gar- 
gano, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, 
Wilson Sanabria. Senadores. 


TERCER PROTOCOLO ADICIONAL A LA 
CONSTITUCION DELA 
UNION POSTAL UNIVERSAL! 


Los Plenipotenciarios de los Gobiernos de los Países 
miembros de la Unión Postal Universal, reunidos en Con- 
greso en Hamburgo, visto el artículo 30, párrafo 2, de la 
Constitución de la Unión Postal Universal, firmada en 
Viena el 10 de julio de 1964, han adoptado, bajo reserva 
de ratificación, las siguientes modificaciones a dicha 
Constitución. 


Artículo l 
(Artículo 13 modificado) 
Organos de la Unión 


1. Los órganos de la Unión son el Congreso, el Con- 
sejo Ejecutivo, el Consejo Consultivo de Estudios Pos- 
tales y la Oficina Internacional. 


2. Los órganos permanentes de la Unión son el Con- 
sejo Ejecutivo, el Consejo Consultivo de Estudios Pos- 
tales y la Oficina Internacional. 


Artículo II 

Artículo 16 

Conferencias Administrativas 
(Artículo 16 suprimido) 


Artículo III 
Artículo 19 
Comisiones especiales 
(Artículo 19 suprimido) 


Artículo IV 
(Artículo 20 modificado) 
Oficina Internacional 


Una oficina central, que funciona en la sede de la 
Unión, con la denominación de Oficina Internacional de 
la Unión Postal Universal, dirigida por un Director Ge- 
neral y colocada bajo el control del Consejo Ejecutivo, 
sirve de órgano de enlace, información y consulta a las 
Administraciones postales. 


! La Constitución de la Unión Postal Universal fue adopta- 
da por el Congreso de Viena 1964 y figura en el Tomo III de 
los Documentos de dicho Congreso. El Primer Protocolo Adi- 
cional fue adoptado en el Congreso de Tokio 1969 y el Segun- 
do en el Congreso de Lausana 1974. 
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Artículo V 
(Artículo 31 modificado) 


Modificación del Reglamento General, del Convenio 
y de los Acuerdos 


1. El Reglamento General, el Convenio y los Acuer- 
dos establecerán las condiciones a las cuales estará su- 
bordinada la aprobación de las proposiciones que los 
conciernen. 


2. Las Actas mencionadas en el párrafo 1 comenza- 
rán a regir simultáneamente y tendrán la misma dura- 
ción. A partir del día fijado por el Congreso para la en- 
trada en vigor de estas Actas, las Actas correspondien- 
tes del Congreso precedente quedarán derogadas. 


Artículo VI 
Adhesión al Protocolo Adicional y a las demás Ac- 
tas de la Unión 


1. Los Países miembros que no hubieren firmado el 
presente Protocolo podrán adherir al mismo en cualquier 
momento. 


2. Los Países miembros que sean parte en las Actas 
renovadas por el Congreso, pero que no las hubieren 
firmado, deberán adherir a ellas en el más breve plazo 
posible. 


3. Los instrumentos de adhesión relativos a los ca- 
sos indicados en los párrafos 1 y 2 se dirigirán por la vía 
diplomática al Gobierno de la Confederación Suiza, el 
cual notificará ese depósito a los Países miembros. 


Artículo VI 


Entrada en vigor y duración del Protocolo Adicional 
a la Constitución de la Unión Postal Universal 


El presente Protocolo Adicional comenzará a regir el 
1? de enero de 1986 y permanecerá en vigor por tiempo 
indeterminado. 


En fe de lo cual, los Plenipotenciarios de los Go- 
biernos de los Países miembros han redactado el pre- 
sente Protocolo Adicional, que tendrá la misma fuerza 
y el mismo valor que si sus disposiciones estuvieran 
insertas en el texto mismo de la Constitución y firman 
un ejemplar que quedará depositado en los Archivos 
del Gobierno de la Confederación Suiza. El Gobierno 
del País sede del Congreso entregará una copia a cada 
Parte. 


Firmado en Hamburgo, el 27 de julio de 1984. 
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Cuarto Protocolo Adicional a la Constitución de la 
Unión Postal Universal 


Los Plenipotenciarios de los Gobiernos de los Países 
miembros de la Unión Postal Universal, reunidos en Con- 
greso en Washington, visto el artículo 30, párrafo 2, de 
la Constitución de la Unión Postal Universal, firmada en 
Viena el 10 de julio de 1964, han adoptado, bajo reserva 
de ratificación, las siguientes modificaciones a dicha 
Constitución. 


Artículo I 
(Artículo 7 modificado) 
Unión monetaria 


La unidad monetaria utilizada en las Actas de la 
Unión es la unidad de cuenta del Fondo Monetario In- 
ternacional (FMD). 


Artículo II 
(Artículo 11 modificado) 
Adhesión o admisión en la Unión. Procedimiento 


1. Cualquier miembro de la Organización de las Na- 
ciones Unidas podrá adherir a la Unión. 


2. Cualquier país soberano no miembro de la Organi- 
zación de las Naciones Unidas podrá solicitar su admi- 
sión en calidad de País miembro de la Unión. 


3. La adhesión o la solicitud de admisión en la Unión 
deberá incluir una declaración formal de adhesión a la 
Constitución y a las Actas obligatorias de la Unión. Esta 
será transmitida por el Gobierno del país interesado al 
Director General de la Oficina Internacional quien, se- 
gún el caso, notificará la adhesión o consultará a los 
Países miembros sobre la solicitud de admisión. 


4. El país no miembro de la Organización de las Na- 
ciones Unidas se considerará como admitido en calidad 
de País miembro si su solicitud fuere aprobada por los 
dos tercios, por lo menos, de los Países miembros de la 
Unión. Los Países miembros que no hubieren contesta- 
do en el plazo de cuatro meses se considerarán como si 
se abstuvieran. 


5. La adhesión o la admisión en calidad de miembro 
será notificada por el Director General de la Oficina In- 
ternacional a los Gobiernos de los Países miembros. Será 
efectiva a partir de la fecha de esta notificación. 


Artículo II 
(Artículo 12 modificado) 
Retiro de la Unión. Procedimiento 


1. Cada País miembro tendrá la facultad de retirarse 
de la Unión mediante denuncia de la Constitución for- 
mulada por el Gobierno del país interesado al Director 
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General de la Oficina Internacional y por éste a los Go- 
biernos de los Países miembros. 


2. El retiro de la Unión se hará efectivo al vencer el 
plazo de un año a contar del día en que el Director Ge- 
neral de la Oficina Internacional reciba la denuncia men- 
cionada en el párrafo 1. 


Artículo IV 

(Artículo 21 modificado) 

Gastos de la Unión. Contribuciones de los Países 
miembros 


1. Cada Congreso fijará el importe máximo que po- 
drán alcanzar: 


a) anualmente los gastos de la Unión; 


b) los gastos correspondientes a la reunión del Con- 
greso siguiente. 


2. Si las circunstancias lo exigen, podrá superarse el 
importe máximo de los gastos previstos en el párrafo 1, 
siempre que se observen las disposiciones del Regla- 
mento General relativas a los mismos. 


3. Los gastos de la Unión, incluyendo eventualmen- 
te los gastos indicados en el párrafo 2, serán sufraga- 
dos en común por los Países miembros de la Unión. Con 
este fin, cada País miembro elegirá la categoría de con- 
tribución en la que desea ser incluido. Las categorías de 
contribución están determinadas por el Reglamento Ge- 
neral. 


4. En caso de adhesión o admisión en la Unión en 
virtud del artículo 11, el país interesado elegirá libremen- 
te la categoría de contribución en la cual él desee ser 
incluido desde el punto de vista del reparto de los gas- 
tos de la Unión. 


Artículo V 
(Artículo 22 modificado) 
Actas de la Unión 


1. La Constitución es el Acta fundamental de la Unión. 
Contiene las reglas orgánicas de la Unión. 


2. El Reglamento General incluye las disposiciones 
que aseguran la aplicación de la Constitución y el fun- 
cionamiento de la Unión. Será obligatorio para todos los 
Países miembros. 


3. El Convenio Postal Universal y su Reglamento de 
Ejecución incluyen las reglas comunes aplicables al ser- 
vicio postal internacional y las disposiciones relativas a 
los servicios de correspondencia. Estas Actas serán obli- 
gatorias para todos los Países miembros. 
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4. Los Acuerdos de la Unión y sus Reglamentos de 
Ejecución regulan los servicios distintos de los de co- 
rrespondencia, entre los Países miembros que sean par- 
te en los mismos. Ellos no serán obligatorios sino para 
estos países. 


5. Los Reglamentos de Ejecución, que contienen las 
medidas de aplicación necesarias para la ejecución del 
Convenio y los Acuerdos, serán adoptados por el Con- 
sejo Ejecutivo, habida cuenta de las decisiones adopta- 
das por el Congreso. 


6. Los Protocolos Finales eventuales anexados a las 
Actas de la Unión indicadas en los párrafos 3, 4 y 5 
contienen las reservas a dichas Actas. 


Artículo VI 

(Artículo 23 modificado) 

Aplicación de las Actas de la Unión a los territorios 
cuyas relaciones internacionales estén a cargo de un 
País miembro 


1. Cualquier país podrá declarar en cualquier momen- 
to que su aceptación de las Actas de la Unión incluye 
todos los Territorios cuyas relaciones internacionales 
estén a su cargo, o algunos de ellos solamente. 


2. La declaración indicada en el párrafo 1 deberá ser 
dirigida al Director General de la Oficina Internacional. 


3. Cualquier País miembro podrá, en cualquier mo- 
mento, dirigir al Director General de la Oficina Interna- 
cional una notificación denunciando la aplicación de las 
Actas de la Unión respecto a las cuales formuló la de- 
claración indicada en el párrafo 1. Esta notificación pro- 
ducirá sus efectos un año después de la fecha de su 
recepción por el Director General de la Oficina Interna- 
cional. 


4. Las declaraciones y notificaciones determinadas 
en los párrafos 1 y 3 serán comunicadas a los Países 
miembros por el Director General de la Oficina Interna- 
cional. 


5. Los párrafos 1 a 4 no se aplicarán a los Territorios 
que posean la calidad de miembro de la Unión y cuyas 
relaciones internacionales se encuentren a cargo de un 
País miembro. 


Artículo VII 
(Artículo 25 modificado) 


Firma, autenticación, ratificación y otras modalida- 
des de aprobación de las Actas de la Unión. 


1. Las Actas de la Unión emitidas por el Congreso 
serán firmadas por los plenipotenciarios de los Países 
miembros. 
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2. Los Reglamentos de Ejecución serán autenticados 
por el Presidente y por el Secretario General del Consejo 
Ejecutivo. 


3. Los países signatarios ratificarán la Constitución 
lo antes posible. 


4. La aprobación de las Actas de la Unión, excepto la 
Constitución, se regirá por las normas constitucionales 
de cada país signatario. 


5. En caso de que un país no ratificare la Constitu- 
ción o no aprobare las otras Actas firmadas por él, la 
Constitución y las otras Actas no perderán por ello vali- 
dez para los países que las hubieren ratificado o aproba- 
do. 


Artículo VI 
(Artículo 26 modificado) 


Notificación de las ratificaciones y de otras modali- 
dades de aprobación de las Actas de la Unión 


Los instrumentos de ratificación de la Constitución, 
de los Protocolos Adicionales a la misma y, eventual- 
mente, de aprobación de las demás Actas de la Unión se 
depositarán a la brevedad posible ante el Director Gene- 
ral de la Oficina Internacional, quien notificará dichos 
depósitos a los Gobiernos de los Países miembros. 


Artículo IX 
Notificación de la adhesión a los Protocolos Adicio- 
nales a la Constitución de la Unión Postal Universal 


A partir de la entrada en vigor de las Actas del Con- 
greso de Washington 1989, los instrumentos de adhe- 
sión al Protocolo Adicional de Tokio 1969, al segundo 
Protocolo Adicional de Lausana 1974 y al tercer Proto- 
colo Adicional de Hamburgo 1984 deberán dirigirse al 
Director General de la Oficina Internacional. Este notifi- 
cará dicho depósito a los Gobiernos de los Países miem- 
bros. 


Artículo X 
Adhesión al Protocolo Adicional y a las demás Ac- 
tas de la Unión 


1. Los Países miembros que no hubieren firmado el 
presente Protocolo podrán adherir al mismo en cualquier 
momento. 


2. Los Países miembros que sean parte en las Actas 
renovadas por el Congreso, pero que no las hubieren 
firmado, deberán adherir a ellas en el más breve plazo 
posible. 


3. Los instrumentos de adhesión relativos a los ca- 
sos indicados en los párrafos 1 y 2 se dirigirán al Direc- 
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tor General de la Oficina Internacional. Este notificará 
dicho depósito a los Gobiernos de los Países miembros. 


Artículo XI 
Entrada en vigor y duración del Protocolo Adicional 
a la Constitución de la Unión Postal Universal 


El presente Protocolo Adicional comenzará a regir el 
1? de enero de 1991 y permanecerá en vigor por tiempo 
indeterminado. 


En fe de lo cual, los Plenipotenciarios de los Gobier- 
nos de los Países miembros han redactado el presente 
Protocolo Adicional, que tendrá la misma fuerza y el mis- 
mo valor que si sus disposiciones estuvieran insertas 
en el texto mismo de la Constitución y lo firman en un 
ejemplar que quedará depositado ante el Director Gene- 
ral de la Oficina Internacional. El Gobierno del País sede 
del Congreso entregará una copia a cada Parte. 


Firmado en Washington el 14 de diciembre de 1989. 


Quinto Protocolo Adicional a la Constitución de la 
Unión Postal Universal 


Los Plenipotenciarios de los Gobiernos de los Países 
miembros de la Unión Postal Universal, reunidos en Con- 
greso en Seúl, visto el artículo 30, párrafo 2, de la Cons- 
titución de la Unión Postal Universal, firmada en Viena 
el 10 de julio de 1964, han adoptado, bajo reserva de 
ratificación, las siguientes modificaciones a dicha Cons- 
titución. 


Artículo I 
(Artículo 8 modificado) 
Uniones restringidas. Acuerdos especiales 


1. Los Países miembros, o sus Administraciones 
postales, cuando la legislación de estos países no se 
opongan a ello, podrán establecer Uniones restringi- 
das y adoptar Acuerdos especiales relativos al servi- 
cio postal internacional, con la condición, no obstante, 
de no introducir en ellos disposiciones menos favora- 
bles para el público que las que ya figuren en las Ac- 
tas en las cuales sean parte los Países miembros inte- 
resados. 


2. Las Uniones restringidas podrán enviar observa- 
dores a los Congresos, Conferencias y reuniones de la 
Unión, al Consejo de Administración, así como al Con- 
sejo de Explotación Postal. 


3. La Unión podrá enviar observadores a los Con- 
gresos, Conferencias y reuniones de las Uniones res- 
tringidas. 
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Artículo II 
(Artículo 13 modificado) 
Organos de la Unión 


1. Los órganos de la Unión son el Congreso, el Con- 
sejo de Administración, el Consejo de Explotación Pos- 
tal y la Oficina Internacional. 


2. Los órganos permanentes de la Unión son el Con- 
sejo de Administración, el Consejo de Explotación Pos- 
tal y la Oficina Internacional. 


Artículo IM 
(Artículo 17 modificado) 
Consejo de Administración 


1. Entre dos Congresos, el Consejo de Administra- 
ción (CA) asegurará la continuidad de los trabajos de la 
Unión, conforme a las disposiciones de las Actas de la 
Unión. 


2. Los miembros del Consejo de Administración ejer- 
cerán sus funciones en nombre y en el interés de la 
Unión. 


Artículo IV 
(Artículo 18 modificado) 
Consejo de Explotación Postal 


El Consejo de Explotación Postal (CEP) tendrá a su 
cargo las cuestiones de explotación, comerciales, técni- 
cas y económicas que interesen al servicio postal. 


Artículo V 
(Artículo 20 modificado) 
Oficina Internacional 


Una oficina central, que funciona en la sede de la 
Unión, con la denominación de Oficina Internacional de 
la Unión Postal Universal, dirigida por un Director Ge- 
neral y colocada bajo el control del Consejo de Admi- 
nistración, sirve de órgano de ejecución, apoyo, enlace, 
información y consulta. 


Artículo VI 
(Artículo 22 modificado) 
Actas de la Unión 


1. La Constitución es el Acta fundamental de la Unión. 
Contiene las reglas orgánicas de la Unión. 


2. El Reglamento General incluye las disposiciones 
que aseguran la aplicación de la Constitución y el fun- 
cionamiento de la Unión. Será obligatorio para todos los 
Países miembros. 


3. El Convenio Postal Universal y su Reglamento de 
Ejecución incluyen las reglas comunes aplicables al ser- 
vicio postal internacional y las disposiciones relativas a 
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los servicios de correspondencia. Estas Actas serán obli- 
gatorias para todos los Países miembros. 


4. Los Acuerdos de la Unión y sus Reglamentos de 
Ejecución regulan los servicios distintos de los de co- 
rrespondencia entre los Países miembros que sean Parte 
en los mismos. Ellos no serán obligatorios sino para es- 
tos países. 


5. Los Reglamentos de Ejecución, que contienen las 
medidas de aplicación necesarias para la ejecución del 
Convenio y los Acuerdos, serán adoptados por el Con- 
sejo de Explotación Postal, habida cuenta de las deci- 
siones adoptadas por el Congreso. 


6. Los Protocolos Finales eventuales anexados a las 
Actas de la Unión indicadas en los párrafos 3, 4 y 5 
contienen las reservas a dichas Actas. 


Artículo VII 
(Artículo 25 modificado) 


Firma, autenticación, ratificación y otras modalida- 
des de aprobación de las Actas de la Unión 


1. Las Actas de la Unión emitidas por el Congreso 
serán firmadas por los Plenipotenciarios de los Países 
miembros. 


2. Los Reglamentos de Ejecución serán autenticados 
por el Presidente y por el Secretario General del Consejo 
de Explotación Postal. 


3. Los países signatarios ratificarán la Constitución 
lo antes posible. 


4. La aprobación de las Actas de la Unión, excepto la 
Constitución, se regirá por las normas constitucionales 
de cada país signatario. 


5. En caso de que un país no ratificare la Constitu- 
ción O no aprobare las otras Actas firmadas por él, la 
Constitución y las otras Actas no perderán por ello vali- 
dez para los países que las hubieran ratificado o aproba- 
do. 


Artículo VHI 
Adhesión al Protocolo Adicional y a las demás Ac- 
tas de la Unión 


1. Los Países miembros que no hubieren firmado el 
presente Protocolo podrán adherir al mismo en cualquier 
momento. 


2. Los Países miembros que sean parte en las Actas 
renovadas por el Congreso, pero que no las hubieren 
firmado, deberán adherir a ellas en el más breve plazo 
posible. 
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3. Los instrumentos de adhesión relativos a los ca- 
sos indicados en los párrafos 1 y 2 se dirigirán al Direc- 
tor General de la Oficina Internacional. Este notificará de 
dicho depósito a los Gobiernos de los Países miembros. 


Artículo IX 
Entrada en vigor y duración del Protocolo Adicional 
a la Constitución de la Unión Postal Universal 


El presente Protocolo Adicional comenzará a regir el 
1? de enero de 1996 y permanecerá en vigor por tiempo 
indeterminado. 


En fe de lo cual, los Plenipotenciarios de los Gobier- 
nos de los Países miembros han redactado el presente 
Protocolo Adicional, que tendrá la misma fuerza y el mis- 
mo valor que si sus disposiciones estuvieran insertas 
en el texto mismo de la Constitución y lo firman en un 
ejemplar que quedará depositado ante el Director Gene- 
ral de la Oficina Internacional. El Gobierno del país sede 
del Congreso entregará una copia a cada Parte. 


Firmado en Seúl el 14 de setiembre de 1994.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Sin- 
ger. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: la Comisión de Asun- 
tos Internacionales sugiere al Cuerpo la aprobación de estas 
Actas y Resoluciones adoptadas en los Congresos de la Unión 
Postal Universal, realizados en Hamburgo en 1984, en Was- 
hington en 1989 y en Seúl en 1994, que incluyen los Protocolos 
Adicionales Tercero, Cuarto y Quinto a la Constitución de esta 
organización internacional, que se adjuntan al informe que ha 
sido repartido. 


Sintéticamente, quiero decir que una de las modificaciones 
que estos Protocolos han introducido al Acta Constitutiva de 
la Unión Postal Universal -lo que vendría a ser el Estatuto Ge- 
neral- es la sustitución del Consejo Ejecutivo por un Consejo 
de Administración, que en este caso va a estar compuesto por 
un mayor número de miembros, que contarán con más atribu- 
ciones. Este Consejo de Administración viene a ser el órgano 
ejecutivo de la Unión Postal Universal que asegura la continui- 
dad de su actividad entre dos Congresos. 


Otra de las modificaciones es la creación del Consejo de 
Explotación Postal -comprendido en el Capítulo III- con cometi- 
dos especiales en asuntos técnicos, económicos, comerciales y 
de desarrollo. 


También se incluyen nuevos temas, tales como el correo 
electrónico y las conexiones telemáticas. 
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Finalmente, se establece una modificación de procedimien- 
to -que no deja de tener su importancia- referida a las adhesio- 
nes, los depósitos de instrumentos de ratificación o los retiros 
de miembros, que ahora se van a efectuar directamente ante el 
Director General de la Oficina Internacional -cuya sede es en 
Berna, Suiza- y no como hasta ahora, ante el Gobierno de la 
Confederación Suiza. 


Desde hace muchas décadas, nuestro país ha sido miembro 
activo de la Unión Postal Universal y tiene una participación 
continuada en sus trabajos. Esta es la razón por la que el Poder 
Ejecutivo en su Mensaje, reiterado en este nuevo Período, ha 
solicitado la ratificación parlamentaria de estas Actas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar. 


(Se vota: ) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO.- Apruébanse las Actas y Re- 
soluciones de la Unión Postal Universal, emanadas de 
los Congresos XIX, XX y XXI de dicha Organización, 
celebrados en Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 
1994, y que comprenden los Tercero, Cuarto y Quinto 
Protocolos Adicionales a la Constitución de la Unión 
Postal Universal, el Reglamento General de la Misma y 
las Resoluciones dictadas en los referidos Congresos.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


18) CONVENCION INTERNACIONAL CONTRA LA TOMA 
DE REHENES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en cuarto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba la Convención Internacional contra la Toma 
de Rehenes, adoptada por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas. (Carp. N* 1372/99 - Rep. N* 224/01)” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1372/99 
Rep. N* 224/01 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de 

Economía y Finanzas 
Ministerio de 
Defensa Nacional 
Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 


Montevideo, 11 de julio de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 20 de abril de 1999 que se adjunta, 
por el cual se solicita la aprobación parlamentaria de la 
Convención Internacional Contra la Toma de Rehenes, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Uni- 
das, el 18 de diciembre de 1979. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción de la misma. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Guillermo Stir- 
ling, Alberto Bensión, Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, Sergio Abreu, Al- 
varo Alonso Tellechea, Alfonso Varela, Gon- 
zalo González, Carlos Cat, Luis Fraschini. 


15 de Mayo de 2001 


15 de Mayo de 2001 


Montevideo, 11 de julio de 2000. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Interna- 
cional Contra la Toma de Rehenes, adoptada por la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre 
de 1979. 


Didier Opertti, Guillermo Stirling, Alberto 
Bensión, Luis Brezzo, Antonio Mercader, 
Lucio Cáceres, Sergio Abreu, Alvaro Alonso 
Tellechea, Alfonso Varela, Gonzalo Gonzá- 
lez, Carlos Cat, Luis Fraschini. 


Montevideo, 20 de abril de 1999. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo 168 numeral 20 y 
el artículo 85 numeral 7 de la Constitución Nacional, el 
adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba la Con- 
vención Internacional Contra la Toma de Rehenes, adop- 
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 
día 18 de diciembre de 1979. 


Siguiendo la línea adoptada en el marco de la Orga- 
nización, de establecer convenciones o tratados sobre 
aquellos temas íntimamente relacionados con el terroris- 
mo, y de impulsar a los Estados Miembros a apoyar los 
instrumentos convencionales de este tipo, es que la men- 
cionada Organización ha reiterado el llamado a todos 
los Estados que aún no lo han hecho a que consideren 
la posibilidad de pasar a formar parte en las Convencio- 
nes internacionales vigentes relativas a la lucha contra 
los diversos aspectos del terrorismo internacional. 


A tales efectos, la Convención Internacional Contra 
la Toma de Rehenes reconoce en su preámbulo el dere- 
cho de todo individuo a la vida, a la libertad y a la segu- 
ridad de su persona, y el delito que la toma de rehenes 
significa. 


Asimismo, el Preámbulo de la mencionada Conven- 
ción contundentemente determina que toda persona que 
cometa el delito de toma de rehenes, deberá ser someti- 
da a juicio o sujeta a extradición, al tiempo que urge a 
los Estados a fomentar la cooperación internacional con 
el objetivo de elaborar y adoptar eficaces medidas para 
prevenir, enjuiciar y castigar estos actos como forma de 
manifestación del terrorismo internacional. 


El artículo 1” establece que aquella persona que se 
apodere de otra y amenace con matarla, herirla o mante- 
nerla detenida con el objeto de obligar a un tercero (Es- 
tado, organización, persona, etc.) a una acción u omi- 
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sión como condición para la liberación del rehén, come- 
te el delito de toma de rehenes. 


Es importante destacar que la Convención califica la 
toma de rehenes como delito común y no político y es- 
tablece que el responsable deberá ser sometido a las 
autoridades competentes a los efectos de su enjuicia- 
miento, al tiempo que estipula que la pena deberá tener 
el carácter de delito grave de acuerdo con la legislación 
interna del Estado (artículos 2* y 8%). 


Se prevé, asimismo, la cooperación internacional para 
prevenir este tipo de delitos, a través de medidas tales 
como la prohibición del ejercicio de actividades ilegales 
de personas, grupos u organizaciones que alienten o 
cometan actos de toma de rehenes, así como a través 
del intercambio de información al respecto (artículo 49). 


El artículo 14 de la Convención establece que las 
disposiciones en ella contenidas, no se interpretarán en 
el sentido de justificar la violación de la integridad terri- 
torial de los Estados ni tampoco de aceptar la violación 
a la independencia política de los mismos. En el mismo 
sentido, el artículo 13 estipula que en caso de que el 
delito haya sido cometido dentro de un solo Estado, el 
rehén y el delincuente sean nacionales de ese Estado y 
el delincuente se encuentre en el territorio de ese mismo 
Estado, la Convención no será aplicable. 


Vale la pena recordar que uno de los principios de la 
política exterior de la República ha sido la condena a 
todas las formas de violencia y terrorismo, censurando 
los actos de toma de rehenes que, lamentablemente, ha 
sido uno de los instrumentos que en las últimas déca- 
das varios grupos organizados han utilizado como for- 
ma de presión para el logro de sus objetivos. 


Finalmente, al considerar que la presente Conven- 
ción contempla los principios del Derecho Internacio- 
nal, ampliamente respetados por la República, el Poder 
Ejecutivo espera que el presente proyecto de ley sea 
acogido favorablemente por ese Cuerpo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DELA 
REPUBLICA, Yamandú Fau, Roberto Rodrí- 
guez Pioli, Luis Hierro López, Raúl Iturria, 
Julio Herrera, Juan Chiruchi, Lucio Cáce- 
res, Analia Piñeyrúa, Benito Stern, Ignacio 
Zorrila, Juan Moreira, Raúl Bustos. 


Montevideo, 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Interna- 
cional Contra la Toma de Rehenes, adoptada por la Asam- 
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34-C.S. 


blea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre 
de 1979, 


Yamandú Fau, Roberto Rodríguez Pioli, Luis 
Hierro López, Raúl Iturria, Julio Herrera, 
Juan Chiruchi, Lucio Cáceres, Analia Piñe- 
yrúa, Benito Stern, Ignacio Zorrila, Juan 
Moreira, Raúl Bustos. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El presente Mensaje del Poder Ejecutivo de fecha 11 
de julio de 2000, que reitera el oportunamente remitido a 
la Asamblea General el 20 de abril de 1999, solicita la 
aprobación parlamentaria de la Convención Internacio- 
nal Contra la Toma de Rehenes, adoptada por la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas, el día 18 de di- 
ciembre de 1979. 


Esta Convención se enmarca en el esfuerzo normati- 
vo desplegado por las Naciones Unidas procurando un 
eficaz y coordinado accionar contra los diversos aspec- 
tos del terrorismo internacional. 


En su preámbulo reconoce el derecho de todo indivi- 
duo a la vida, a la libertad y a la seguridad de su perso- 
na, y el delito que la toma de rehenes significa, al tiempo 
que incita a los Estados a fomentar la cooperación inter- 
nacional con el objetivo de elaborar y adoptar eficaces 
medidas para prevenir, enjuiciar y castigar estos actos 
como forma de manifestación del terrorismo internacional. 


El artículo 1 establece que aquella persona que se 
apodere de otra y amenace con matarla, herirla, o mante- 
nerla detenida con el objeto de obligar a un tercero (Es- 
tado, organización, persona, etc.) a una acción u omi- 
sión, como condición para la liberación del rehén, come- 
te el delito de toma de rehenes. 


Es importante destacar que la Convención califica la 
toma de rehenes como delito común y no político y es- 
tablece que el responsable deberá ser sometido a las 
autoridades competentes a los efectos de su enjuicia- 
miento, al tiempo que estipula que la pena deberá tener 
el carácter de delito grave de acuerdo con la legislación 
interna del Estado (artículos 2 y 8). 


El artículo 4 prevé la cooperación internacional para 
prevenir este tipo de delitos, a través de medidas tales 
como la prohibición del ejercicio de actividades ilegales 
de personas, grupos u organización que alienten o co- 
metan actos de tomas de rehenes, así como a través del 
intercambio de información al respecto. 
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El artículo 9 establece las hipótesis en las cuales la 
extradición no procede a: que la solicitud de extradición 
se ha hecho con el fin de perseguir o castigar a una 
persona por causa de su raza, religión, nacionalidad, ori- 
gen étnico u opinión política; o que la posición de esa 
persona puede verse perjudicada por alguna de las ra- 
zones antes mencionadas del presente párrafo o porque 
las autoridades competentes del Estado que esté facul- 
tado para ejercer derechos de protección no pueden co- 
municarse con ella. 


El artículo 10 preceptúa el compromiso de los Esta- 
dos Partes a incluir los delitos de Toma de Rehenes 
como caso de extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre sí en el futuro. 


Se establece, asimismo, que en el caso de no existir 
tratado con el Estado requirente, el Estado requerido, 
podrá discrecionalmente considerar la presente Conven- 
ción como la base jurídica necesaria para la extradición 
de los delitos en ella indicados. 


El artículo 11 establece que los Estados Partes de- 
ben prestarse la mayor ayuda posible en relación con 
todo proceso penal respecto de los delitos previstos en 
la Convención incluso el suministro de todas las prue- 
bas necesarias para el proceso que obren en su poder. 


El artículo 12 señala que la Convención no se aplica- 
rá a un acto de toma de rehenes cometido durante con- 
flictos armados tal como está definido en los Convenios 
de Ginebra de 1949 y en sus Protocolos, en particular 
los conflictos armados mencionados en el párrafo 4 del 
artículo 1 del Protocolo adicional de 1977, en que los 
pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocu- 
pación extranjera y contra los regímenes racistas en el 
ejercicio de su derecho a la libre determinación, consa- 
grado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Decla- 
ración sobre los principios de derecho internacional re- 
ferentes a las relaciones de amistad y a la cooperación 
entre los Estados de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas. 


El artículo 13 consagra otra excepción a la aplicación 
de la Convención, de estricto sentido común: el caso de 
que el delito haya sido cometido dentro de un solo Es- 
tado, el rehén y el presunto delincuente sean nacionales 
de dicho Estado y el presunto delincuente sea hallado 
en el territorio de ese Estado. 


En consecuencia, el artículo 14 señala que las dispo- 
siciones contenidas en la Convención, no se interpreta- 
rán en el sentido de justificar la violación de la integri- 
dad territorial de los Estados ni tampoco de aceptar la 
violación a la independencia política de los mismos. 


Se recomienda la aprobación de la presente Conven- 
ción, dado que contempla los principios del Derecho 
Internacional y también los de nuestra República, que 
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siempre ha condenado todas las formas de violencia y 
terrorismo, censurando los actos de toma de rehenes 
que, lamentablemente, ha sido uno de los instrumentos 
que en las últimas décadas varios grupos organizados 
han utilizado como forma de presión para el logro de 
sus objetivos. 


Sala de la Comisión, 10 de mayo de 2001. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alberto 
Couriel, Carlos Garat, Reinaldo Gargano, 
Carlos Julio Pereyra, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


CONVENCION INTERNACIONAL CONTRA LA 
TOMA DE REHENES 


Los Estados Partes en la presente Convención, 


Teniendo presente los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas relativos al mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de 
las relaciones de amistad y cooperación entre los Esta- 
dos, 


Reconociendo en particular que todo individuo tiene 
derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la 
persona, como se establece en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, 


Reafirmando el principio de la igualdad de derechos 
y de la libre determinación de los pueblos, consagrados 
en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración 
sobre los principios de derecho internacional referentes 
a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los 
Estados de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas y en otras resoluciones pertinentes de la Asam- 
blea General, 


Considerando que la toma de rehenes es un delito 
que preocupa gravemente a la comunidad internacional 
y que, en conformidad con las disposiciones de esta 
Convención, toda persona que cometa dicho delito de- 
berá ser sometida a juicio o sujeta a extradición, 


Convencidos de que existe una necesidad urgente de 
fomentar la cooperación internacional entre los Estados 
con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces para la 
prevención, el enjuiciamiento y el castigo de todos los 
actos de toma de rehenes como manifestaciones del te- 
rrorismo internacional, 


Han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1 


1. Toda persona que se apodere de otra (que en ade- 
lante se denominará “el rehén”) o la detenga, y amenace 
con materia, herirla o mantenerla detenida a fin de obli- 
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gar a un tercero, a saber, un Estado, una organización 
internacional intergubernamental, una persona natural o 
jurídica o un grupo de personas, a una acción u omisión 
como condición explícita o implícita para la liberación 
del rehén, comete el delito de toma de rehenes en el 
sentido de la presente Convención. 


2. Toda persona que 
a) intente cometer un acto de toma de rehenes, o 


b) participe como cómplice de otra persona que co- 
meta o intente cometer un acto de toma de rehenes 


comete igualmente un delito en el sentido de la pre- 
sente Convención. 


Artículo 2 


Cada Estado Parte establecerá, para los delitos pre- 
vistos en el artículo 1, penas adecuadas que tengan en 
cuenta el carácter grave de los mismos. 


Artículo 3 


1. El Estado Parte en cuyo territorio el delincuente 
tenga detenido al rehén adoptará todas las medidas que 
considere apropiadas para aliviar la situación del mismo, 
en particular para asegurar su liberación, y, una vez que 
haya sido liberado, para facilitar, cuando proceda, su 
salida del país. 


2. Si llegare a poder de un Estado Parte cualquiera 
objeto que el delincuente haya obtenido como resultado 
de la toma de rehenes, ese Estado Parte lo devolverá lo 
antes posible al rehén o al tercero mencionado en el 
artículo 1, según proceda, o a sus autoridades compe- 
tentes. 


Artículo 4 


Los Estados Partes cooperarán en la prevención de 
los delitos previstos en el artículo 1, en particular: 


a) adoptando todas las medidas factibles a fin de 
impedir que se prepare en sus respectivos territorios la 
comisión de tales delitos tanto dentro como fuera de 
ellos, en particular medidas para prohibir en los mismos 
las actividades ilegales de personas, grupos u organiza- 
ciones que alienten, instiguen, organicen o cometan ac- 
tos de toma de rehenes; 


b) intercambiando información y coordinando la adop- 
ción de medidas administrativas y de otra índole, según 
proceda, para impedir que se cometan esos delitos. 


Artículo 5 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción sobre los deli- 
tos previstos en el artículo 1 que no cometan: 
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a) en su territorio o a bordo de un barco o de una 
aeronave matriculados en ese Estado; 


b) por sus nacionales, o por personas apátridas que 
residan habitualmente en su territorio, si en este último 
caso, ese Estado lo considera apropiado; 


c) con el fin de obligar a ese Estado a una acción u 
omisión; O 


d) respecto de un rehén que sea nacional de ese 
Estado, si éste último lo considera apropiado. 


2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas 
que sean necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de los delitos previstos en el artículo 1 en el caso 
de que el presunto delincuente se encuentre en su terri- 
torio y dicho Estado no acceda a conceder su extradi- 
ción a ninguno de los Estados mencionados en el párra- 
fo 1 del presente artículo. 


3. La presente Convención no excluye ninguna juris- 
dicción criminal ejercida de conformidad con el derecho 
interno. 


Artículo 6 


1. Si considera que las circunstancias lo justifican, 
todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el pre- 
sunto delincuente procederá, de conformidad con su le- 
gislación, a su detención o tomará otras medidas para 
asegurar su presencia por el período que sea necesario 
a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal 
o de extradición. Ese Estado Parte procederá inmediata- 
mente a una investigación preliminar de los hechos. 


2. La detención y las otras medidas a que se refiere 
el párrafo 1 del presente artículo serán notificadas sin 
demora, directamente o por conducto del Secretario Ge- 
neral de las Naciones Unidas: 


a) al Estado en cuyo territorio se haya cometido el 
delito; 


b) al Estado contra el cual haya sido dirigida o inten- 
tada la coacción; 


c) al Estado del que sea nacional la persona natural 
o jurídica contra la cual haya sido dirigida o intentada la 
coacción; 


d) al Estado del cual sea nacional el rehén o en cuyo 
territorio tenga su residencia habitual; 


e) al Estado del cual sea nacional el presunto delin- 
cuente o, si éste es apátrida, al Estado en cuyo territorio 
tenga su residencia habitual; 


f) a la organización internacional intergubernamental 
contra la cual se haya dirigido o intentado la coacción; 
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g) a todos los demás Estados interesados. 


3. Toda persona respecto de la cual se adopten 
las medidas mencionadas en el párrafo 1 del presente 
artículo tendrá derecho: 


a) a ponerse sin demora en comunicación con el re- 
presentante competente más próximo del Estado del que 
sea nacional o de aquel al que, por otras razones com- 
peta el establecimiento de esa comunicación o, si se tra- 
ta de una persona apátrida, del Estado en cuyo territorio 
tenga su residencia habitual; 


b) a ser visitada por un representante de ese Estado. 


4. Los derechos a que se hace referencia en el párra- 
fo 3 del presente artículo se ejercerán de conformidad 
con las leyes y reglamentaciones del Estado en cuyo 
territorio se encuentre el presunto delincuente, a condi- 
ción, sin embargo, de que esas leyes y reglamentacio- 
nes permitan que se cumplan cabalmente los propósitos 
a que obedecen los derechos concedidos en virtud del 
párrafo 3 del presente artículo. 


5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del presente 
artículo se entenderá sin perjuicio del derecho de todo 
Estado que, con arreglo al inciso b) del párrafo 1 del 
artículo 5 pueda hacer valer su jurisdicción, a invitar al 
Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse en co- 
municación con el presunto delincuente y visitarlo. 


6. El Estado que proceda a la investigación prelimi- 
nar prevista en el párrafo 1 del presente artículo comuni- 
cará sin dilación sus resultados a los Estados u organi- 
zación mencionados en el párrafo 2 del presente artículo 
e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 


Artículo 7 


El Estado Parte en que se entable una acción penal 
contra el presunto delincuente comunicará, de confor- 
midad con su legislación, el resultado final de esa ac- 
ción al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
transmitirá la información a los demás Estados interesa- 
dos y a las organizaciones internacionales interguber- 
namentales pertinentes. 


Artículo 8 


1. El Estado Parte en cuyo territorio sea hallado el 
presunto delincuente, si no concede su extradición, es- 
tará obligado a someter el caso a las autoridades com- 
petentes a efectos de enjuiciamiento, sin excepción al- 
guna y con independencia de que el delito haya sido o 
no cometido en su territorio, según el procedimiento pre- 
visto en la legislación de ese Estado. Dichas autorida- 
des tomarán su decisión en las mismas condiciones que 
las aplicables a los delitos comunes de carácter grave 
de acuerdo con el derecho de tal Estado. 
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2. Toda persona respecto de la cual se entable un 
procedimiento en relación con cualquiera de los delitos 
previstos en el artículo 1 gozará de las garantías de un 
trato equitativo en todas las fases del procedimiento, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías pre- 
vistos en el derecho del Estado en cuyo territorio se 
encuentre. 


Artículo 9 


1. No se accederá a la solicitud de extradición de un 
presunto delincuente, de conformidad con la presente 
Convención, si el Estado Parte al que se presenta la 
solicitud tiene motivos fundados para creer: 


a) que la solicitud de extradición por un delito men- 
cionado en el artículo 1 se ha hecho con el fin de perse- 
guir o castigar a una persona por causa de su raza, reli- 
gión, nacionalidad, origen étnico u opinión política; o 


b) que la posición de esa persona puede verse perju- 
dicada: 


1) por alguna de las razones mencionadas en el inci- 
so a) del presente párrafo, o 


11) porque las autoridades competentes del Estado 
que esté facultado para ejercer derechos de protección 
no pueden comunicarse con ella. 


2. Con respecto a los delitos definidos en la presente 
Convención, las disposiciones de todos los tratados y 
acuerdos de extradición aplicables entre Estados Partes 
quedan modificadas en lo que afecte a los Estados Par- 
tes en la medida en que sean incompatibles con la pre- 
sente Convención. 


Artículo 10 


1. Los delitos previstos en el artículo 1 se considera- 
rán incluidos entre los delitos que dan lugar a extradi- 
ción en todo tratado de extradición celebrado entre Es- 
tados Partes. Los Estados Partes se comprometen a in- 
cluir tales delitos como casos de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 


2. Si un Estado Parte que subordine la extradición a 
la existencia de un tratado recibe de otro Estado Parte, 
con el que no tiene tratado, una solicitud de extradición, 
podrá discrecionalmente considerar la presente Conven- 
ción como la base jurídica necesaria para la extradición 
con respecto a los delitos previstos en el artículo 1. La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones exigi- 
das por el derecho del Estado al que se ha hecho la 
solicitud. 


3. Los Estados Partes que no subordinen la extradi- 
ción a la existencia de un tratado reconocerán los deli- 
tos previstos en el artículo 1 como casos de extradición 
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entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas por 
el derecho del Estado al que se ha hecho la solicitud. 


4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, 
se considerará que los delitos previstos en el artículo 1 
se han cometido no sólo en el lugar donde ocurrieron 
sino también en el territorio de los Estados obligados a 
establecer su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 
del artículo 5. 


Artículo 11 


1. Los Estados Partes se prestarán la mayor ayuda 
posible en relación con todo proceso penal respecto de 
los delitos previstos en el artículo 1%, incluso el suminis- 
tro de todas las pruebas necesarias para el proceso que 
obren en su poder. 


2. Las disposiciones del párrafo 1 del presente ar- 
tículo no afectarán las obligaciones de ayuda judicial 
mutua estipuladas en cualquier otro tratado. 


Artículo 12 


Siempre que los Convenios de Ginebra de 1949 rela- 
tivos a la protección de las víctimas de la guerra o los 
Protocolos adicionales a esos Convenios sean aplica- 
bles a un acto determinado de toma de rehenes y que 
los Estados Partes en la presente Convención estén obli- 
gados en virtud de esos convenios a procesar o entre- 
gar al autor de la toma de rehenes, la presente Conven- 
ción no se aplicará a un acto de toma de rehenes come- 
tido durante conflictos armados tal como están defini- 
dos en los Convenios de Ginebra de 1949 y en sus Pro- 
tocolos, en particular los conflictos armados menciona- 
dos en el párrafo 4 del artículo 1 del Protocolo adicional 
I de 1977, en que los pueblos luchan contra la domina- 
ción colonial y la ocupación extranjera y contra los regí- 
menes racistas en el ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, consagrado en la Carta de las Naciones 
Unidas y en la Declaración sobre los principios de dere- 
cho internacional referentes a las relaciones de amistad 
y a la cooperación entre los Estados de conformidad 
con la Carta de las Naciones Unidas. 


Artículo 13 


La presente Convención no será aplicable en el caso 
de que el delito haya sido cometido dentro de un solo 
Estado, el rehén y el presunto delincuente sean nacio- 
nales de dicho Estado y el presunto delincuente sea 
hallado en el territorio de ese Estado. 


Artículo 14 


Ninguna de las disposiciones de la presente Con- 
vención se interpretará de modo que justifique la viola- 
ción de la integridad territorial o de la independencia 


C.S.-37 


38-C.S. 


política de un Estado, en contravención de lo dispuesto 
en la Carta de las Naciones Unidas. 


Artículo 15 


Las disposiciones de esta Convención no afectarán 
la aplicación de los tratados sobre asilo, vigentes en la 
fecha de la adopción de esta Convención, en lo que 
concierne a los Estados que son partes en esos trata- 
dos; sin embargo, un Estado Parte en esta Convención 
no podrá invocar esos tratados con respecto a otro Es- 
tado Parte en esta Convención que no sea parte en esos 
tratados. 


Artículo 16 


1. Toda controversia que surja entre dos o más Esta- 
dos Partes con respecto a la interpretación o aplicación 
de la presente Convención que no se solucione median- 
te negociaciones se someterá al arbitraje a petición de 
uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbi- 
traje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre 
la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá some- 
ter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, 
mediante una solicitud presentada de conformidad con 
el Estatuto de la Corte. 


2. Todo Estado, en el momento de la firma o ratifica- 
ción de la presente Convención o de su adhesión a ella, 
podrá declarar que no se considera obligado por el pá- 
rrafo 1 de este artículo. Los demás Estados Partes no 
estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 de 
este artículo respecto de ningún Estado Parte que haya 
formulado esa reserva. 


3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva 
prevista en el párrafo 2 de este artículo podrá retirarla en 
cualquier momento mediante una notificación al Secre- 
tario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 17 


1. La presente Convención está abierta a la firma de 
todos los Estados hasta el 31 de diciembre de 1980, en 
la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 


2. La presente Convención está sujeta a ratificación. 
Los instrumentos de ratificación serán depositados en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


3. La presente Convención está abierta a la adhesión 
de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión se- 
rán depositados en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 


Artículo 18 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigé- 
simo día a partir de la fecha de depósito del vigésimo 
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segundo instrumento de ratificación o adhesión en po- 
der del Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. Para cada uno de los Estados que ratifiquen la 
Convención o se adhieran a ella después del depósito 
del vigésimo segundo instrumento de ratificación o ad- 
hesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o adhesión. 


Artículo 19 


1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente 
Convención mediante notificación por escrito dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. La denuncia surtirá efecto un año después de la 
fecha en que el Secretario General de las Naciones Uni- 
das reciba la notificación. 


Artículo 20 


El original de la presente Convención, cuyos textos 
en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual- 
mente auténticos, será depositado en poder del Secreta- 
rio General de las Naciones Unidas, que enviará copias 
certificadas de él a todos los Estados. 


EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, de- 
bidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, 
han firmado la presente Convención, abierta a la firma 
en Nueva York, el 18 de diciembre de 1979.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Mi- 
llor. 


SEÑOR MILLOR.- La Comisión de Asuntos Internacionales 
somete a la consideración del Cuerpo la Convención Interna- 
cional contra la Toma de Rehenes. Esta Convención fue apro- 
bada por unanimidad en el seno de dicha Comisión. Se trata de 
un Mensaje emitido el 11 de julio del año pasado y que reitera 
el que fuera enviado el 20 de abril de 1999. 


Por esta Convención se procura un accionar eficaz y coor- 
dinado contra las diversas formas del terrorismo internacional. 
Se incita a los Estados a fomentar la cooperación internacional 
a los efectos de adoptar medidas para prevenir, enjuiciar y cas- 
tigar la toma de rehenes, en el entendido de que esto constitu- 
ye una de las formas de manifestación del terrorismo interna- 
cional que atenta contra el derecho a la vida, la libertad y la 
seguridad del ser humano. 


Uno de los aspectos importantes a destacar es la tipifica- 
ción del delito de la toma de rehenes. La Convención lo hace 
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estableciendo que el mismo se da cuando una persona se apo- 
dere de otra y amenace con matarla, herirla o mantenerla deteni- 
da, con el objeto de obligar a un tercero -que puede ser un 
Estado, una organización o, incluso, una persona- a una acción 
u omisión como condición para la liberación del rehén. 


También es importante destacar la calificación. La Conven- 
ción califica la toma de rehenes como delito común y no como 
delito político, y establece que el responsable deberá ser some- 
tido a las autoridades competentes a los efectos de su enjuicia- 
miento, al tiempo que estipula que la pena deberá tener el ca- 
rácter de delito grave de acuerdo a la legislación interna de 
cada Estado. 


Asimismo, son aspectos destacables aquellos que estable- 
cen las excepciones: por un lado, a la extradición y, por otro, a 
la aplicación de la Convención. En lo que hace a las primeras, 
se dice que no procede la extradición cuando la misma se haya 
hecho con el fin de perseguir o castigar a una persona por 
causa de su raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opi- 
nión política, o porque las autoridades competentes del Estado 
que está facultado para ejercer el derecho de protección, no 
pueden comunicarse con ella. 


En cuanto a las excepciones a la aplicación de la Conven- 
ción, se establece que no se aplicará un acto de toma de rehe- 
nes cometido durante conflictos armados tal como está defini- 
do en el Convenio de Ginebra de 1949, y agrega los conflictos 
armados en que los pueblos luchan contra la dominación colo- 
nial, la ocupación extranjera y los regímenes racistas, en el ejer- 
cicio de sus derechos a la libre determinación consagrado en la 
Carta de las Naciones Unidas y en su Declaración de Princi- 
pios. 


Hay cláusulas que significan una suerte de garantía para 
los Estados. Por ejemplo, cuando se establece que las disposi- 
ciones contenidas en esta Convención no se interpretarán en 
el sentido de justificar la violación de la integridad territorial de 
los Estados, ni tampoco aceptar la violación a la independencia 
política de los mismos. 


Otro aspecto destacable de la Convención es la importancia 
que tiene cuando entre los Estados Parte no existen tratados 
de extradición, porque allí se faculta al Estado requerido para 
que pueda discrecionalmente considerar esta Convención como 
la base jurídica necesaria para conceder la extradición, si así 
correspondiese, de los delitos en ella indicados. 


Por todas estas razones, la Comisión, por unanimidad, reco- 
mienda al Cuerpo la aprobación de la Convención, puesto que 
contempla los principios del Derecho Internacional y también 
los de nuestra República, que siempre ha condenado todas las 
formas de violencia y terrorismo, censurando los actos de toma 
de rehenes que, lamentablemente, ha sido uno de los instru- 
mentos que en las últimas décadas varios grupos organizados 
han utilizado como forma de presión para el logro de sus objeti- 
vos. 
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Es cuanto deseaba informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general. 


(Se vota: ) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO.- Apruébase la Convención In- 
ternacional Contra la Toma de Rehenes, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de di- 
ciembre de 1979.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado.) 


19) CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE TRANSPA- 
RENCIA EN LA ADQUISICION DE ARMAS CONVEN- 
CIONALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en quinto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba la Convención Interamericana sobre Trans- 
parencia en la Adquisición de Armas Convencionales, adopta- 
da en la XXIX Asamblea General de la Organización de Esta- 
dos Americanos. (Carp. N* 256/00 - Rep. N* 225/01.)” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 256/00 
Rep. N*225/01 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Intera- 
mericana sobre Transparencia en la Adquisición de Ar- 
mas Convencionales, adoptada en la XXIX Asamblea 
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General de la Organización de Estados Americanos el 7 
de junio de 1999, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de agosto de 2000. 


Washington Abdala 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El presente proyecto de ley fue remitido, por el Po- 
der Ejecutivo, a la Asamblea General el 9 de abril del año 
200 y cuenta con media sanción al haber sido aprobado 
por la Cámara de Representantes el 15 de agosto de 
2000. 


Por el mismo se solicita la aprobación de la Conven- 
ción Interamericana sobre Transparencia en la Adquisi- 
ción de Armas Convencionales, adoptada en la XXIX 
Asamblea General de la OEA, el 7 de junio de 1999. 


La Convención se fundamenta en las declaraciones 
de Santiago del año 1995 y San Salvador 1998 sobre 
medidas de fomento de la confianza y seguridad. 


Procura por un lado contribuir a la apertura y trans- 
parencia a través del intercambio de información sobre 
los sistemas de armas comprendidos en el Registro de 
Armas Convencionales de las Naciones Unidas y con- 
comitantemente alcanzar una efectiva limitación de ar- 
mamentos convencionales procurando dedicar el mayor 
número de recursos al desarrollo económico y social de 
los pueblos. 


Es de destacar la importancia que se le asigna al 
hecho de proporcionar anualmente al Registro antes men- 
cionado, la información relativa a importaciones y ex- 
portaciones, existencias de las fuerzas armadas y adqui- 
siciones, incluyendo la producción nacional de armas. 


El artículo I define los conceptos de “armas conven- 
” 


cionales”, “adquisiciones” e “incorporación a los inven- 
tarios de las Fuerzas Armadas”. 


El artículo II define el objeto de la Convención ya 
reseñado. 


Los artículos III, IV, V y VI se refieren a la informa- 
ción que debe brindarse y a la forma y plazos en que la 
misma debe instrumentarse. 
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Más allá de lo establecido en dichos artículos, se 
faculta al Estado Parte a suministrar datos adicionales si 
lo considera oportuno. 


El artículo VII establece cualquier medio de solución 
pacífica acordada por los Estados, como forma de lau- 
dar las controversias que ocasione la aplicación o inter- 
pretación de la Convención. 


Se indica depositario de la Convención a la Secreta- 
ría General de la OEA, según lo estipula el artículo XII. 


El artículo XI señala los procedimientos de eventua- 
les propuestas de enmiendas a la Convención, facultad 
que se otorga a cada uno de los Estados Parte. 


En su Anexo, se detalla la lista de armas comprendi- 
das en la Convención, la cual se basa en el Registro de 
Armas Convencionales de las Naciones Unidas. 


Por lo antes reseñado y por los fines que la Conven- 
ción procura, se recomienda la aprobación de la misma. 


Sala de la Comisión, 10 de mayo de 2001. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alberto 
Couriel, Carlos Garat, Reinaldo Gargano, 
Carlos Julio Pereyra, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE 
ARMAS CONVENCIONALES 


LOS ESTADOS PARTES, 


TENIENDO PRESENTE sus compromisos ante las 
Naciones Unidas y la Organización de los Estados Ame- 
ricanos de contribuir más plenamente a la apertura y 
transparencia, mediante el intercambio de información 
sobre los sistemas de armas comprendidos en el Regis- 
tro de Armas Convencionales de las Naciones Unidas; 


REITERANDO la importancia de notificar anualmen- 
te al Registro de Armas Convencionales de las Nacio- 
nes Unidas la información acerca de las importaciones y 
exportaciones, existencias de las fuerzas armadas y ad- 
quisiciones mediante la producción nacional de siste- 
mas importantes de armas; 


TENIENDO COMO FUNDAMENTO Y REAFIR- 
MANDO las declaraciones de Santiago (1995) y San Sal- 
vador (1998) sobre medidas de fomento de la confianza 
y de la seguridad, que recomiendan la aplicación de di- 
chas medidas de la manera que sea más adecuada; 


RECONOCIENDO que, de conformidad con la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos y la Car- 
ta de las Naciones Unidas, los Estados Miembros tienen 


15 de Mayo de 2001 


15 de Mayo de 2001 


el derecho inmanente de legítima defensa, individual o 
colectiva; 


RECONOCIENDO que los compromisos asumidos en 
esta Convención constituyen un paso importante para 
el logro de uno de los propósitos esenciales estableci- 
dos en la Carta de la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, el de “alcanzar una efectiva limitación de arma- 
mentos convencionales que permita dedicar el mayor nú- 
mero de recursos al desarrollo económico y social de 
los Estados Miembros”; 


RECONOCIENDO la importancia de que la comuni- 
dad internacional contribuya al objeto de la presente 
Convención; y 


EXPRESANDO su intención de continuar la consi- 
deración de los pasos apropiados para avanzar en la 
efectiva limitación y control de armas convencionales 
en la región; 


HAN CONVENIDO LO SIGUIENTE: 


ARTICULO I 
DEFINICIONES 


A efectos de la presente Convención: 


a. Por “armas convencionales” se entiende los siste- 
mas descritos en el anexo I de la presente Convención. 
El anexo l es parte integral de esta Convención. 


b. Por “adquisiciones” se entiende la obtención de 
armas convencionales mediante la compra, el arriendo, 
la donación, el comodato o cualquier otro medio, ya sea 
de proveedores extranjeros o mediante la producción na- 
cional. Las adquisiciones no incluyen la obtención de 
prototipos, de artículos en elaboración ni del equipo que 
esté en la etapa de investigación, desarrollo, prueba o 
evaluación, en la medida en que tales prototipos, artícu- 
los o equipos no se incorporen a los inventarios de las 
fuerzas armadas. 


c. Por “incorporación a los inventarios de las fuerzas 
armadas” se entiende la entrada en servicio del arma 
convencional, aun por un período de tiempo limitado. 


ARTICULO II 
OBJETO 


El objeto de la presente Convención es contribuir 
más plenamente a la apertura y transparencia regionales 
en la adquisición de armas convencionales, mediante el 
intercambio de información sobre tales adquisiciones, a 
los efectos de fomentar la confianza entre los Estados 
de las Américas. 
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ARTICULO HI 
INFORMES ANUALES SOBRE IMPORTACIONES 
Y EXPORTACIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 


1. Los Estados Partes informarán anualmente al de- 
positario acerca de sus importaciones y exportaciones 
de armas convencionales en el año calendario anterior, 
proporcionando información, en el caso de las importa- 
ciones, sobre el Estado exportador, y la cantidad y el 
tipo de armas convencionales importadas; y en el caso 
de las exportaciones, información sobre el Estado im- 
portador, y la cantidad y el tipo de armas convenciona- 
les exportadas. Todo Estado Parte podrá complementar 
su información agregando los datos adicionales que con- 
sidere pertinentes, tales como la designación y el mode- 
lo de las armas convencionales. 


2. La información que se someta conforme a este 
artículo se proporcionará al depositario lo antes posible, 
o en todo caso a más tardar el 15 de junio de cada año. 


3. La información presentada de conformidad con este 
artículo se someterá en los formatos del anexo II (A) y 


(B). 


ARTICULO IV 
INTERCAMBIO DE INFORMACION SOBRE LAS 
ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 


Además de proporcionar los informes anuales pre- 
vistos en el artículo III, los Estados Partes notificarán al 
depositario acerca de las adquisiciones de armas con- 
vencionales, de la siguiente manera: 


a. Notificación de las adquisiciones mediante la im- 
portación. Estas notificaciones al depositario se efec- 
tuarán a más tardar a los 90 días de que esas armas 
convencionales hayan sido incorporadas a los inventa- 
rios de las fuerzas armadas. Las notificaciones indica- 
rán el Estado exportador, así como la cantidad y el tipo 
de armas convencionales que se hayan importado. 
Todo Estado Parte podrá complementar su información 
agregando los datos adicionales que considere perti- 
nentes, tales como la designación y el modelo de las 
armas convencionales. Los informes presentados de 
conformidad con este párrafo se someterán en el forma- 
to del anexo II (C). 


b. Notificación de las adquisiciones mediante la pro- 
ducción nacional. Estas notificaciones al depositario se 
efectuarán a más tardar a los 90 días de que esas armas 
convencionales hayan sido incorporadas a los inventa- 
rios de las fuerzas armadas. Las notificaciones indicarán 
la cantidad y el tipo de armas convencionales. Todo 
Estado Parte podrá complementar su información agre- 
gando los datos adicionales que considere pertinentes, 
tales como la designación y el modelo de las armas. Sin 
perjuicio de cualquier otra disposición de esta Conven- 
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ción, los Estados Partes también pueden complementar 
estas notificaciones con información sobre reconfigura- 
ción o modificación de las armas convencionales. A fin 
de promover la mayor transparencia en las adquisicio- 
nes mediante la producción nacional, la obligación de 
cada Estado Parte de notificar conforme a este párrafo 
podrá cumplirse, de acuerdo con su legislación interna, 
mediante notificación al depositario de la asignación de 
fondos nacionales para las armas convencionales que 
se incorporarán a los inventarios de ese Estado durante 
el próximo ejercicio fiscal. Los informes presentados de 
conformidad con este párrafo se someterán en el forma- 
to del anexo II (D). 


c. Notificación de falta de actividad. Los Estados Par- 
tes que no hayan tenido importaciones ni adquisiciones 
de armas convencionales mediante producción nacional 
durante el año calendario anterior lo comunicarán al de- 
positario lo antes posible, o en todo caso a más tardar el 
15 de junio. Los informes presentados de conformidad 
con este párrafo se someterán en los formatos del anexo 
IL(A) y (B). 


ARTICULO V 
INFORMACION DE OTROS ESTADOS 


Cualquier Estado no miembro de la Organización de 
los Estados Americanos podrán contribuir al objeto de 
la presente Convención, mediante el suministro anual 
de información al depositario sobre sus exportaciones 
de armas convencionales a los Estados Partes de la pre- 
sente Convención. Dicha información podrá identificar 
al Estado importador, y la cantidad y el tipo de armas 
convencionales exportadas, y podrá incluir cualquier ele- 
mento adicional pertinente, tales como la designación y 
el modelo de las armas convencionales. 


ARTICULO VI 
CONSULTAS 


Los Estados Partes podrán consultarse acerca de la 
información proporcionada con arreglo a la presente Con- 
vención. 


ARTICULO VIH 
APLICACION E INTERPRETACION 


Las controversias que puedan surgir en torno a la 
aplicación o interpretación de la presente Convención 
serán resueltas por cualquier medio de solución pacífica 
que acuerden los Estados Partes involucrados, los cua- 
les se comprometen a cooperar para este fin. 
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dos Partes. El propósito de la conferencia, y de las que se 
celebren posteriormente, será examinar el funcionamiento y la 
aplicación de la Convención y considerar ulteriores medidas de 
transparencia compatibles con el objeto de la Convención, in- 
cluidas modificaciones a las categorías de armas convenciona- 
les que figuran en el anexo I, de conformidad con el artículo XI. 


ARTICULO IX 
FIRMA 


La presente Convención está abierta a la firma de 
todos los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos. 


ARTICULO X 
ENTRADA EN VIGOR 


La presente Convención entrará en vigor el trigési- 
mo día a partir de la fecha de depósito en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos 
del sexto instrumento de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión por un Estado Miembro de la Organi- 
zación de los Estados Americanos. En adelante, para 
cualquier otro Estado Miembro de la Organización de 
los Estados Americanos, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación, acepta- 
ción, aprobación o adhesión. 


ARTICULO XI 
ENMIENDAS 


Cualquier Estado Parte podrá presentar una propues- 
ta de enmienda de esta Convención al depositario, el 
cual la dará a conocer a todos los Estados Partes. Previa 
solicitud de la mayoría de los Estados Partes, el deposi- 
tario convocará, después de un lapso no menor de 60 
días desde la fecha de tal solicitud, a una conferencia de 
los Estados Partes para que consideren la enmienda pro- 
puesta. Esta enmienda se adoptará si la aprueban los 
dos tercios de los Estados Partes presentes en la confe- 
rencia. La enmienda así adoptada entrará en vigor para 
cada Estado Parte que la ratifique, la acepte, la apruebe 
o adhiera a ella 30 días después de que dos tercios de 
los Estados Partes hayan depositado los respectivos ins- 
trumentos de ratificación, aceptación o aprobación de la 
enmienda, o de adhesión a la misma. Posteriormente, tal 
enmienda entrará en vigor para cualquier otro Estado 
Parte 30 días después de que dicho Estado Parte haya 
depositado su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la enmienda, o de adhesión a la misma. 


ARTICULO VII ARTICULO XI 
CONFERENCIA DE LOS ESTADOS PARTES DURACION Y DENUNCIA 
Siete años después de entrada en vigor la presente Con- La presente Convención permanecerá en vigor inde- 
vención, y tras la propuesta de una mayoría de los Estados finidamente, pero cualquier Estado Parte podrá denun- 


Partes, el depositario convocará una conferencia de los Esta- ciarla. El instrumento de denuncia se depositará en la 
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Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Transcurridos 12 meses contados a partir 
de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado de- 
nunciante pero seguirá en vigor para los otros Estados 
Partes. 


ARTICULO XIHH 
RESERVAS 


Los Estados Partes podrán formular reservas a la pre- 
sente Convención al momento de adoptarla, firmarla, ra- 
tificarla, aceptarla, aprobarla o adherir a ella, siempre que 
no sean incompatibles con el objeto y el propósito de la 
Convención y versen sobre una o más disposiciones 
específicas. 


ARTICULO XIV 
DEPOSITARIO 


1. El depositario de la presente Convención es la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 


2. Al recibir la información proporcionada por un Es- 
tado Parte con arreglo al artículo III o IV de la presente 
Convención, el depositario la transmitirá sin demora a 
todos los Estados Partes. 


3. El depositario presentará a los Estados Partes un 
informe anual consolidado de la información proporcio- 
nada con arreglo a la presente Convención. 


4. El depositario notificará a los Estados Partes de 
toda propuesta que se reciba para convocar una confe- 
rencia de Estados Partes con arreglo al artículo VIII. 


5. El depositario deberá recibir y distribuir a los Esta- 
dos Partes cualquier información sometida en virtud del 
artículo V. 


ARTICULO XV 
DEPOSITO DE LA CONVENCION 


El instrumento original de la presente Convención, 
cuyos textos en español, francés, inglés y portugués 
son igualmente auténticos, se entregará al depositario, 
el cual transmitirá un ejemplar auténtico del mismo a la 
Secretaría de las Naciones Unidas para su registro y 
publicación, conforme al artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. El depositario notificará a los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados America- 
nos las firmas, los depósitos de instrumentos de ratifi- 
cación, aceptación, aprobación, adhesión o denuncia, 
así como las reservas que hubiere. 
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ANEXO I 


La lista de armas convencionales comprendidas en 
la presente Convención figura a continuación. Dicha lis- 
ta se basa en el Registro de Armas Convencionales de 
las Naciones Unidas. 


De conformidad con el artículo I, el presente anexo 
es parte integral de la presente Convención. Cualquier 
modificación del mismo será adoptada de conformidad 
con el procedimiento de enmiendas estipulado en el 
artículo XL 


I. Carros de combate 


Vehículos de combate blindados, automotores, de 
ruedas u orugas dotados de gran movilidad para todo 
terreno y de un nivel elevado de autoprotección, de por 
lo menos 16,5 toneladas métricas de tara, equipados con 
un cañón principal de tiro directo de gran velocidad ini- 
cial con un calibre mínimo de 75 milímetros. 


Il. Vehículos blindados de combate 


Vehículos automotores de ruedas, orugas o semioru- 
gas dotados de protección blindada y de capacidad para 
todo terreno: a) diseñados y equipados para transportar 
a un grupo de combate de infantería de cuatro infantes 
o más, o b) equipados con un armamento integrado u 
orgánico de un calibre mínimo de 12,5 milímetros o con 
un lanzamisiles. 


TIT. Sistemas de artillería de gran calibre 


Cañones, obuses, piezas de artillería que reúnan las 
características de cañones u obuses, morteros o siste- 
mas lanzacohetes múltiples capaces de atacar objetivos 
en tierra especialmente mediante tiro indirecto, de un 
calibre de 100 milímetros o más. 


IV. Aviones de combate 


Aeronaves de ala fija o de geometría variable, dise- 
ñadas, equipadas o modificadas para atacar objetivos 
por medio de misiles guiados, cohetes no guiados, bom- 
bas, ametralladoras, cañones y otras armas de destruc- 
ción, incluidas las versiones de estas aeronaves que rea- 
licen acciones especializadas de guerra electrónica, de 
supresión de defensas antiaéreas o misiones de recono- 
cimiento. En el término “aviones de combate” no que- 
dan comprendidas las aeronaves utilizadas primordial- 
mente con fines de adiestramiento, a no ser que se ha- 
yan diseñado, equipado o modificado del modo descri- 
to. 


V, Helicópteros de ataque 


Aeronaves de ala giratoria, diseñadas, equipadas o 
modificadas para atacar objetivos por medio de armas 
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guiadas o no guiadas anticarros, de aire a tierra, de aire VII. Misiles y lanzamisiles 
a subsuelo o de aire a aire y equipadas con sistemas de 
control de tiro y apunte para dichas armas, incluidas las Cohetes guiados o no guiados, misiles balísticos o 
versiones de estas aeronaves que realicen misiones es- de crucero capaces de transportar una carga explosiva o 
pecializadas de reconocimiento o de guerra electrónica. armas de destrucción a una distancia de por lo menos 
25 kilómetros y los medios diseñados o modificados es- 
VI. Naves de guerra pecíficamente para lanzar esos misiles o cohetes, si no 


están incluidos en las categorías I a VI. Esta categoría: 
Navíos o submarinos armados y equipados para fi- 


nes militares de 750 toneladas métricas o más de despla- a. Incluye también los vehículos dirigidos por con- 
zamiento en rosca y otros de menos de 750 toneladas trol remoto que tengan las características definidas an- 
métricas de desplazamiento en rosca equipados para el teriormente para los misiles; 

lanzamiento de misiles de por lo menos 25 kilómetros de 

alcance o torpedos de alcance semej ante. b. No incluye los misiles de tierra a aire. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 
ARTICULO III - INFORME ANUAL DE NOTIFICACION DE IMPORTACIONES 
País AñoCivil 


A. Armas convencionales B. Cantidad C. Tipo D. País exportador | E. Información adicional' 
I. Carros de combate 


I1 Vehículos blindados de combate AO] 
HII Sistemas de artillería de gran calibre | CCOO 


| Ii Aviomesdecombare ss 
| IV. Helicópteros dearaque 22222 
| Vo Naves de gue ss» 
| Vi Misiles ylamamisits 222222 


Los equipos en negrilla son obligatorios. 


l- En la columna “información adicional”, los Estados Partes pueden consignar información adicional tal como designación, modelo o 
cualquier otra información que consideren pertinente. También pueden utilizar esa columna para explicar o aclarar aspectos relacionados 
con la adquisición. 


Los Estados Partes que no tengan nada que comunicar deberán presentar un “informe nulo” en que se señale claramente que no hubo 
importaciones de ninguna de las categorías durante el año calendario. 


ANEXO II (B) 
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 
ARTICULO III - INFORME ANUAL DE NOTIFICACIÓN DE EXPORTACIONES 


País AñoCivil__ 


A. Armas convencionales B. Cantidad e; To T E D. País importador | E. Información adicional' 
L EE OAAT de combate 


| IL Vehículos blindados de combate | Vehículos blindados de combate 


NI Sistemas de artillería de gran calibre A A 


Hi A >] 
a A] 
[ARATS 017777 Teis! ¡ME ENE SAR) VPN: 
ss y ames TOO 


Los equipos en negrilla son obligatorios. 


2 En la columna “información adicional”, los Estados Partes pueden consignar información adicional tal como designación, modelo o 
cualquier otra información que consideren pertinente. También pueden utilizar esa columna para explicar o aclarar aspectos relacionados 
con la exportación. 

. E “ E ” ñ 
Los Estados Partes que no tengan nada que comunicar deberán presentar un “informe nulo” en que se señale claramente que no hubo 


exportaciones de ninguna de las categorías durante el año calendario. 
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ANEXO II (C) 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 


ARTICULO IV - NOTIFICACION DE LAS ADQUISICIONES MEDIANTE LA IMPORTACION 


País Fecha 


Los equipos en negrilla son obligatorios. 


A. Armas convencionales B. Cantidad C. Tipo D. País exportador | E. Información adicional' 
Categorías la VI 


3. En la columna “información adicional”, los Estados Partes pueden consignar información adicional tal como designación, modelo o 
cualquier otra información que consideren pertinente. También pueden utilizar esa columna para explicar o aclarar aspectos relacionados 


con la adquisición. 


ANEXO IL (D) 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE LA TRANSPARENCIA EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES 


ARTICULO IV - NOTIFICACIÓN DE LAS ADQUISICIONES MEDIANTE LA PRODUCCION NACIONAL 


País Fecha 


A. Armas convencionales 


B. Cantidad D. Información adicional' 


Categorías l a VI 


Los equipos en negrilla son obligatorios. 


4. En la columna “información adicional”, los Estados Partes pueden consignar información adicional tal como designación, modelo o 
cualquier otra información que consideren pertinente. También pueden utilizar esa columna para explicar o aclarar aspectos relacionados 


con la adquisición.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Mi- 
llor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: esta Convención Inte- 
ramericana sobre Transparencia en la Adquisición de Armas 
Convencionales, no sólo ha sido votada por unanimidad en la 
Comisión, sino que ya posee media sanción, puesto que fue 
votada, también por unanimidad, en la Cámara de Representan- 
tes el 15 de agosto de 2000. 


El proyecto de ley solicita, precisamente, la aprobación de 
la Convención que acabo de mencionar y procura, por un lado, 
contribuir a la apertura y transparencia a través del intercambio 
de información sobre los sistemas de armas comprendidos en 
el Registro de Armas Convencionales de las Naciones Unidas 
y, concomitantemente, alcanzar una efectiva limitación de arma- 
mentos convencionales, procurando dedicar el mayor número 
de recursos al desarrollo económico y social de los pueblos. 


Como aspectos a destacar en este breve informe, debemos 
decir que en la Convención se definen los conceptos de armas 
convencionales, de adquisiciones y de incorporación a los in- 
ventarios de las Fuerzas Armadas. También destacaría el Anexo 


de la Convención, porque en él hay un detalle, una lista de 
armas comprendidas en aquélla, que se basa en el Registro de 
Armas Convencionales de las Naciones Unidas. 


Lo más importante, que es la razón por la que la Comisión 
de Asuntos Internacionales del Senado, por unanimidad, su- 
glere al Cuerpo la aprobación de esta Convención, es lo que 
habíamos afirmado: que, en definitiva, no se gaste tanto en 
armamentos y se procure el mayor desarrollo humano y el ma- 
yor bienestar de los pueblos que signan la Convención. 


Reitero que este proyecto de ley cuenta con media sanción 
de la Cámara de Representantes, que lo votó por unanimidad al 
igual que lo hizo la Comisión de Asuntos Internacionales del 
Senado. 


Es cuanto deseaba informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general. 


(Se vota: ) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee:) 
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“ARTICULO UNICO.- Apruébase la Convención In- 
teramericana sobre Transparencia en la Adquisición de 
Armas Convencionales, adoptada en la XXIX Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos el 7 
de junio de 1999.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado.) 


20) CONVENIO PARA LA REPRESION DE ACTOS ILICT- 
TOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LA NAVEGACION 
MARITIMA Y EL PROTOCOLO PARA LA REPRESION 
DE ACTOS ILICITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LAS 
PLATAFORMAS FIJAS EMPLAZADAS EN LA PLATA- 
FORMA CONTINENTAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio para la Represión de Actos 
Tícitos contra la Seguridad de la Navegación Marítima y el Pro- 
tocolo para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad 
de las Plataformas Fijas Emplazadas en la Plataforma Continen- 
tal. (Carp. N” 410/01 - Rep. N” 226/01 y” 


(Antecedentes: ) 


«Carp. N* 410/01 
Rep. N* 226/01 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Convenio para la Re- 
presión de Actos Ilícitos Contra la Seguridad de la Na- 
vegación Marítima y el Protocolo para la Represión de 
Actos Ilícitos Contra la Seguridad de las Plataformas 
Fijas Emplazadas en la Plataforma Continental, suscritos 
en la ciudad de Roma, República Italiana, el 10 de marzo 
de 1988. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 3 de abril de 2001. 


Gustavo Penadés 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El presente proyecto trata el Convenio para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Navega- 
ción Marítima y el Protocolo para la Represión de Actos 
Tícitos contra la Seguridad de las Plataformas Fijas Em- 
plazadas en la Plataforma Continental, suscritos en la 
ciudad de Roma el 10 de marzo de 1988. 


El mismo expresa que teniendo presente los propósi- 
tos y principios de la Carta de las Naciones Unidas rela- 
tivos al mantenimiento de la paz y la seguridad interna- 
cional y al fomento de las relaciones de amistad y co- 
operación entre los Estados y reconociendo además que 
todo individuo tiene derecho a la vida, libertad y seguri- 
dad de su persona, teniendo en cuenta la escalada mun- 
dial de actos de terrorismo en todas sus formas, que 
ponen en peligro la seguridad humana, y teniendo en 
cuenta los actos ilícitos contra la seguridad en la nave- 
gación marítima, que además de atentar contra las per- 
sonas y bienes, afectan la explotación y el comercio por 
medio de los servicios marítimos es que se promueve el 
presente Convenio como forma de prevención de todos 
los actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima, el enjuiciamiento y castigo de sus perpetrado- 
res. 


Las resoluciones del presente Convenio no se apli- 
can a los buques de guerra ni a los de un Estado cuan- 
do se utilicen como auxiliares navales, aduaneros o poli- 
ciales. Tampoco se aplica a los que fueron retirados de 
servicio o desarmados. 


Se definen los delitos, por ejemplo, de quienes se 
apoderan de un buque o ejerzan el poder del mismo me- 
diante violencia o realicen actos de violencia contra una 
persona que se encuentre dentro de un buque si puede 
poner en peligro la navegación de esa nave, quien des- 
truya O dañe gravemente, coloque artefactos que pue- 
dan causar grandes daños, y así se siguen enumerando 
grandes causales de delito. 


Se aplica este Convenio para buques que estén na- 
vegando en aguas territoriales o más allá de las aguas 
de un solo Estado. 


Cada Estado se obliga a establecer para los delitos 
enunciados, penas adecuadas en las que se tenga en 
cuenta la naturaleza del mismo. Se define en el artículo 6 
la forma de establecer de cada Estado Parte, jurisdicción 
respecto a los delitos que se realicen en una nave. 
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Más adelante, se detallan las circunstancias en que 
un delincuente sea aprestado dentro de un Estado Par- 
te, las formas en que se procederá con respecto a él, así 
como las disposiciones que podrá adoptar el capitán de 
un buque. Los Estados cooperarán en la prevención de 
los delitos perpetrados en las naves. Los delitos que se 
efectúen en lo que describe este Convenio dan lugar a 
extradición. 


Continúa el Convenio con detalles analizando todas 
las situaciones que se puedan presentar en cada caso 
de controversia. 


Siendo sumamente conveniente para el relaciona- 
miento internacional de nuestro país y para garantizar la 
seguridad de las personas en general es que se aconse- 
ja la aprobación del presente Convenio que se hace ex- 
tensivo también al Protocolo de Actos Hícitos contra la 
Seguridad de las Plataformas emplazadas en la Platafor- 
ma Continental. Este Protocolo es en el mismo sentido 
que el Convenio anteriormente analizado; lo que sí, aho- 
ra se trata de plataformas fijas, no de elementos que se 
puedan mover en el mar, por eso, dado la casuística de 
esta situación, es que se suscribe este Protocolo Espe- 
cial, el que se aconseja la aprobación en unidad con el 
Convenio anterior. 


Sala de la Comisión, 10 de mayo de 2001. 


Carlos M. Garat (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel, Reinaldo Gargano, Pablo Mi- 
llor, Carlos Julio Pereyra, Wilson Sanabria, 
Juan Adolfo Singer. Senadores. 


CONVENIO PARA LA REPRESION DE 
ACTOS ILICITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LA 
NAVEGACION MARITIMA 


Los Estados Partes en el presente Convenio, 


TENIENDO PRESENTES los propósitos y principios 
de la Carta de las Naciones Unidas relativos al manteni- 
miento de la paz y la seguridad internacionales y al fo- 
mento de las relaciones de amistad y cooperación entre 
los Estados. 


RECONOCIENDO en particular que todo individuo 
tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 
su persona, como se establece en la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacio- 
nal de Derechos Civiles y Políticos. 


PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por la escala- 
da mundial de los actos de terrorismo en todas sus for- 
mas, que ponen en peligro vidas humanas inocentes o 
causan su pérdida, comprometen las libertades funda- 
mentales y atentan gravemente contra la dignidad del 
ser humano. 
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CONSIDERANDO que los actos ilícitos contra la se- 
guridad de la navegación marítima comprometen la se- 
guridad de las personas y de los bienes, afectan grave- 
mente a la explotación de los servicios marítimos y so- 
caban la confianza de los pueblos del mundo en la se- 
guridad de la navegación marítima. 


CONSIDERANDO que la realización de tales actos 
preocupa gravemente a toda la comunidad internacio- 
nal. 


CONVENCIDOS de la necesidad urgente de fomen- 
tar la cooperación internacional entre los Estados con 
miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas 
para la prevención de todos los actos ilícitos contra la 
seguridad de la navegación marítima y para el enjuicia- 
miento y castigo de sus perpetradores. 


RECORDANDO la resolución 40/61 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, del 9 de diciembre de 
1985, en la que, entre otras cosas, se insta a todos los 
Estados, unilateralmente y en cooperación con otros Es- 
tados, y con los órganos competentes de las Naciones 
Unidas, a que contribuyan a la eliminación gradual de 
las causas subyacentes del terrorismo internacional y a 
que presten especial atención a todas las situaciones, 
incluidos el colonialismo y el racismo, así como aquellas 
en que haya violaciones masivas y patentes de los de- 
rechos humanos y las libertades fundamentales, o las 
de ocupación extranjera, que puedan dar origen al terro- 
rismo internacional y poner en peligro la paz y la seguri- 
dad internacionales”. 


RECORDANDO ASIMISMO que la resolución 40/61 
“condena inequívocamente y califica de criminales to- 
dos los actos, métodos y prácticas de terrorismo, don- 
dequiera y por quienquiera sean cometidos, incluidos 
los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre 
los Estados y su seguridad”. 


RECORDANDO TAMBIEN que mediante la resolu- 
ción 40/61 se invitó a la Organización Marítima Interna- 
cional a que estudiara “el problema del terrorismo a bor- 
do de barcos o contra éstos con miras a formular reco- 
mendaciones sobre la adopción de medidas apropiadas”. 


TENIENDO EN CUENTA la resolución A.5384 (14) de 
20 de noviembre de 1985, de la Asamblea de la Organi- 
zación Marítima Internacional, que insta a que se elabo- 
ren medidas para prevenir los actos ilícitos que amena- 
zan la seguridad del buque y la salvaguardia de su pa- 
saje y tripulación. 


OBSERVANDO que los actos de la tripulación, que 
están sujetos a la disciplina normal de a bordo, quedan 
fuera del ámbito del presente Convenio. 


AFIRMANDO la conveniencia de someter a revisión 
constante las reglas y normas relativas a la prevención 
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y sanción de los actos ilícitos contra los buques y las 
personas a bordo de éstos, de manera que tales reglas y 
normas puedan actualizarse cuando sea necesario y, en 
tal sentido, tomando nota con satisfacción de las medi- 
das para prevenir los actos ilícitos contra los pasajeros 
y tripulantes a bordo de los buques, recomendadas por 
el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Ma- 
rítima Internacional. 


AFIRMANDO ADEMAS que las materias no regu- 
ladas por el presente Convenio seguirán rigiéndose por 
las normas y principios de derecho internacional gene- 
ral. 


RECONOCIENDO la necesidad de que todos los Es- 
tados, al combatir los actos ilícitos contra la seguridad 
de la navegación marítima, se ajusten estrictamente a las 
normas y principios de derecho internacional general, 


CONVIENEN: 
ARTICULO 1 


A los efectos del presente Convenio, por buque se 
entenderá toda nave del tipo que sea, no sujeta de ma- 
nera permanente al fondo marino, incluidos vehículos 
de sustentación dinámica, sumergibles o cualquier otro 
artefacto flotante. 


ARTICULO 2 
1 El presente Convenio no se aplica: 
a) a los buques de guerra; ni 


b) a los buques propiedad de un Estado, o utilizado 
por éste, cuando estén destinados a servir como unida- 
des navales auxiliares o a fines de índole aduanera o 
policial; ni 


c) a los buques que hayan sido retirados de la nave- 
gación o desarmados. 


2 Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afec- 
ta a las inmunidades de los buques de guerra y otros 
buques de Estado destinados a fines no comerciales. 


ARTICULO 3 


1 Comete delito toda persona que ilícita e intencio- 
nalmente: 


a) se apodere de un buque o ejerza el control del 
mismo mediante violencia, amenaza de violencia o cual- 
quier otra forma de intimidación; o 


b) realice algún acto de violencia contra una persona 
que se halle a bordo de un buque, si dicho acto puede 
poner en peligro la navegación segura de ese buque; o 
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c) destruya un buque o cause daños a un buque oa 
su carga que puedan poner en peligro la navegación 
segura de este buque; o 


d) coloque o haga colocar en un buque, por cual- 
quier medio, un artefacto o una sustancia que pueda 
destruir el buque, o causar daños al buque o a su carga 
que pongan o puedan poner en peligro la navegación 
segura del buque; o 


e) destruya o cause daños importantes en las insta- 
laciones y servicios de navegación marítima o entorpez- 
ca gravemente su funcionamiento, si cualquiera de tales 
actos puede poner en peligro la navegación segura de 
un buque; o 


f) difunda información a sabiendas de que es falsa, 
poniendo así en peligro la navegación segura de un bu- 
que; o 


g) lesione o mate a cualquier persona, en relación 
con la comisión o la tentativa de comisión de cualquiera 
de los delitos enunciados en los apartados a) a f). 


2. También comete delitos toda persona que: 


a) intente cometer cualquiera de los delitos enuncia- 
dos en el párrafo 1; o 


b) induzca a cometer cualquiera de los delitos enun- 
ciados en el párrafo 1, perpetrados por cualquier perso- 
na, o sea de otro modo cómplice de la persona que co- 
mete tal delito; o 


C) amenace con cometer, formulando o no una con- 
dición, de conformidad con lo dispuesto en la legisla- 
ción interna, con ánimo de obligar a una persona física 
o jurídica a ejecutar un acto o a abstenerse de ejecutar- 
lo, cualquiera de los delitos enunciados en los aparta- 
dos b), c) y e) del párrafo 1, si la amenaza puede poner 
en peligro la navegación segura del buque de que se 
trate. 


ARTICULO 4 


1. El presente Convenio se aplicará si el buque está 
navegando, o su plan de navegación prevé navegar, ha- 
cia aguas situadas más allá del límite exterior del mar 
territorial de un solo Estado, o más allá de los límites 
laterales de su mar territorial con Estados adyacentes, a 
través de ellas o procedente de las mismas. 


2. En los casos en que el Convenio no sea aplicable 
de conformidad con el artículo 1*, lo será no obstante si 
el delincuente o el presunto delincuente es hallado en el 
territorio de un Estado Parte distinto del Estado a que 
se hace referencia en el párrafo 1. 


* Nota de la Secretaría: en lugar de “artículo 1” léase “pá- 
rrafo 1”. 


15 de Mayo de 2001 


15 de Mayo de 2001 


ARTICULO 5 


Cada Estado se obliga a establecer para los delitos 
enunciados en el artículo 3 penas adecuadas en las que 
se tenga en cuenta la naturaleza grave de dichos deli- 
tos. 


ARTICULO 6 


1. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
enunciados en el artículo 3 cuando el delito sea cometido: 


a) contra un buque o a bordo de un buque que en el 
momento en que se cometa el delito enarbole el pabe- 
llón de ese Estado; o 


b) en el territorio de ese Estado, incluido su mar te- 
rritorial; o 


Cc) por un nacional de dicho Estado. 


2. Un Estado Parte podrá también establecer su juris- 
dicción respecto de cualquiera de tales delitos cuando: 


a) sea cometido por una persona apátrida cuya resi- 
dencia habitual se halle en ese Estado; o 


b) un nacional de ese Estado resulte aprehendido, 
amenazado, lesionado o muerto durante la comisión del 
delito; o 


c) sea cometido en un intento de obligar a ese Esta- 
do a hacer o no hacer alguna cosa. 


3. Todo Estado Parte que haya establecido la juris- 
dicción indicada en el párrafo 2 lo notificará al Secreta- 
rio General de la Organización Marítima Internacional (en 
adelante llamado el Secretario General). Si ese Estado 
Parte deroga con posterioridad tal jurisdicción lo notifi- 
cará al Secretario General. 


4. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
enunciados en el artículo 1, en los casos en que el pre- 
sunto delincuente se halle en su territorio y dicho Esta- 
do no conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que hayan establecido jurisdicción de conformi- 
dad con los párrafos 1 y 2 del presente artículo. 


5. El presente Convenio no excluye ninguna jurisdic- 
ción penal ejercida de conformidad con la legislación 
interna. 


ARTICULO 7 


1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre 
el delincuente o el presunto delincuente, si estima que 
las circunstancias lo justifican, procederá, de conformi- 
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dad con su legislación, a la detención de éste o tomará 
otras medidas para asegurar su presencia durante el tiem- 
po que sea necesario a fin de permitir la tramitación de 
un procedimiento penal o de extradición. 


2. Tal Estado procederá inmediatamente a una inves- 
tigación preliminar de los hechos, con arreglo a su pro- 
pia legislación. 


3. Toda persona respecto de la cual se adopten las 
medidas mencionadas en el párrafo 1 tendrá derecho a: 


a) ponerse sin demora en comunicación con el repre- 
sentante competente más próximo del Estado del que 
sea nacional o al que competa por otras razones esta- 
blecer dicha comunicación o, si se trata de una persona 
apátrida del Estado en cuyo territorio tenga su residen- 
cia habitual; 


b) ser visitada por un representante de dicho Esta- 
do. 


4. Los derechos a que se hace referencia en el párra- 
fo 3 se ejercerán de conformidad con las leyes y regla- 
mentos del Estado en cuyo territorio se halle el delin- 
cuente o presunto delincuente, a condición, no obstan- 
te, de que las leyes y reglamentos mencionados permi- 
tan que se cumpla plenamente el propósito de los dere- 
chos enunciados en el párrafo 3. 


5. Cuando un Estado Parte, en virtud del presente 
artículo, detenga a una persona, notificará inmediata- 
mente tal detención y las circunstancias que la justifi- 
can a los Estados que hayan establecido jurisdicción de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 6 y, si lo consi- 
dera conveniente, a todos los demás Estados interesa- 
dos. El Estado que proceda a la investigación preliminar 
prevista en el párrafo 2 del presente artículo comunicará 
sin dilación los resultados de ésta a los Estados antes 
mencionados e indicará si se propone ejercer su juris- 
dicción. 


ARTICULO 8 


1. El capitán de un buque de un Estado Parte (el 
Estado del pabellón) podrá entregar a las autoridades 
de cualquier otro Estado Parte (el Estado receptor) a 
cualquier persona respecto de la que tenga razones fun- 
dadas para creer que ha cometido alguno de los delitos 
enunciados en el artículo 3. 


2. El Estado del pabellón se asegurará de que el capi- 
tán de un buque de su pabellón tenga, siempre que sea 
factible y a ser posible antes de entrar en el mar territo- 
rial del Estado receptor llevando a bordo a cualquier 
persona a la que el capitán se disponga a entregar de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, la obliga- 
ción de comunicar a las autoridades del Estado receptor 
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su propósito de entregar a esa persona y las razones 
para ello. 


3. El Estado receptor aceptará la entrega, salvo cuan- 
do tenga razones para estimar que el Convenio no es 
aplicable a los hechos que motivan la entrega, y proce- 
derá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7. 
Toda negativa de aceptar una entrega deberá ir acompa- 
ñada de una exposición de las razones de tal negativa. 


4. El Estado del pabellón se asegurará de que el capi- 
tán de un buque de su pabellón tenga la obligación de 
suministrar a las autoridades del Estado receptor las prue- 
bas relacionadas con el presunto delito que obren en 
poder del capitán. 


5. El Estado receptor que haya aceptado la entrega 
de una persona de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 3, podrá a su vez pedir al Estado del pabellón 
que acepte la entrega de esa persona. El Estado del pa- 
bellón examinará cualquier petición de esa índole y si la 
acepta procederá de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 7. Si el Estado del pabellón rechaza la petición, 
entregará al Estado receptor una exposición de sus ra- 
zones para tal rechazo. 


ARTICULO 9 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afec- 
tará a las reglas de derecho internacional relativas a la 
competencia que tienen los Estados para investigar o 
ejercer su jurisdicción a bordo de buques que no enar- 
bolen su pabellón. 


ARTICULO 10 


1. El Estado Parte en cuyo territorio sea hallado el 
delincuente o presunto delincuente, en los casos a los 
que es aplicable el artículo 6, si no procede a la extradi- 
ción del mismo, someterá sin dilación el caso a sus au- 
toridades competentes a efectos de enjuiciamiento, me- 
diante el procedimiento judicial acorde con la legisla- 
ción de dicho Estado, sin excepción alguna y con inde- 
pendencia de que el delito haya sido o no cometido en 
su territorio. 


Las autoridades tomarán su decisión en las mismas 
condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de 
naturaleza grave, de acuerdo con la legislación de dicho 
Estado. 


2. Toda persona encausada en relación con cualquiera 
de los delitos enunciados en el artículo 3 recibirá garan- 
tías de un trato justo en todas las fases del procedi- 
miento, incluido el disfrute de todos los derechos y ga- 
rantías estipulados para dicho procedimiento en la le- 
gislación del Estado del territorio en que se halla. 
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ARTICULO 11 


1. Los delitos enunciados en el artículo 3 se conside- 
rarán incluidos entre los delitos que dan lugar a extradi- 
ción en todo tratado de extradición celebrado entre Es- 
tados Partes. Los Estados Partes se comprometen a in- 
cluir tales delitos como casos de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí. 


2. Si un Estado Parte que subordine la extradición a 
la existencia de un tratado recibe de otro Estado Parte, 
con el que no tiene tratado, una solicitud de extradi- 
ción, el Estado Parte requerido podrá, a su elección, 
considerar el presente Convenio como la base jurídica 
para la extradición referente a los delitos enunciados 
en el artículo 3. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigidas por la legislación del Estado Parte 
requerido. 


3. Los Estados Partes que no subordinen la extradi- 
ción a la existencia de un tratado reconocerán los deli- 
tos enunciados en el artículo 3 como casos de extradi- 
ción entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas 
por la legislación del Estado requerido. 


4. En caso necesario, los delitos enunciados en el 
artículo 3, a fines de extradición entre los Estados Par- 
tes, se considerarán como si se hubiesen cometido no 
sólo en el lugar en que fueron perpetrados sino también 
en un lugar dentro de la jurisdicción del Estado Parte 
que requiere la extradición. 


5. Un Estado Parte que reciba más de una solicitud 
de extradición de parte de Estados que hayan estableci- 
do su jurisdicción de conformidad con el artículo 7* y 
que resuelva no enjuiciar, tendrá debidamente en cuen- 
ta, al seleccionar el Estado al cual concede la extradición 
del delincuente o del presunto delincuente, los intere- 
ses y responsabilidades del Estado Parte cuyo pabellón 
enarbolaba el buque en el momento de la comisión del 
delito. 


6. Al estudiar una solicitud de extradición de un pre- 
sunto delincuente de conformidad con el presente Con- 
venio, el Estado requerido tendrá debidamente en cuen- 
ta si los derechos de esa persona, tal como se enuncian 
en el párrafo 3 del artículo 7, pueden ser ejercidos en el 
Estado requirente. 


7. Respecto de los delitos definidos en el presente 
Convenio, las disposiciones de todos los tratados y arre- 
glos de extradición aplicables entre Estados Partes que- 
dan modificadas entre los Estados Partes en la medida 
en que sean incompatibles con el presente Convenio. 


* Nota de la Secretaría: El número que corresponde es en 
realidad el 6. 
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ARTICULO 12 


1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio 
posible en lo que respecta a cualquier procedimiento 
penal relativo a los delitos enunciados en el artículo 3, 
incluyendo el auxilio para la obtención de pruebas nece- 
sarias para el proceso que obren en su poder. 


2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que 
les incumban en virtud del párrafo 1 de conformidad 
con los tratados de auxilio judicial recíproco que existan 
entre ellos. En ausencia de dichos tratados, los Estados 
Partes se prestarán dicho auxilio de conformidad con su 
legislación interna. 


ARTICULO 13 


1. Los Estados Partes cooperarán en la prevención 
de los delitos enunciados en el artículo 3, en particular: 


a) adoptando todas las medidas factibles a fin de 
impedir que se prepare en sus respectivos territorios la 
comisión de dichos delitos, tanto dentro como fuera de 
ellos; 


b) intercambiando información, de conformidad con 
su legislación interna, y coordinando medidas adminis- 
trativas y de otra índole adoptadas, según proceda, para 
impedir que se cometan los delitos enunciados en el 
artículo 3. 


2. Cuando, con motivo de haberse cometido un deli- 
to enunciado en el artículo 3, se produzca retraso o inte- 
rrupción en la travesía de un buque, todo Estado Parte 
en cuyo territorio se encuentren el buque, los pasajeros 
O la tripulación, estará obligado a hacer todo lo posible 
para evitar que el buque, sus pasajeros, sus tripulantes 
o su carga sea objeto de inmovilización o demora inde- 
bidas. 


ARTICULO 14 


Todo Estado Parte que tenga razones para creer que 
se va a cometer uno de los delitos enunciados en el 
artículo 3, suministrará lo antes posible, de acuerdo 
con su legislación interna, toda la información perti- 
nente de que disponga a los Estados que, a su juicio, 
puedan establecer jurisdicción de conformidad con el 
Artículo 7*. 


ARTICULO 15 


1. Cada Estado Parte comunicará lo antes posible al 
Secretario General, actuando de conformidad con su le- 
gislación interna, cualquier información pertinente que 
tenga en su poder referente a: 


* Nota de la Secretaría: el número que corresponde es en 
realidad el 6. 
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a) las circunstancias del delito; 


b) las medidas tomadas conforme al párrafo 2 del 
artículo 13; 


c) las medidas tomadas en relación con el delincuen- 
te o el presunto delincuente y, especialmente el resulta- 
do de todo procedimiento de extradición u otro procedi- 
miento judicial. 


2. El Estado Parte en que se entable una acción pe- 
nal contra el presunto delincuente comunicará, de con- 
formidad con su legislación interna, el resultado final de 
esa acción al Secretario General. 


3. El Secretario General trasladará la información trans- 
mitida de conformidad con los párrafos 1 y 2 a todos los 
Estados Partes, a todos los Miembros de la Organiza- 
ción Marítima Internacional (en adelante llamada la Or- 
ganización), a los demás Estados interesados y a las 
organizaciones intergubernamentales de carácter inter- 
nacional pertinentes. 


ARTICULO 16 


1. Toda controversia que surja entre dos o más Esta- 
dos Partes con respecto a la interpretación o aplicación 
del presente Convenio que no pueda ser resuelta me- 
diante negociaciones dentro de un plazo razonable se 
someterá a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el 
plazo de seis meses contados a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma de arbi- 
traje, cualquiera de las Partes podrá someter la contro- 
versia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de 
la Corte. 


2. Cada Estado podrá, en el momento de la firma o 
ratificación, aceptación o aprobación del presente Con- 
venio, o de su adhesión a él, declarar que no se consi- 
dera obligado por una cualquiera o por ninguna de las 
disposiciones del párrafo 1. Los demás Estados Partes 
no quedarán obligados por tales disposiciones ante un 
Estado Parte que haya formulado tal reserva. 


3. Todo Estado Parte que haya formulado una reser- 
va de conformidad con el párrafo 2 podrá retirarla en 
cualquier momento mediante notificación dirigida al Se- 
cretario General. 


ARTICULO 17 


1. El presente Convenio estará abierto el 10 de marzo 
de 1988, en Roma, a la firma de los Estados participantes 
en la Conferencia Internacional sobre la represión de 
actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marí- 
tima, y desde el 14 de marzo de 1988 hasta el 9 de marzo 
de 1989, en la sede de la Organización a la firma de to- 
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dos los Estados. Después de ese plazo, seguirá abierto 
a la adhesión. 


2. Los Estados podrán manifestar su consentimiento 
en obligarse por el presente Convenio mediante: 


a) firma sin reserva en cuanto a ratificación, acepta- 
ción o aprobación; o 


b) firma a reserva de ratificación, aceptación o apro- 
bación seguida de ratificación, aceptación o aprobación; 
O 


c) adhesión. 


3. La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
se efectuarán depositando ante el Secretario General el 
instrumento que proceda. 


ARTICULO 18 


El presente Convenio entrará en vigor noventa días 
después de la fecha en que quince Estados lo hayan 
firmado sin reserva en cuanto a ratificación, aceptación 
o aprobación o hayan depositado el oportuno instru- 
mento de ratificación, aceptación, aprobación o adhe- 
sión. 


2. Para un Estado que deposite un instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión respec- 
to del presente Convenio una vez satisfechas las condi- 
ciones para la entrada en vigor de éste, la ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión surtirá efecto noventa 
días después de la fecha en que se haya efectuado tal 
depósito. 


ARTICULO 19 


1. El presente Convenio podrá ser denunciado por 
un Estado Parte en cualquier momento posterior a la 
expiración de un plazo de un año a contar de la fecha en 
que el presente Convenio haya entrado en vigor para 
dicho Estado. 


2. La denuncia se efectuará depositando un instru- 
mento de denuncia ante el Secretario General. 


3. La denuncia surtirá efecto transcurrido un año a 
partir de la recepción, por parte del Secretario General, 
del instrumento de denuncia, o cualquier otro plazo más 
largo que pueda ser fijado en dicho instrumento. 


ARTICULO 20 


1. La Organización podrá convocar una conferencia 
con objeto de revisar y enmendar el presente Convenio. 


2. El Secretario General convocará una conferencia 
de los Estados Partes en el presente Convenio con ob- 
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jeto de revisarlo o enmendarlo, a petición de un tercio 
de los Estados Partes o de diez Estados Partes, si esta 
cifra es mayor. 


3. Todo instrumento de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión depositado con posterioridad a la 
entrada en vigor de una enmienda al presente Convenio 
se entenderá que es aplicable al Convenio, en su forma 
enmendada. 


ARTICULO 21 


1. El presente Convenio será depositado ante el Se- 
cretario General. 


2. El Secretario General: 


a) informará a todos los Estados que hayan firmado 
el Convenio o se hayan adherido al mismo, y a todos 
los Miembros de la Organización de: 


1) cada nueva firma y cada nuevo depósito de instru- 
mento de ratificación, aceptación, aprobación o adhe- 
sión, y de la fecha en que se produzca; 


11) la fecha de entrada en vigor del presente Conve- 
nio; 


111) todo depósito de un instrumento de denuncia del 
presente Convenio y de la fecha en que se recibió dicho 
instrumento, así como de la fecha en que la denuncia 
surta efecto; 


1v) la recepción de toda declaración o notificación 
formulada en virtud del presente Convenio; 


b) remitirá ejemplares auténticos certificados del pre- 
sente Convenio a todos los Estados que lo hayan firma- 
do o se hayan adherido al mismo. 


3. Tan pronto como el presente Convenio entre en 
vigor, el depositario remitirá un ejemplar auténtico certifi- 
cado del mismo al Secretario General de las Naciones Uni- 
das a fines de registro y publicación, de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 


ARTICULO 22 


El presente Convenio está redactado en un solo ejem- 
plar en los idiomas árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso, y cada uno de estos textos tendrá la misma au- 
tenticidad. 


EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente 
autorizados al efecto por sus respectivos Gobiernos, fir- 
man el presente Convenio*. 


HECHO EN ROMA, el día diez de marzo de mil nove- 
cientos ochenta y ocho. 


* Se omiten las páginas de firma. 
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PROTOCOLO PARA LA REPRESION DE 
ACTOS ILICITOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LAS 
PLATAFORMAS FIJAS EMPLAZADAS EN LA 
PLATAFORMA CONTINENTAL 


Los Estados Partes en el presente Protocolo, 


SIENDO PARTES en el Convenio para la represión 
de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima. 


RECONOCIENDO que los motivos por los cuales se 
elaboró el Convenio son también aplicables a las plata- 
formas fijas emplazadas en la plataforma continental. 


TENIENDO EN CUENTA las disposiciones de ese 
Convenio. 


AFIRMANDO que las materias no reguladas por el 
presente Protocolo seguirán rigiéndose por las normas 
y principios de derecho internacional general. 


CONVIENEN: 
ARTICULO 1 


1. Las disposiciones de los artículos 5 y 7 y de los 
artículos 10 a 16 del Convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima 
(en adelante llamado el Convenio)* se aplicarán también 
mutatis mutandi a los delitos enunciados en el artículo 2 
del presente Protocolo cuando tales delitos se cometen 
a bordo de plataformas fijas emplazadas en la plataforma 
continental o en contra de éstas. 


2. En los casos en que el presente Protocolo no sea 
aplicable de conformidad con el párrafo 1, lo será no 
obstante cuando el delincuente o presunto delincuente 
sea hallado en el territorio de un Estado Parte distinto 
del Estado en cuyas aguas interiores o en cuyo mar 
territorial se encuentra emplazada la plataforma fija. 


3. A los efectos del presente Protocolo, plataforma 
fija es una isla artificial, instalación o estructura sujeta 
de manera permanente al fondo marino con fines de ex- 
ploración o explotación de los recursos u otros fines de 
índole económica. 


ARTICULO 2 


1. Comete delito toda persona que ilícita e intencio- 
nalmente: 


a) se apodere de una plataforma fija o ejerza el con- 


trol de la misma mediante violencia, amenaza de violen- 
cia o cualquier otra forma de intimidación; o 


* Véanse las páginas 11, 12 y 13 a 16. 
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b) realice algún acto de violencia contra una persona 
que se halle a bordo de una plataforma fija, si dicho acto 
puede poner en peligro la seguridad de ésta; o 


c) destruya una plataforma fija o cause daños a la 
misma que puedan poner en peligro su seguridad; o 


d) coloque o haga colocar en una plataforma fija, por 
cualquier medio, un artefacto o una sustancia que pue- 
da destruir esa plataforma fija o pueda poner en peligro 
su seguridad; o 


e) lesione o mate a cualquier persona, en relación 
con la comisión o la tentativa de comisión de cualquiera 
de los delitos enunciados en los apartados a) a d). 


2. También comete delito toda persona que: 


a) intente cometer cualquiera de los delitos enuncia- 
dos en el párrafo 1; o 


b) induzca a cometer cualquiera de esos delitos, per- 
petrados por cualquier persona, o sea de otro modo cóm- 
plice de la persona que comete tal delito; o 


C) amenace con cometer, formulando o no una con- 
dición, de conformidad con la legislación interna, con 
ánimo de obligar a una persona física o jurídica a ejecu- 
tar un acto o a abstenerse de ejecutarlo, cualquiera de 
los delitos enunciados en los apartados b) y c) del pá- 
rrafo 1, si la amenaza puede poner en peligro la seguri- 
dad de la plataforma fija de que se trate. 


ARTICULO 3 


1. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
enunciados en el artículo 2 cuando el delito sea cometi- 
do: 


a) contra una plataforma fija o a bordo de ésta, mien- 
tras se encuentre emplazada en la plataforma continen- 
tal de ese Estado; o 


b) por un nacional de ese Estado. 


2. Un Estado Parte podrá también establecer su juris- 
dicción respecto de cualquiera de tales delitos cuando: 


a) sea cometido por una persona apátrida cuya resi- 
dencia habitual se halle en ese Estado; 


b) un nacional de ese Estado resulte aprehendido, 
amenazado, lesionado o muerto durante la comisión del 
delito; o 


c) sea cometido en un intento de obligar a ese Esta- 
do a hacer o no hacer alguna cosa. 
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3. Todo Estado Parte que haya establecido la juris- 
dicción indicada en el párrafo 2 lo notificará al Secreta- 
rio General de la Organización Marítima Internacional (en 
adelante llamado el Secretario General). Si ese Estado 
Parte deroga con posterioridad tal jurisdicción lo notifi- 
cará al Secretario General. 


4. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
enunciados en el artículo 2, en los casos en que el pre- 
sunto delincuente se halle en su territorio y dicho Esta- 
do no conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que hayan establecido jurisdicción de conformi- 
dad con los párrafos 1 y 2 del presente artículo. 


5. El presente Protocolo no excluye ninguna jurisdic- 
ción penal ejercida de conformidad con la legislación 
interna. 


ARTICULO 4 


Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afec- 
tará a las reglas de derecho internacional relativas a las 
plataformas fijas emplazadas en la plataforma continen- 
tal. 


ARTICULO 5 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de 
cualquier Estado que haya firmado el Convenio, el 10 de 
marzo de 1988 en Roma y desde el 14 de marzo de 1988 
hasta el 9 de marzo de 1989 en la sede de la Organiza- 
ción. Después de ese plazo, seguirá abierto a la adhe- 
sión: 


2. Los Estados podrán manifestar su consentimiento 
en obligarse por el presente Protocolo mediante: 


a) firma sin reserva en cuanto a ratificación, acepta- 
ción o aprobación; o 


b) firma a reserva de ratificación, aceptación o apro- 
bación, seguida de ratificación, aceptación o aprobación; 
o 


c) adhesión. 


3. La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
se efectuarán depositando ante el Secretario General el 
instrumento que proceda. 


4. Sólo un Estado que haya firmado el Convenio sin 
reserva en cuanto a ratificación, aceptación o aproba- 
ción o que haya ratificado, aceptado o aprobado el Con- 
venio, o se haya adherido al mismo, podrá constituirse 
en Parte en el presente Protocolo. 
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ARTICULO 6 


1. El presente Protocolo entrará en vigor noventa 
días después de la fecha en que tres Estados lo hayan 
firmado sin reserva en cuanto a ratificación, aceptación 
Oo aprobación o hayan depositado un instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión en rela- 
ción con éste. No obstante, el presente Protocolo no 
entrará en vigor antes de la entrada en vigor del Conve- 
nio. 


2. Para un Estado que deposite un instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión respec- 
to del presente Protocolo una vez satisfechas las condi- 
ciones para la entrada en vigor de éste, la ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión surtirá efecto noventa 
días después de la fecha en que se haya efectuado tal 
depósito. 


ARTICULO 7 


1. El presente Protocolo podrá ser denunciado por 
un Estado Parte en cualquier momento posterior a la 
expiración de un plazo de un año a contar de la fecha en 
que el presente Protocolo haya entrado en vigor para 
dicho Estado. 


2. La denuncia se efectuará depositando un instru- 
mento de denuncia ante el Secretario General. 


3. La denuncia surtirá efecto transcurrido un año a 
partir de la recepción, por parte del Secretario General, 
del instrumento de denuncia, o cualquier otro plazo más 
largo que pueda ser fijado en dicho instrumento. 


4. Una denuncia del Convenio por un Estado Parte 
se entenderá que constituye una denuncia del presente 
Protocolo por esa Parte. 


ARTICULO 8 


1. La Organización podrá convocar una conferencia 
con objeto de revisar o enmendar el presente Protocolo. 


2. El Secretario General convocará una conferencia 
de los Estados Partes en el presente Protocolo con ob- 
jeto de revisarlo o enmendarlo, a petición de un tercio 
de los Estados Partes o de cinco Estados Partes, si esa 
cifra es mayor. 


3. Todo instrumento de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión depositado con posterioridad a la 
entrada en vigor de una enmienda al presente Protocolo 
se entenderá que es aplicable al Protocolo, en su forma 
enmendada. 


ARTICULO 9 


El presente Protocolo será depositado ante el Secre- 
tario General. 


15 de Mayo de 2001 


15 de Mayo de 2001 


rat. 


El Secretario General: 


a) informará a todos los Estados que hayan firmado 
el presente Protocolo o se hayan adherido al mismo, y a 
todos los Miembros de la Organización, de: 


1) cada nueva firma y cada nuevo depósito de un 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o ad- 
hesión, y de la fecha en que se produzca; 


11) la fecha de entrada en vigor del presente Protoco- 
lo; 


111) todo depósito de un instrumento de denuncia del 
presente Protocolo y de la fecha en que se recibió dicho 
instrumento, así como de la fecha en que la denuncia 
surta efecto; 


1v) la recepción de toda declaración o notificación 
formulada en virtud del presente Protocolo o del Conve- 
nio, en relación con el presente Protocolo; 


b) remitirá ejemplares auténticos certificados del pre- 
sente Protocolo a todos los Estados que lo hayan firma- 
do o se hayan adherido al mismo. 


3. Tan pronto como el presente Protocolo entre en 
vigor, el depositario remitirá un ejemplar auténtico certi- 
ficado del mismo al Secretario General de las Naciones 
Unidas a fines de registro y publicación, de conformi- 
dad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Uni- 
das. 


ARTICULO 10 


El presente Protocolo está redactado en un solo ejem- 
plar en los idiomas árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso, y cada uno de estos textos tendrá la misma au- 
tenticidad. 


EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente 
autorizados al efecto por sus respectivos Gobiernos, fir- 
man el presente Protocolo*. 


HECHO EN ROMA el día diez de marzo de mil nove- 
cientos ochenta y ocho.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Ga- 


* Se omiten las páginas de firma. 
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SEÑOR GARAT.- Señor Presidente: el presente proyecto 
de ley trata el Convenio para la Represión de Actos Ilícitos 
contra la Seguridad de la Navegación Marítima y el Protocolo 
para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las 
Plataformas Fijas Emplazadas en la Plataforma Continental, sus- 
crito en la ciudad de Roma el 10 de marzo de 1988. 


Esta iniciativa cuenta con la aprobación de la Cámara de 
Representantes, y en la misma se expresa que teniendo presen- 
te los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Uni- 
das, relativos al mantenimiento de la paz y la seguridad interna- 
cional y al fomento de las relaciones de amistad y cooperación 
entre los Estados, y reconociendo además que todo individuo 
tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona, teniendo en cuenta la escalada mundial de actos de 
terrorismo en todas sus formas, que ponen en peligro la seguri- 
dad humana, y teniendo en cuenta los actos ilícitos contra la 
seguridad en la navegación marítima, que además de atentar 
contra las personas y bienes afectan la explotación y el comer- 
cio por medio de los servicios marítimos, es que se promueve el 
presente Convenio como forma de prevención de todos los 
actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, el 
enjuiciamiento y castigo de sus perpetradores. 


Las resoluciones del presente Convenio no se aplican a los 
buques de guerra ni a los de un Estado cuando se utilicen 
como auxiliares navales, aduaneros o policiales. Tampoco se 
aplica a los que fueron retirados de servicio o desarmados. 


Se definen los delitos, por ejemplo, de quienes se apoderan 
de un buque o ejerzan el poder del mismo mediante violencia, o 
realicen actos de violencia contra una persona que se encuen- 
tre dentro de un buque si puede poner en peligro la navega- 
ción de esa nave, quien destruya o dañe gravemente, coloque 
artefactos que puedan causar grandes daños, y así se siguen 
enumerando todas las causales de delito. 


Se aplica este Convenio para buques que estén navegando 
en aguas territoriales o más allá de las aguas de un solo Estado. 


Cada Estado se obliga a establecer para los delitos enuncia- 
dos, penas adecuadas en las que se tenga en cuenta la natura- 
leza del mismo. También en el artículo 6 se define la forma de 
establecer, de cada Estado parte, jurisdicción respecto a los 
delitos que se realicen en una nave. 


Más adelante, se detallan las circunstancias en que un de- 
lincuente sea apresado dentro de un Estado parte, las formas 
en que se procederá con respecto a él, así como las disposicio- 
nes que podrá adoptar el capitán de un buque cuando el delito 
se lleve a cabo dentro de él. Los Estados cooperarán en la 
prevención de los delitos perpetrados en las naves. Los delitos 
que se efectúen en lo que describe este Convenio dan lugar a 
extradición. 


Continúa el Convenio con detalles, analizando todas las 
situaciones que se puedan presentar en cada caso de contro- 
versia. 
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Siendo sumamente conveniente para el relacionamiento in- 
ternacional de nuestro país y para garantizar la seguridad de 
las personas en general es que se aconseja la aprobación del 
presente Convenio que se hace extensivo también al Protocolo 
de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las Plataformas empla- 
zadas en la Plataforma Continental. Este Protocolo es en el mis- 
mo sentido que el Convenio anteriormente analizado; lo que sí, 
ahora se trata de plataformas fijas, no de elementos que se 
puedan mover en el mar, por eso, dado la casuística de esta 
situación, es que se suscribe este Protocolo Especial, para el 
que se aconseja la aprobación en unidad con el Convenio ante- 
rior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota: ) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO.- Apruébase el Convenio para 
la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la 
Navegación Marítima y el Protocolo para la Represión 
de Actos Ilícitos contra la Seguridad de las Plataformas 
Fijas Emplazadas en la Plataforma Continental, suscritos 
en la ciudad de Roma, República italiana, el 10 de marzo 
de 1988.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado por 
ser igual al considerado) 


21) ELECCION DE VICEPRESIDENTES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tómese la votación nominal para 
designar los señores Vicepresidentes del Cuerpo. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Se va a tomar 
la votación nominal para el primer Vicepresidente, por el señor 
Senador Walter Riesgo; para segundo Vicepresidente, por el 
señor Senador Danilo Astori; y para tercer Vicepresidente, por 
el señor Senador Carlos Julio Pereyra. 


15 de Mayo de 2001 
(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR CASARTELLI.- Afirmativa. 

SEÑOR ASTORL.- Afirmativa. 

SEÑOR BRAUSE.- Afirmativa. 

SEÑOR CID.-- Afirmativa. 

SEÑOR CORREA FREITAS.- Afirmativa. 

SEÑOR COURIEL.- Afirmativa. 


SEÑOR DE BOISMENU.-- Afirmativa. 


SEÑOR FAU.- Afirmativa. 

SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.-- Afirmativa. 
SEÑOR GALLINAL - Afirmativa. 

SEÑOR GARAT-- Afirmativa. 

SEÑOR BORSARL.- Afirmativa. 

SEÑOR GARGANO.- Afirmativa. 

SEÑOR HEBER.- Afirmativa. 

SEÑOR KORZENIAK.- Sufrago por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR.- Afirmativa. 

SEÑOR MUJICA.- Afirmativa. 

SEÑOR NIN NOVOA.- Afirmativa. 

SEÑOR NUÑEZ.- Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. Afirmativa. 

SEÑOR RUBIO.- Afirmativa. 

SEÑOR SANABRIA.- Afirmativa. 

SEÑOR SINGER.- Afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. Afirmativa. 

Dése cuenta del resultado de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Han sufraga- 
do 24 señores Senadores y todos lo han hecho por la afirmati- 
va. 


15 de Mayo de 2001 


SEÑOR PRESIDENTE.- La votación ha resultado: 24 en 24. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 


22) SOLICITUD DE ACUERDO DEL PODER EJECUTIVO 
PARA ACREDITAR TRES EMBAJADORES EXTRAOR- 
DINARIOS Y PLENIPOTENCIARIOS DE LA REPUBLI- 
CA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a sesión secreta 
para considerar el asunto que figura en séptimo término del 
orden del día. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 48 minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 17 y 56 minutos.) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- El Senado, 
en sesión secreta, otorgó el acuerdo solicitado por el Poder 
Ejecutivo para designar como Embajadores Extraordinarios y 
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Plenipotenciarios de la República, al doctor Mario Cantón ante 
la República del Paraguay; al doctor Alberto Leopoldo Fajardo 
Klappenbach, ante la Federación Rusa y al señor César Ferrer 
Burl6, ante la República Árabe de Egipto. 


23) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos en el or- 
den del día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 17 y 57 minutos, presidiendo el señor 
Luis Hierro López y estando presentes los señores Senadores 
Astori, Borsari, Cid, Couriel, de Boismenu, Fau, Fernández 
Huidobro, Gallinal, Garat, Gargano, Heber, Korzeniak, Larra- 
ñaga, Millor, Mujica, Nin Novoa, Núñez, Pereyra, Rubio, Sa- 
nabria y Xavier.) 
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